
 
  

Acta Sesión Ordinaria 71-2018 
 

27 de Noviembre del 2018 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 71-2018 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las dieciocho 
horas del 27 de Noviembre del dos mil dieciocho, en la Sala de Sesiones Guillermo Villegas de la 
Municipalidad de Belén, en el Distrito San Antonio. PARTICIPANTES PERMANENTES PRESENTES:  
REGIDORES PROPIETARIOS:  Arq. Eddie Andrés Mendez Ulate - Presidente – quien preside.  
Gaspar Rodriguez Delgado - Vicepresidente.  Ana Lorena Gonzalez Fuentes.  Maria Antonia Castro 
Franceschi.  Jose Luis Venegas Murillo.  REGIDORES SUPLENTES:  Elena Maria Gonzalez Atkinson.  
Alejandro Gomez Chaves.  Edgar Hernán Alvarez Gonzalez.  Luis Alonso Zarate Alvarado.  Juan Luis 
Mena Venegas.  SINDICOS PROPIETARIOS:  Rosa Murillo Rodriguez.  Maria Lidiette Murillo Chaves.  
Minor Jose Gonzalez Quesada.  SINDICOS SUPLENTES:  Luis Antonio Guerrero Sanchez.  Melissa 
Maria Hidalgo Carmona.  VICEALCALDESA MUNICIPAL:  Thais Zumbado Ramirez.  SECRETARIA 
DEL CONCEJO MUNICIPAL:  Ana Patricia Murillo Delgado.   
 

CAPÍTULO I 
 

PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA 
 

ORDEN DEL DÍA 
 
I) PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
 
II) REVISIÓN Y APROBACIÓN DE LAS ACTAS 69-2018 Y 70-2018. 

 
III) ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL. 

 
IV) INFORMES DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 
V) INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 
VI) INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL.  
 
VII) MOCIONES E INICIATIVAS. 
 
VIII) LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

 
CAPÍTULO II 

 
REVISIÓN Y APROBACIÓN DE ACTAS 

 
ARTÍCULO 1.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Ordinaria N°69-
2018, celebrada el 20 de Noviembre del año dos mil dieciocho. 
 



SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta de la Sesión Ordinaria N°69-2018, celebrada el 
20 de Noviembre del año dos mil dieciocho. 
 
ARTÍCULO 2.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Extraordinaria N°70-
2018, celebrada el 22 de Noviembre del año dos mil dieciocho. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta de la Sesión Extraordinaria N°70-2018, 
celebrada el 22 de Noviembre del año dos mil dieciocho. 
 

CAPÍTULO III 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez Ulate, plantea los siguientes asuntos: 

 
INFORME DEL COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES Y RECREACIÓN DE BELÉN. 
 
ARTÍCULO 3.  Se conoce el Oficio AA-212-11-57-2018 de Edwin Solano, Asistente Administrativo, 
Secretario de Actas Junta Directiva.  El señor Juan Manuel González Zamora y la señora Carolina 
Mora Solano mocionan para hacer extensiva una invitación a un desayuno al Concejo Municipal de 
Belén para conversar de varios temas pendientes entre el Concejo Municipal de Belén y la Junta 
Directiva del CCDRB y tener una información más fluida de las gestiones y proyectos que se realizan 
en estos momentos. 
 
CON FIRMEZA Y POR UNANIMIDAD DE LOS CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS MIEMBROS DE 
JUNTA: SR. JUAN MANUEL GONZALEZ ZAMORA, PRESIDENTE; ESTEBAN QUIROS 
HERNANDEZ, VICEPRESIDENTE; SR. LUIS HERNAN CARDENAS ZAMORA, VOCAL 1; SRA. 
CAROLINA MORA SOLANO, VOCAL 2; SE ACUERDA: Primero: realizar una invitación a un desayuno 
al Concejo Municipal de Belén para conversar de varios temas pendientes entre el Concejo Municipal 
de Belén y la Junta Directiva del CCDRB y tener una información más fluida de las gestiones y 
proyectos que se realizan en estos momentos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Agradecer la invitación a la Junta Directiva del Comité de 
Deportes, estando anuentes a reunirnos el 08 de diciembre, la hora a convenir. 
 
INFORME DE LA AUDITORIA INTERNA. 
 
ARTÍCULO 4.  Se conoce el Oficio AAI-09-2018 de Maribelle Sancho García Auditora Interna. 
ASUNTO:  COMISION TECNICA DE INFORMATICA.  Producto de una revisión de Auditoría de 
carácter especial, relacionada sobre el proceso de implementación del Sistema Integral de Gestión 
Municipal (SIGM) de acuerdo con lo establecido en el cartel de contratación (Licitación Abreviada 
2013LA-000004-01 “Adquisición de un Sistema Integral de Gestión Municipal (SIGM)”, adjudicada a 
la empresa DECSA Costa Rica, S.A.),  del cual esta auditoría  ha emitido los informes INF-AI-03-2018 
y INF-AI-04-2018 del 9 y 31 de octubre del 2018, respectivamente; sin embargo y debido a que el 
cartel de contratación le delega funciones a la Comisión Técnica de Informática, es que se presentan 



las siguientes observaciones, las cuales tienen fundamento en el artículo 22, inciso d) de la Ley 
General de Control Interno, que indica textualmente:  “Compete a la auditoría interna... Asesorar, en 
materia de su competencia, al jerarca del cual depende; además, advertir a los órganos pasivos que 
fiscaliza sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o decisiones, cuando sean de 
su conocimiento.” 

 
Es importante indicar que a la fecha de nuestra revisión no fue proporcionada la siguiente información, 
lo cual limitó el trabajo de esta Auditoría;  

 
a. No se obtuvo evidencia de las pruebas realizadas según lo establecido en el cartel de contratación 

(Punto 4. Pruebas del Sistema) de: Configuración, Funcionales, Instalación/ Desinstalación, 
Seguridad, Desempeño, Estrés (Concurrencia), Volumen, Facilidad de Uso, verificación de 
estándares y de Plataforma Técnica; realizadas a los módulos del sistema DECSA, los resultados 
obtenidos, la aceptación de éstas por parte de los usuarios y la aprobación por parte de la Comisión 
Técnica de Informática.   

 
b. No se obtuvo evidencia de la aprobación de los resultados del paralelo de cada uno de los módulos 

del sistema por parte de la Encargado del proyecto y de la Comisión Técnica de Informática, de 
acuerdo con lo establecido en el cartel en el punto 4. Pruebas del Sistema, 1.8.   
 
c. No se obtuvo evidencia del Acta de aceptación para los siguiente seis módulos: Patentes, 

Desarrollo Urbano, Recaudación, Gestión de Cobros, Desechos sólidos, Limpieza de vías y 
mantenimiento parques y Alcantarillado sanitario, las cuales debían también ser aprobadas por 
la Comisión Técnica de Informática. 

 
d. No se obtuvo evidencia de los entregables que debía remitir el proveedor del Sistema, que 

fueron definidos en la cláusula 3.3 del Cartel de Contratación, los cuales debían ser aprobados 
por la Comisión Técnica de Informática relacionados con: Administración del Proyecto, Modelaje 
del Negocio, Requerimientos, Análisis y Diseño, Pruebas, Ambiente, Configuración y 
Administración de Cambios, Generación de Código, Implantación y Capacitación. 

 
Ni tampoco se obtuvo evidencia de que los mismos hayan sido revisados por parte del personal 
Técnico de la Unidad de Informática y aprobados por la Comisión Técnica de Informática. 

 
e. No se obtuvo evidencia del total de minutas formalizadas por la Comisión Técnica de Informática 

durante cada año, por lo que se carece de información sobre los temas tratados en ellas y los 
acuerdos que se tomaron en relación con el proceso de implementación. 
 

I. ANTECEDENTES 
 

A. Estructura de la Comisión Técnica 
 
La Comisión Técnica de Informática está conformada por funcionarios de la Municipalidad, con el fin 
de analizar y aprobar temas relacionados con los sistemas informáticos de la Institución.  Fue creada 
el 10 de mayo de 2010, mediante oficio AM-M-251-2010 emitido por la Alcaldía Municipal, con el fin 



de cumplir con lo establecido en las “Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnología 
de Información” de la Contraloría General de la República (N-2-2007-CO-DFOE), en los sistemas de 
la Municipalidad de Belén.  Inicialmente, esta Comisión fue integrada de la siguiente forma 
(funcionarios participaron al momento de la Contratación del Sistema Integral de Gestión Municipal):  
 

 Vicealcaldesa (Coordinadora),  
 Representantes del Concejo Municipal, 
 Director Área Administrativa Financiera, 
 Director Servicios Públicos, 
 Director Jurídico, 
 Coordinador de Unidad del Servicio al Cliente, 
 Coordinador de Unidad de Bienes Inmuebles, 
 Coordinador de Unidad de Catastro, 
 Coordinador de Unidad de Planificación, 
 Coordinador de Unidad de Contraloría Servicios, 
 Coordinadora de Unidad de Informática. 

 
Esta Comisión estuvo constituida durante el proceso de implementación del Sistema Integral de 
Gestión Municipal, desde la firma del contrato el 12 de diciembre de 2013 hasta setiembre de 2016.  
Posteriormente, la Alcaldía comunicó mediante AMB-VA-M-020-2016 del 9 de setiembre de 2016, la 
nueva integración de esta Comisión es la siguiente:  
 

 Vicealcaldesa (Coordinadora),  
 Representante del Concejo Municipal, 
 Director Área Administrativa Financiera,  
 Directora Área de Desarrollo Social,  
 Director Área de Servicios Públicos 
 Director Área Técnica Operativa,  
 Director Jurídico,  
 Coordinador Unidad de Planificación y  
 Coordinadora de la Unidad de Informática. 
 

La Coordinadora de la Comisión Técnica de Informática indica en el correo electrónico del 8 de 
noviembre de 2018, que el reglamento de esta se encuentra en borrador pendiente de presentarlo al 
Concejo Municipal para su aprobación. 
 
Resultado Obtenido #1.  A la fecha de esta revisión, se determinó que el Reglamento de Tecnología 
de Información, se encuentra en desarrollo. Es importante que este reglamento sea aprobado y 
publicado lo antes posible, debido a que el mismo permite orientar la gestión y uso de las tecnologías 
de información en la Municipalidad, con un adecuado apego a las Normas Técnicas para la Gestión y 
el Control de las Tecnologías de Información emitido por la Contraloría General de la República y de 
un uso eficiente que garantice el máximo aprovechamiento de los recursos tecnológicos; además, que 
toda decisión estratégica en el área tecnológica deberá ser gestionada a través de ese ente. 



 
B. Funciones de la Comisión Técnica 

 
El Reglamento para el uso de las tecnologías en el artículo 3, define al Comité de Tecnologías de 
Información como un equipo de trabajo para coadyuvar y recomendar en la identificación de 
necesidades y mejoras estratégicas, así como la aplicación de las normas vigentes correspondientes 
en esta materia.  El 29 de agosto de 2016, Deloitte & Touche, S.A. presenta a la Comisión Técnica de 
Informática, algunos aspectos generales de las Normas técnicas para la gestión y el control de las 
Tecnologías de Información, en la cual menciona como principales funciones de la Comisión entre 
otras;  
 
 El gobierno de TI, debe aconsejar sobre la dirección estratégica y revisar las principales 

inversiones. 
  Definir reglas básicas de comunicación mediante la identificación de las necesidades y la 

implementación de planes basados en dichas necesidades, y que esta sea de arriba hacia abajo, 
y horizontal.  

 Ratificar los cambios generales en el presupuesto de TI que afecten negativamente a los planes 
estratégicos y tácticos de la entidad y ofrecer acciones sugeridas para resolver estos impactos. 

 Supervisar los cambios de una prioridad para implementar una solución temporal. 
 Monitoreo y Supervisión de Riesgos relacionados con TI. 
 
De acuerdo con lo establecido en el cartel de contratación, a esta Comisión le correspondió realizar lo 
siguiente: 
 
a. Aprobación de los informes entregados y proceder a avalar y dar los vistos buenos 

correspondientes a los siguientes informes: informe escrito del avance (bitácora por semana), un 
informe mensual que incluya como mínimo las métricas de tiempo y costo tales como Schedule 
Performance Index (SPI) y el Schedule Variance (SV), un informe escrito con la entrega de cada 
producto o módulo finalizado, un informe escrito al finalizar el proyecto y lista de asistencia de todas 
las capacitaciones (según correo de inicio y otras). 

b. Aprobación del levantamiento de los requerimientos, de las fases de concepción, elaboración, 
construcción y transición los siguientes artefactos (en papel y en forma digital en un CD o DVD). 

c. Aprobación de cada producto entregado, respaldado por un acta de aprobación. 
d. Aprobación de todas las pruebas indicadas en el cartel de contratación y de los resultados de estas. 
e. Designar los centros piloto para llevar paralelo de los módulos.  
f. Aprobación de los resultados del paralelo.  
g. Aprobación del Plan de capacitación para todo el proyecto que incluya: 
g.1 Capacitación de al menos 5 usuarios expertos por módulo. 
g.2 Capacitaciones simultáneas de forma tal que el tiempo dedicado a capacitación podrá acortarse 

de manera proporcional a los recursos que sean asignados a esta labor, siempre y cuando las 
personas que lo requieran no deban asistir a más de un curso a la vez. 

h. Aprobación para cada uno de los 10 entregables establecidos en el punto 3.3. del cartel de 
contratación. 
i. Aprobación técnica de los casos de uso a nivel de funcionalidad para todos los módulos. 



 
Resultado Obtenido #2.  De la revisión efectuada, se determinó que no se obtuvo evidencia de la 
aprobación realizada por parte de la Comisión Técnica de Informática para cada uno de los puntos 
detallados anteriormente, excepto para actas de aceptación de los 12 módulos, que correspondería a 
la primera Comisión integrada de mayo 2010 a setiembre 2016, es importante indicar que por las 
funciones atribuidas en el cartel de contratación, a ésta se le otorgó un  rol operativo, el cual contrasta 
con las funciones descritas anteriormente que son más de tipo estratégico, a través de la revisión, 
monitoreo y aprobación de lo establecido en el éste (ver en punto II. Seguimiento al cartel de 
contratación, de este informe). 

 
II. SEGUIMIENTO AL CARTEL DE CONTRATACION  

 
Esta Auditoría al revisar el cumplimento de lo establecido en el cartel de contratación de Adquisición 
de un Sistema Integral de Gestión Municipal (SIGM), para la Municipalidad de Belén, Licitación 
Abreviada 2013LA-000004-01, realizado por la Comisión Técnica de Informática, en lo que le 
correspondía, se determinó lo siguiente: 
 
A. Aspectos Generales: 
 
Sobre el cumplimiento del proveedor, en relación con los aspectos señalados en los puntos 3.6, 3.7 y 
3.8; así: 
 
Punto 3.6 Normas de Gestión y Control de la Tecnología:  “El Oferente deberá ajustarse a las Normas 
de Gestión y Control de la Tecnología emitidas por la Controlaría General de la República y las Normas 
Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (NIC SP) emitidas por Contabilidad Nacional, 
en el desarrollo de la ADQUISICION DEL SISTEMA INTEGRADO, DENOMINADO SISTEMA 
INTEGRAL DE GESTIÓN MUNICIPAL (SIGM) PARA LA MUNICIPALIDAD DE BELÉN.”  Al respecto, 
mediante el oficio AMB-VA-M-006-2016 del 27 de marzo de 2016, emitido por la Vicealcaldesa como 
Coordinadora de la Comisión Técnica de Informática, indicó que no se tenía conocimiento sobre el 
tema en cuestión. 
 
Resultado Obtenido #4.  De acuerdo con lo anterior, esta Auditoría no obtuvo evidencia de que la 
Comisión Técnica de Informática realizara gestiones que les diera soporte en el tema, para garantizar 
el cumplimiento de lo establecido en el cartel de contratación sobre las Normas de Gestión y Control 
de la Tecnología.  Por otra parte, no se obtuvo evidencia que la Comisión Técnica de Informática 
validara a priori que el proveedor cumpliera con las Normas Técnicas para la Gestión y el Control de 
las Tecnologías de Información (N-2-2007-CO-DFOE) de la Contraloría General de la República y las 
Normas Internacionales para el Sector Público (NICSP) en la Municipalidad de Belén. 
 
Punto 3.7 Informes o entregables por parte del proveedor:  “El Oferente debe proponer claramente la 
forma en que se llevará a cabo el desarrollo de esta contratación, sin omitir los siguientes aspectos: 
informe escrito del avance (bitácora por semana), un informe mensual que incluya como mínimo las 
métricas de tiempo y costo tales como Schedule Performance Index (SPI) y el Schedule Variance 
(SV), un informe escrito con la entrega de cada producto o módulo finalizado y un informe escrito al 
finalizar el proyecto. Estos informes de avance deben ser entregados a la Coordinadora de la Unidad 



de Informática, donde los tramitara a La Coordinación del Comité de Tecnologías de Información de 
la Municipalidad, para verificar el contenido de los informes entregados y proceder a avalar y dar los 
vistos buenos correspondientes.”  Sobre este punto, la responsable del contrato presentó a esta 
Auditoría, los siguientes informes del avance del proyecto:  
 
 Informe de avance al 14 de noviembre 2014, de Decsa Costa Rica, S.A. 
 Informe de avance al 29 de mayo de 2015, de Decsa Costa Rica, S.A. 
 Informe de avance al 31 de julio de 2015, de Decsa Costa Rica, S.A. 
 Informe final INFO-UIDI-01-2015 del 19 de junio de 2015, emitido antes del último pago del proyecto 

(el 10 de diciembre de 2015), presentado por la Coordinadora de Informática. 
 
Resultado Obtenido #5.  No se obtuvo evidencia de que los informes presentados por el proveedor 
(Informe de avance al 14 de noviembre 2014, Informe de avance al 29 de mayo de 2015 e Informe de 
avance al 31 de julio de 2015), hayan sido avalados por parte de la Comisión Técnica de Informática. 
Además, estos informes son diferentes a la información solicitada en el cartel de contratación, a saber: 
 
a. Bitácora semanal. 
b. Informes mensuales que incluya métricas Schedule Performance Index (SPI) y Schedule Variance 

(SV). 
c. Informe a finalizar cada módulo. 
d. Informe final del proveedor cuando están al 100% los módulos. 
e. Lista de asistencia de todas las capacitaciones (según correo de inicio y otras). 
f. Minuta de la Comisión Técnica de Informática aprobación de los informes y de todos los módulos. 

 
Adicionalmente, el proveedor no proporcionó evidencia de los reportes citados anteriormente. 

 
Punto 3.8 Garantía Técnica:  “En cuanto a La GARANTÍA TÉCNICA: El Oferente debe ofrecer una 
garantía mínima de un año contra cualquier defecto de funcionamiento (defecto que provoque el mal 
o no funcionamiento de la aplicación y/ o de una funcionalidad en la operación del sistema) de los 
productos ofertados. Se deberá indicar que la garantía empezará a regir a partir de la entrega del 
último de los productos entregados por la empresa, a plena satisfacción del Comité de Tecnologías 
de Información de la Municipalidad.”  De acuerdo con lo establecido en el cartel de contratación, cada 
módulo y submódulo recibido tenía que tener el visto bueno de la Comisión Técnica de Informática de 
la Municipalidad, el cual debía estar respaldado por un acta de aprobación. 

 
Resultado Obtenido #6.  No se obtuvo evidencia a la fecha de este informe, de la aprobación a través 
de un acta por parte de dicha Comisión que evidenciara la aceptación de los siguientes seis módulos: 
Patentes, Recaudación, Gestión de Cobros, Desechos sólidos, limpieza de vías y mantenimiento 
parques, Alcantarillado sanitario y Seguimiento de Trámites; para los módulos restantes (Catastro 
Municipal, Impuesto sobre Bienes inmuebles, Impuesto sobre las Construcciones y Urbanizaciones, 
Desarrollo Urbano, Cualquier otro servicios o impuesto, Tesorería, Contabilidad, Proveeduría, Salud 
Ocupacional, Recursos Humanos, Cementerio, Presupuesto y Acueductos), se presentó un acta de 
aprobación de cada módulo y submódulo por parte del usuario, firmada por la Coordinación de la 
Comisión Técnica de Informática y la Coordinadora de la Unidad de Informática. En el oficio emitido 



por la Coordinadora de la Comisión Técnica de Informática, AMB-VA-M-006-2016 del 27 de marzo de 
2016, indica que la aprobación de los módulos no se dio uno por uno, pero si mediante un informe de 
varios módulos, para proceder con el pago, sin embargo, esta práctica no cumple con lo establecido 
en el cartel, en el Punto 3.8 Garantía Técnica que indica: 

 
“Cada producto entregado a satisfacción del Comité de Tecnologías de Información de la 
Municipalidad, debe ser respaldado por un acta de aprobación, que incluya el nombre de los 
representantes del contratista que entregan y de los miembros del Comité de Tecnologías de 
Información que reciben el producto, fecha y hora de recepción, descripción del producto entregado 
y los componentes entregados con el producto.”  Por otra parte, es importante indicar que la garantía 
técnica empezaba a regir a partir de la entrega del último de los productos proporcionados por la 
empresa, por lo que de acuerdo con la información proporcionada por la Coordinadora de la Unidad 
de Informática mediante el oficio UIDI-046-2016 del 21 de junio de 2016, la última acta de aceptación 
de módulos (que se tiene evidencia) se emitió el 9 de diciembre del 2015; sin embargo, a octubre de 
2018, existe; 1 módulo y 5 submódulos que según lo indicado por los usuarios expertos, éstos todavía 
no se encuentran concluidos, por tener solicitudes de requerimientos pendientes, y que además, de 
los cuales no se obtuvo evidencia del acta de aceptación de los mismos. 

 
Resultado Obtenido #7.  Las actas de aceptación proporcionadas por la Coordinadora de la Unidad 
de Informática no cumplen con lo establecido en el Punto 3.8 Garantía Técnica, detallado 
anteriormente, debido a que éstas no incluyen el nombre de los representantes del contratista que 
entregan, la hora de recepción, descripción del producto entregado y los componentes entregados con 
el producto, información requerida según el cartel de contratación. 

 
B. Pruebas del sistema (punto 4.1): 
 
En el apartado 4.1 del Cartel denominado “Pruebas del Sistema”, se hace referencia al cumplimiento 
de todas las pruebas al sistema y de la aprobación requerida por parte de la Encargada del proyecto 
y la Comisión Técnica de Informática para cada una de ellas, según lo establecido en éste, para los 
siguientes 10 tipos de pruebas al sistema: 
 
a. Pruebas de Configuración: son las pruebas que abarcan la parametrización del sistema y la prueba 

del ambiente de operación del sistema (equipos, servidores, motor de bases de datos y servidor 
de aplicaciones). 

b. Pruebas Funcionales: para asegurarse que funcionan todos los casos de uso y flujos de trabajo de 
la aplicación.  Estas pruebas incluyen las pruebas de integración de componentes. 

c. Pruebas de Instalación/ Desinstalación: se refiere a las pruebas de instalar y desinstalar los 
productos que componen la aplicación, incluyendo las pruebas de las Guías de Instalación 
construidas por el oferente.  

d. Pruebas de Seguridad: son las pruebas que abarcan y garantizan que la aplicación será construida 
con los más altos niveles de seguridad necesarios, y tomando en cuenta las normas de seguridad 
establecidas en ISO/IEC 27002; en cuanto a acceso, encriptación y tránsito de la información sobre 
la red.  

e. Pruebas de Desempeño: las que se realizaron analizando el Tiempo de Respuesta que transcurre 
entre la solicitud de un usuario al sistema y la respuesta de este último, Throughput (tasa a la cual 



el sistema puede atender las peticiones) y Capacidad (máxima cantidad de trabajo útil que se 
puede realizar por unidad de tiempo). 

f. Pruebas de Estrés (Concurrencia): probar y asegurar el tiempo de respuesta de la aplicación 
durante los picos de uso.  

g. Pruebas de Volumen: probará el tiempo de respuesta cuando aumenta el número de usuarios 
concurrentes. Se deben de realizar al menos 2 pruebas con un rango de usuarios concurrentes a 
partir de 25 en adelante, con incrementos de 10 usuarios y hasta 100 usuarios concurrentes. 

h. Pruebas de Facilidad de Uso: probará su producto y proporcionará comentarios valiosos sobre su 
facilidad de uso y eficiencia. 

i. Verificación de estándares: todos los productos desarrollados deben cumplir los estándares que se 
delimiten por la Municipalidad mencionados en este cartel. Adicionalmente se debe probar todos 
los requerimientos definidos en las especificaciones suplementarias. 

j. Pruebas de Plataforma Técnica: el sistema debe estar en capacidad de ejecutarse en un servidor 
de aplicaciones utilizando los navegadores de Internet siguientes: Internet Explorer de Microsoft, 
versión 8.0 o superior, Firefox de Mozilla versión 3.6 o superior, bajo el Sistema Operativo con el 
servidor de Aplicaciones Oracle 11g o superior y el Motor de Base de Datos Oracle 11g o superior.  

 
Resultado Obtenido #8.  No se obtuvo evidencia de la aprobación de cada una de las pruebas al 
sistema por parte de la Comisión Técnica de Informática y de la ubicación de los centros pilotos para 
realizar las mismas, designados por ella (según lo establecido en el cartel de contratación); tampoco, 
en caso de la aceptación de algún cambio, no se obtuvo evidencia de la documentación que lo soportó.  
Al respecto la Coordinadora de la Comisión Técnica de Informática, indica que no se recuerda de la 
aprobación de pruebas al sistema por parte de esa Comisión, debido a sus limitaciones en la materia 
y que esta función fue delegada a la Coordinadora de la Unidad de Informática.  No obstante, esta 
Auditoría no obtuvo evidencia de que la Comisión de Informática, realizara las gestiones necesarias 
para garantizar el cumplimiento de las diferentes pruebas al sistema según lo establecido en el cartel 
de contratación. 
 
C. Paralelos del sistema (punto 4.12): 
 
En el punto 4.12 del aparte del Cartel denominado “Pruebas del Sistema” se establece que al final de 
la fase de construcción se debió considerar un período de pruebas (como mínimo un mes de paralelo), 
cuyos resultados debieron ser aprobados por la Comisión Técnica de Informática. 
 
Resultado Obtenido #9.  Sobre lo establecido respecto a las Pruebas del Sistema la Coordinadora de 
la Comisión Técnica de Informática, indica que se realizaron sesiones de trabajo entre el proveedor y 
los usuarios expertos; sin embargo, no se aportó evidencia del aval por parte de la Comisión Técnica 
de Informática que respaldara la aprobación dada por el encargado del proyecto sobre el paralelo de 
cada uno de los módulos.  Tampoco, se obtuvo evidencia de las pruebas realizadas en paralelo y del 
tiempo destinado para las mismas de los 12 módulos y 12 submódulos contratados y de los resultados 
de éstos. 

 
D. Plan de capacitación (punto 5.1): 
 



De acuerdo con el punto 5.1. del cartel de contratación, se requería la participación de la Comisión 
Técnica de Informática en decisiones relacionadas con el Plan de Capacitación desarrollado por la 
empresa proveedora, tales como decisiones sobre la capacitación de los usuarios expertos.  “El 
Oferente debe presentar un Plan de Capacitación que garantice un adecuado manejo de la solución 
por parte del personal de La Municipalidad. Dicho plan deberá considerar la capacitación de al menos 
cinco usuarios expertos por módulo, en algunos casos podría ser que las mismas personas reciban 
capacitación en 2 o más módulos. Así mismo, dicho plan podrá considerar capacitaciones simultáneas 
de forma tal que el tiempo dedicado a capacitación podrá acortarse de manera proporcional a los 
recursos que sean asignados a esta labor, siempre y cuando las personas que lo requieran no deban 
asistir a más de un curso a la vez.” 

 
Mediante correo electrónico del 28 de enero del 2014, tanto la Coordinadora de la Unidad de 
Informática como de la Comisión Técnica de Informática, comunican al personal usuario del sistema, 
un calendario de sesiones de trabajo, que consta de tres días para cada módulo (4 horas por día). 
Dicho calendario fue aprobado por esa Comisión y la Alcaldía. 

 
Resultado Obtenido #10.  Sin embargo, no se obtuvo evidencia de la aprobación por parte de la 
Comisión de un Plan de capacitación formal para todo el proyecto que incluyera lo que establece el 
cartel de contratación, así: 
 
a. Capacitación de al menos 5 usuarios expertos por módulo. 
 
b. Capacitaciones simultáneas de forma tal que el tiempo dedicado a capacitación podrá acortarse 

de manera proporcional a los recursos que sean asignados a esta labor, siempre y cuando las 
personas que lo requerían no debían asistir a más de un curso a la vez. 

 
Tampoco se obtuvo acceso a todas las listas de asistencia de cada uno de los participantes, horas 
recibidas, fechas y de los módulos adquiridos, relacionado con la capacitación de parte de la 
empresa Decsa Costa Rica, S.A. 
 
E. Características mínimas requeridas (punto 3.2.24): 
 
Según lo indicado en el cartel de contratación, en el punto 3.2.24 denominado “Características 
Técnicas Mínimas Requeridas”, la Comisión Técnica de Informática debió recibir y aprobar los 
artefactos (en papel y digital), como parte del levantamiento de los requerimientos de las fases de 
concepción, elaboración, construcción y transición del proyecto, lo siguiente: 
 
1. Casos de uso diagramados y desarrollados. 
2. Diagramas de Secuencia. 
3. Diagramas de Clases. 
4. Diagramas de Componentes. 
5. Diagramas de Puesta en Marcha.  
6. Modelo Relacional de la base de datos, junto con su respectivo diccionario de datos, aprobado por 

el MDI (Interfaz de múltiples documentos). 
 



Resultado Obtenido #11.  La Comisión Técnica de Informática no proporcionó cada uno de los 
diagramas indicados anteriormente, ni tampoco se obtuvo evidencia de la aprobación por dicha 
Comisión, de forma digital y física de los siguientes artefactos: Casos de uso diagramados y 
desarrollados, Diagramas de Secuencia, Diagramas de Clases, Diagramas de Componentes, 
Diagramas de Puesta en Marcha, Modelo Relacional de la base de datos, junto con su respectivo 
diccionario de datos, aprobado por el MDI (Interfaz de múltiples documentos); solamente se facilitó el 
diccionario de datos y tablas y ventanas del sistema.  
 
F. Informes (punto 3.2.25): 
 
De acuerdo con lo indicado en el cartel, se requería la recepción de informes semanales y mensuales, 
tal como se estipuló en el punto 3.2.25 de las Especificaciones Técnicas y Funcionalidades Básicas; 
así:  “Debe entregarse: informe escrito del avance (bitácora por semana), un informe mensual que 
incluya como mínimo las medidas de tiempo tales como Shedule Variance (SV), un informe escrito 
con la entrega de cada producto o módulo finalizado y un informe escrito al finalizar el proyecto (estos 
informes se deben ajustar a las plantillas y estándares establecidos por la Municipalidad incluidos en 
este cartel. Estos informes de avance deben ser entregados al Comité de Tecnologías de Información, 
deberán incluir los ajustes o modificaciones solicitados por la Administración en apego a la realidad 
del proyecto (el miembro encargado de esta labor será definido una vez realizado el proceso de 
adjudicación), adicionalmente el Comité de Tecnologías de Información de la Municipalidad podrá 
verificar en cualquier momento el contenido de los informes entregados.” 
 
La Coordinadora de la Comisión Técnica de Informática, menciona sobre la información arriba 
requerida en el cartel, no fue posible obtener evidencia para su análisis, ya que la Comisión Técnica 
de Informática, según lo indicado en el citado oficio, no recibió bitácora semanal, informes mensuales 
que incluya métricas SPI y SV, informe al finalizar cada módulo, informe final del proveedor cuando 
están al 100% los módulos, lista de asistencia de todas las capacitaciones (según correo de inicio y 
otras) y minuta de la Comisión Técnica de Informática de aprobación de los informes y de los módulos, 
pero si se aprobaron informes de módulos. 
 
Resultado Obtenido #12.  No se obtuvo evidencia de cada uno de los informes requeridos en el punto 
antes descritos, como lo son: informe escrito del avance (bitácora por semana), un informe mensual 
que incluya como mínimo las medidas de tiempo tales como Shedule Variance (SV), un informe escrito 
con la entrega de cada producto o módulo finalizado y un informe escrito al finalizar el proyecto.  

 
G. Entregables (punto 3.3): 
 
De acuerdo con lo indicado por el cartel, la Comisión Técnica de Informática, debió recibir de parte de 
la empresa DECSA, los productos, que se mencionan en el punto 3.3 “Entregables” de las 
Especificaciones Técnicas y Funcionalidades Básicas del cartel, para su aprobación, los cuales 
corresponde a: 

 
a. Administración del Proyecto 
 

 Plan de Desarrollo de Software  



 Plan de Iteraciones 
 Lista de Riesgos  
 Minutas y Reportes de Avance Semanal  
 Informes de Avance Mensual 

 
b. Modelaje del Negocio 
 

 Especificación de Casos de Uso  
 Documento de Visión  
 Glosario del Negocio 
 Catálogo de Actores 

 
c. Requerimientos 
 

 Especificaciones Suplementarias 
 Modelo de Casos de Uso 

 
d. Análisis y Diseño 
 

 Documento de Arquitectura de Software 
 Modelo de Análisis 
 Modelo de Diseño 
 Modelo de Producción 
 Modelo de Base de Datos 
 Diccionario de Datos 

 
e. Pruebas 
 

 Plan de Pruebas 
 Casos de Prueba 
 Realización de las pruebas indicadas en el cartel 
 Plan del Paralelo 
 Informe del resultado de las pruebas 
 Unitarias para cada uno de los tipos definidos en el cartel e Informe con aprobación de los usuarios. 

 
f. Ambiente 
 

 Guías de Programación 
 Guías de diseño 
 Guías de Interfaz de Usuario 

 
g. Configuración y Administración de Cambios 
 



 Plan para Administración de Cambios 
 

h. Generación de Código 
 
i. Implantación 
 

 Instalar en el Centro piloto. 
 Informe de resultados del proceso de implantación. 
 Plan e informes de la capacitación. 
 Manuales de Instalación. 
 Manual de Usuario. 
 Instaladores Completos de la aplicación y la base de datos. 
 Plan de Puesta en Marcha. 

 
j. Capacitación 
 

 Manuales de Capacitación. 
 Capacitación impartida a satisfacción de la Municipalidad haciendo uso de los Instrumentos de 

evaluación facilitados por la Institución. 
 

Resultado Obtenido #13.  Sin embargo, la Auditoría no obtuvo evidencia de la revisión y aprobación 
de cada uno de los siguientes 10 entregables del proyecto, por parte de la Comisión, tal como se 
menciona a continuación:  En el oficio AMB-VA-M-006-2016 del 27 de marzo de 2016, emitido por la 
Coordinadora de la Comisión Técnica de Informática, indica que no se realizó una reunión para 
aprobar los requerimientos por parte de la Comisión; en su lugar, si se trataba de mejoras contenidas 
en el cartel, se aceptaba por la Coordinadora de la Unidad de Informática.  Sin embargo, no se obtuvo 
evidencia de Control de cambios para ello. 

 
H. Punto 3.5 Levantamiento y validación de Requerimientos: 
 
Adicionalmente, dicha Comisión debió otorgar su aprobación técnica a los requerimientos del sistema 
que fueron levantados por la empresa DECSA, de conformidad con lo presentado en el punto 3.5 
denominado “Levantamiento y validación de Requerimientos” de las Especificaciones Técnicas y 
Funcionalidades Básicas del cartel. 
 
Resultado Obtenido #14.  Sin embargo, la Auditoría no obtuvo evidencia de la aprobación técnica a 
los requerimientos del Sistema Integral de Gestión Municipal, por parte de la Comisión tal como lo 
establece el cartel de contratación, por lo que se incumple con lo que indica éste.  Adicionalmente, no 
se obtuvo evidencia de un análisis o solicitud de soporte externo que le diera soporte en las funciones 
y rol asignado en el cartel de contratación a la Comisión, pues debía aprobar los requerimientos de 
los usuarios expertos, pruebas y paralelos de los módulos y submódulos, informes y entregables, entre 
otros, que por su naturaleza, demandaban del apoyo de asesoría técnica, que le permitiera tener una 
gestión adecuada en el proceso de implementación del SIGM. 

 



III. MINUTAS DE LA COMISON TECNICA DE INFORMATICA  
 
Al revisar las minutas de la Comisión Técnica de Informática, se identificó 20 de ellas, de las reuniones 
realizadas por la misma entre los años 2013 al 2017, tal como se detalla: 

 
Cuadro No.1 

Minutas de la Comisión Técnica de Informática 
Para los años 2013 al 2017 

 
Año No. 

Minuta 
Fecha Reuniones 

por 
periodo 

 
Tema 

Observación  

2013 01-2013 01/03/2013  
 
 
 
 
 

4 

Revisión y aprobación del 
cartel de contratación del 
sistema integral de 
gestión. No se aceptan 
consorcios como 
oferentes. 

 -- 

2013 02-2013 25/04/2013 Se continúa con la 
revisión y aprobación del 
cartel de contratación del 
sistema integral de 
gestión (minuta 01-2013). 
(1) 

Minuta sin firmas de los 
integrantes de la 
Comisión Técnica de 
Informática.  

2013 04-2013 27/06/2013 Propuesta de software de 
la empresa Propiedad 
Segura. (1) 

Minuta sin firmas de los 
integrantes de la 
Comisión Técnica de 
Informática. 

2013 05-2013 24/07/2013 Proyectos pendientes de 
desarrollar durante el 
2013. (1) 

Minuta sin firmas de los 
integrantes de la 
Comisión Técnica de 
Informática.  
No se tiene evidencia de 
que se realizaran más 
reuniones en el año. 

2014 01-2014 23/01/2014  
 
 

3 

Pago de facturas 
No.4300 del proveedor 
Decsa de Costa Rica, 
S.A. por ¢20.400.000. 

Ver el detalle del pago en 
el cuadro No.17. 

2014 05-2014 09/10/2014 Pago de facturas 
No.4420 y No.4421 del 
proveedor Decsa de 
Costa Rica, S.A. por 

Faltan las minutas de 2 a 
4. 
Minuta sin firmas de los 
integrantes de la 



Año No. 
Minuta 

Fecha Reuniones 
por 

periodo 

 
Tema 

Observación  

¢35.000.000. Comisión Técnica de 
Informática. 
Ver el detalle del pago en 
el cuadro No.17. 

2014 06-2014 27/11/2014 Pago de facturas 
No.4438 del proveedor 
Decsa de Costa Rica, 
S.A. por ¢21.600.000. 

Minuta sin firmas de los 
integrantes de la 
Comisión Técnica de 
Informática. 
Ver el detalle del pago en 
el cuadro No.17. 

2015 01-2015 26/02/2015 1 Presentación de Informe 
de labores Staff 
Informática 2014, reforma 
de Reglamento para el 
uso de tecnologías de 
información y aprobación 
de recursos para 
informática. (1) 

No se tiene evidencia de 
que se realizaran más 
reuniones en el año.   

2016 01-2016 30/11/2016 1 Pase de la información 
del pendiente del sistema 
Acuario a SIGM (21 
meses después de la 
anterior reunión, a pesar 
de que se encontraban 
en el proceso de 
implementación). 

Los integrantes de la 
Comisión Técnica de 
Informática a esa fecha 
eran: Vicealcaldesa 
(Coordinadora), 
Representante del 
Concejo Municipal, 
Director Área 
Administrativa Financiera, 
Director Área Técnica 
Operativa, Director Área 
de Servicios Públicos, 
Directora Área de 
Desarrollo Social, 
Director Jurídico, 
Coordinador Unidad de 
Planificación y 
Coordinadora de la 
Unidad de Informática. 
No se tiene evidencia de 
que se realizaran más 



Año No. 
Minuta 

Fecha Reuniones 
por 

periodo 

 
Tema 

Observación  

reuniones en el año. 

2017 01-2017 23/01/2017  
 
 
 
 
 
 
 
 

11 
 

  

Inconsistencias que ha 
detectados por los 
usuarios internos y 
externos de la información 
en el proceso de cambio 
de la plataforma 
informática, con la puesta 
en producción del sistema. 

--  

2017 02-2017 26/01/2017 Inconsistencias el Sistema 
Integral Gestión Municipal 
de Belén y temas varios. 

Minuta sin firmas de los 
integrantes de la 
Comisión Técnica de 
Informática. 

2017 03-2017 02/03/2017 Análisis por área de las 
necesidades pendientes 
del Sistema Integral de 
Gestión Municipal, 
explicación de la 
generación de cobros y 
permisos para accesos, 
valorar la capacitación en 
el uso del sistema. 

-- 

2017 04-2017 14/03/2017 Propuesta de Solución 
Parcial para el Sistema 
Integral de Gestión 
Municipal. 

Minuta sin firmas de los 
integrantes de la Comisión 
Técnica de Informática. 

2017 05-2017 05/04/2017 A nivel del Sistema 
Integral de Gestión 
Municipal: Sustitución de 
hidrómetros y 
recaudadores.  

Minuta sin firmas de los 
integrantes de la Comisión 
Técnica de Informática. 

2017 06-2017 03/05/2017 Seguimiento a las minutas 
No.3-2017 y No.5-2017. 

Minuta sin firmas de los 
integrantes de la Comisión 
Técnica de Informática. 



Año No. 
Minuta 

Fecha Reuniones 
por 

periodo 

 
Tema 

Observación  

2017 07-2017 22/06/2017 Reunión con la 
Coordinación de la 
Comisión Técnica de 
Informática, Auditoría 
Interna y Deloitte & 
Touche, S.A. (1) 
 
 

-- 

2017 08-2017 07/07/2017 Se analiza las consultas 
de los usuarios externos 
en los pagos de los 
servicios. 

-- 

2017 09-2017 09/08/2017 Migración de datos, 
Proyecto FONATEL y 
propuesta para el pago de 
hidrómetros. 

No se indica en la minuta 
lo relacionado con la 
propuesta para el pago de 
hidrómetros y si se tomó 
un acuerdo sobre ello. 

2017 10-2017 04/10/2017 Cobro de hidrómetros, 
consulta recuento de 
fincas y Reglamento del 
Comité Técnico de 
Informática. 

-- 

2017 11-2017 14/12/2017 Pago de hidrómetros y 
revisión y toma de 
acuerdos sobre 
documentos de Deloitte & 
Touche, S.A. respecto el 
informe de 
vulnerabilidades internas y 
externas.  

-- 

 

Fuente: Elaboración propia, basándose de las minutas de la Comisión Técnica de Informática, del 
2013 al 2017; proporcionadas por la Coordinadora de dicha comisión. 
(1) Reuniones en las que no se tratan temas relacionados con el sistema Decsa (5 reuniones). 
 
Resultado Obtenido #15.  Al revisar las minutas de la Comisión Técnica de Informática, se determinó 
lo siguiente: 
 



1. De un total de 20 minutas proporcionadas por la Coordinadora de la Comisión Técnica de 
informática, 9 no tienen firmas de los participantes de ellas (tres minutas corresponden al 2013, 
dos al 2014 y cuatro al 2017). 

 
2. De acuerdo con el consecutivo de las minutas, no se obtuvo evidencia de la minuta No.3 del 2013; 

ni tampoco que después del 24 de julio de 2013, se realizaran más reuniones de la Comisión 
Técnica de Informática. 

 
3. Para el 2014, no se obtuvo evidencia de las minutas de No.2, No.3 y No.4. Sólo se nos proporcionó 

la minuta No.1, No.5 y No.6 de la Comisión Técnica de Informática para el 2014, que correspondían 
a pagos a Decsa Costa Rica, S.A. 
 

Adicionalmente, no se obtuvo evidencia, del seguimiento realizado por parte de la Comisión al proceso 
de implementación del Sistema Integral de Gestión Municipal, a pesar de que en ese año se 
desembolsó el 75% (¢77.000.000) del costo del sistema. 

 
4. Para el 2015, sólo  se tuvo evidencia de una minuta del 26 de febrero de 2015, y el tema tratado 

en ella no tiene relación con la implementación del sistema, aún cuando, de acuerdo con la fecha 
de aceptación de los módulos por parte de los usuarios responsables de los mismos (ver Cuadro 
No.2), en el año 2015 se dan por aceptados 6 módulos y 6 submódulos; sin embargo, la Comisión 
Técnica de Informática únicamente se reunión una vez durante ese periodo, ya que no se obtuvo 
evidencia de que se realizaran más reuniones en el año. 
 

Es importante indicar, que el 10 de diciembre del 2015 se efectúo el último pago por el Sistema Integral 
de Gestión Municipal; sin embargo, no se obtuvo evidencia del análisis realizado por parte de la 
Comisión sobre el cumplimiento de todos los aspectos del cartel de contratación y de la aprobación 
de dicho desembolso para concluir con el proyecto. La aprobación del pago se dio a través del oficio 
INFO-MB-04-2015 del 10 de noviembre de 2015, remitido por la Coordinadora de la Comisión Técnica 
de Informática al Director del Área Administrativa Financiera. 

 
5. Para el 2016, se obtuvo evidencia de sólo de la minuta No.1 de la reunión realizada por la Comisión, 

el 30 de noviembre de 2016 (1 año y 9 meses después de la última reunión en el 2015), por lo que 
es importante indicar que durante el fin de año 2016, se llevó a cabo el proceso de integración 
(salida a producción) al nuevo Sistema Integrado de Gestión Municipal (según correo electrónico 
del 1° de enero de 2017, emitido por la Coordinadora de la Unidad de Informática); sin embargo, 
la Comisión Técnica de Informática sólo se reunió una vez en todo el 2016, en noviembre en ese 
año. En esta reunión participaron todos los integrantes con la excepción del Director Jurídico y la 
Dirección del Área Técnica Operativa. 
 

Por lo anterior, no se obtuvo evidencia del total de minutas de la Comisión Técnica de Informática 
durante cada año, por lo que se carece de información sobre los temas tratados en ellas y los acuerdos 
que se tomaron en relación con el proceso de implementación, lo cual dificulta dar seguimiento al 
cumplimiento de los compromisos asumidos por ésta, lo que representa una limitación en el trabajo 
de la Auditoría.  Además, de las minutas proporcionadas por la Comisión, no se obtuvo evidencia de 
que ésta realizara el seguimiento correspondiente a lo establecido en el cartel sobre el desarrollo del 



proyecto, tal como se muestra en los periodos 2015 y 2016, donde solo una reunión se realizó por 
año, por lo que es importante acotar que en esos periodos se encontraba en pleno proceso de 
implementación del Sistema Integral de Gestión Municipal, donde la Comisión tenía un rol 
preponderante, tanto por las funciones propias de una comisión de informática, como por las 
asignadas en el cartel de contratación para el proyecto de implementación.  

 
Adicionalmente, no se obtuvo evidencia por medio de minutas de reunión, que la Comisión solicitara 
asesoría técnica externa para asumir el rol y las funciones definidas en la contracción en caso de 
requerirlo. 

 
IV. DESEMBOLSOS AL PROVEEDOR   

 
De acuerdo con el contrato de “Adquisición de un Sistema Integral de Gestión Municipal (SIGM)”, 
Licitación Abreviada 2013LA-000004-01, firmado el 12 de diciembre del 2013, el precio total fue de 
¢102.000.000, por la implementación de 12 módulos y 12 submódulos.  De acuerdo con lo establecido 
en el cartel de contratación, cada módulo y submódulo recibido tenía que tener el visto bueno de 
recibido a satisfacción de la Comisión Técnica de Informática de la Municipalidad, el cual debía estar 
respaldado por un acta de aprobación; además, para realizar el pago la Comisión evidencia su 
aprobación en las minutas de reunión. 

 
Pagos establecidos según el cartel 

 
A) Etapa I: En esta etapa se consideraba la atención de 4 módulos y 11 submódulos, por un total a 

desembolsar de ¢51.000.000, los cuales fueron pagados el 20 de noviembre de 2014 y 12 de 
diciembre de 2015. A continuación, se detallan los módulos y submódulos que se incluyen en esta 
etapa: 

 
Cuadro No.1 

Desembolsos pagados por los módulos y submódulos del Sistema Integral de Gestión 
Etapa I 

 
# Módulo o Submódulo Monto 
1 Módulo Seguimiento de Trámites (1, 5) ¢5.100.000 
2 Módulo de Administración Tributaria, que incluye: 

a Submódulo Impuesto sobre Bienes Inmuebles (1) 
b Submódulo Patentes (1, 5) 
c Submódulo Impuesto sobre las Construcciones y Urbanizaciones 
d Submódulo de Desarrollo Urbano (1) 
e Submódulo Recaudación (5) 
f Submódulo Gestión de Cobro (1, 4, 5) 

15.300.000 

3 Módulo Catastro Municipal (1) 10.200.000 
4 Módulo Administración de Servicios, que incluye: 

a Submódulo Cementerio 
b Submódulo Acueducto (1) 
c Submódulo Desechos Sólidos, Limpieza de Vías, Mantenimiento de Parques (2, 

5) 

10.200.000 



d Submódulo Cualquier Otro Servicio o Impuesto (1) 
e Submódulo de Alcantarillado Sanitario (3, 5) 

 Subtotal 40.800.000 
 Más: Licencia e instalación del producto 10.200.000 
 Total de Etapa I ¢51.000.000 

 

Fuente: Elaboración propia de la Auditoría Interna, Municipalidad de Belén, con información incluida 
en la oferta de servicios de Decsa Costa Rica, S.A. 
(1) Módulo o submódulo no concluido, ya que existen requerimientos pendientes de atender (ver 
detalle en el Informe INF-AI-04-2018). 
(2) Para el Submódulo Desechos Sólidos, Limpieza de Vías, Mantenimiento de Parques, no existía un 
responsable de los procesos de actualización y generación para el cobro de los servicios; esto se 
realizó hasta el 24 de agosto de 2018 (20 meses después de la salida a producción), lo cual ha incidido 
en que la gestión para solución de inconsistencias no haya sido eficiente y eficaz.  
(3) El Submódulo de Alcantarillado Sanitario que de acuerdo con el contrato se encontraba en un nivel 
de producción del 80.74%; sin embargo, el usuario experto indicó que el mismo no ha sido 
implementado, aun cuando este se pagó por el 12 de diciembre de 2015. 
(4) Submódulo está en un nivel de implementación del 85%, debido a que se mantienen los siguientes 
requerimientos pendientes de atender para completar el 100% del desarrollo de éste. 
(5) No se obtuvo evidencia del acta de aceptación del módulo y submódulo. 

 
B) Etapa II: Incluye los siguientes Módulos y Submódulos: 

 
En la Etapa II se consideraba la atención de 4 módulos y 1 submódulo, realizándose 3 desembolsos 
el 20 de noviembre, 23 de diciembre de 2014 y 10 de diciembre de 2015, por un total de ¢30.600.000, 
como se detalla a continuación: 

 
Cuadro No.2 

Desembolsos por los módulos y submódulos del Sistema Integral de Gestión  
Etapa II 

 

# Módulo o Submódulo Monto 

1 Módulo de Presupuesto (1) ¢5.100.000 
2 Módulo de Contabilidad (1) 10.200.000 
3 Módulo de Recursos Humanos (2) 

a Submódulo Salud Ocupacional (3) 
10.200.000 

4 Módulo de Tesorería (1) 5.100.000 
 Total de Etapa II ¢30.600.000 

Fuente: Elaboración propia de la Auditoría Interna, Municipalidad de Belén, con información incluida 
en la oferta de servicios de Decsa Costa Rica, S.A. 

 



(1) Módulo o submódulo no concluido, ya que existen requerimientos pendientes de atender (ver 
detalle en el Informe INF-AI-04-2018). 
(2) Según el acta de aceptación de éste se indica que existen requerimientos pendientes de desarrollar 
como es el caso de Administración de Salarios- proyecciones, Clasificación y valoración de puestos, 
reclutamiento y selección de personal, capacitación de personal, Registro y Control, incluidos en el 
cartel de contratación, los cuales a la fecha de la revisión continúan sin atender. 
(3) Las actividades de este submódulo están muy dirigidas a la atención médica; sin embargo, la 
Municipalidad no cuenta con un consultorio médico, por lo que el objetivo de este Submódulo no se 
cumple, ni se ajusta a la realidad de la institución. 

 
C) Etapa III: Incluye los siguientes Módulos y Submódulos: 

 
La Etapa III consideró atención de 3 módulos, desembolsándose en diciembre de 2015 un total de 
¢20.400.000, como se detalla a continuación: 

 
Cuadro No.3 

Monto a pagar por los módulos y submódulos del Sistema Integral de Gestión Municipal 
Etapa III 

 

# Módulo o Submódulo Monto 

1 Módulo de Proveeduría (1) ¢10.200.000 
2 Módulo de Auditoría (2) 5.100.000 
3 Módulo de Reportes Gerenciales 5.100.000 
 Total de Etapa III ¢20.400.000 
   
 Total Etapa II y III ¢51.000.000 

Fuente: Elaboración propia de la Auditoría Interna, Municipalidad de Belén, con información incluida 
en la oferta de servicios de Decsa Costa Rica, S.A. 

 
(1) Módulo no concluido, ya que existen requerimientos pendientes de atender (ver detalle en el 
Informe INF-AI-04-2018). 
(2) Módulo que a la fecha no se ha concluido su implementación. 

 
El pago total de la Etapa II y III, es de ¢51.000.000, según el contrato; es decir, el otro 50% del precio 
final.  De acuerdo con el Contrato de servicios para la Adquisición de un Sistema Integral de Gestión 
Municipal (SIGM), cláusula tercera, el pago debía realizarse por etapas de entrega y aceptación, 
conforme a los avances porcentuales; sin embargo, al no contar con evidencia de la capacitación y 
pruebas del sistema (5%) y entrega del sistema (35%), no se cumplía con lo indicado anteriormente, 
por lo que no procedía realizar el desembolso por la totalidad de cada una de las etapas.  
Adicionalmente, según los montos establecidos en el Contrato de Servicios se indica que, por concepto 
de Licencia e instalación del producto, correspondía un monto de ¢10.200.000; sin embargo, este 
mismo contrato indica que por ese concepto un 15% del costo por módulo, lo cual genera una 
diferencia de más de ¢5.100.000. Lo anterior, es producto de que existe inconsistencia entre el monto 



indicado en la oferta económica para la instalación y el porcentaje de pago por avance según la oferta 
de servicios (15%). 

 
Por otra parte, de acuerdo con lo establecido en el cartel de contratación, se define como el plazo 
máximo de recepción aceptable de la solución de todas las etapas en 18 meses (punto 4.1), o sea, en 
junio de 2015; sin embargo, su salida a producción fue en enero del 2017 (año y seis meses después 
de la fecha definida en dicho cartel), de lo cual esta Auditoría no obtuvo evidencia suficiente y 
competente de la aprobación de la modificación en el plan de trabajo y la aceptación de éste por parte 
de la encargada del proyecto y de la contratación y que a su vez fuera del conocimiento de la Comisión 
Técnica de Informática,  quien se incluyó para determinados niveles de aprobación dentro del cartel ni 
tampoco se observó un control de cambios que los sustentara las variaciones al cartel.  Asimismo, el 
último pago se realizó el 10 de diciembre del 2015 (factura No.4573 del 23 de octubre del 2015), es 
decir 2 años antes de salir a producción el sistema, tal como se comunicó a la Administración por parte 
de la Encargada del Proyecto y de la ejecución del contrato, mediante correo electrónico del 2 de 
enero de 2017. 

 
Los pagos al proveedor se cometieron diferente a lo establecido en el cartel de contratación y en el 
contrato, debido a que no se encuentra de acuerdo con los porcentajes y montos establecidos en la 
oferta de servicios del proveedor.  De acuerdo con la revisión efectuada, se realizó el pago a la 
empresa Decsa Costa Rica, S.A. por el monto total ofertado; sin embargo, no se formalizaron de 
acuerdo con los montos y porcentajes de avance establecidos en el cartel y el contrato formalizado 
con ésta; además, se dio la liquidación final de estos  (10 de diciembre de 2015) sin haber concluido 
la implementación de todos los módulos y submódulos, ya que año y nueve meses después existen 
algunos de ellos sin finalizar, como se ha mencionado anteriormente.  Al 26 de octubre de 2018, 
existen requerimientos pendientes de atender (identificados por esta auditoria aproximadamente 80) 
en los módulos y submódulos originados inclusos desde octubre de 2015. 

 
Resultado Obtenido #16.  De acuerdo con la revisión efectuada sobre los desembolsos al proveedor, 
se determinó lo siguiente: 

 
a. No se tiene evidencia del mecanismo o justificación utilizado para definir los montos pagados de 

cada módulo, los cuales no coinciden con los montos y porcentajes de avance establecidos en el 
cartel y el contrato formalizado con Decsa Costa Rica, S.A.  

 
b. Además, se realizó la liquidación final (10 de diciembre de 2015) sin haber concluido la 

implementación de todos los módulos y submódulos, ya que año y diez meses después existen 
algunos de ellos sin finalizar. 

 
c. De acuerdo con las buenas prácticas, en la materia de la Administración de Proyecto, al 

administrador del proyecto, en este caso a la Comisión Técnica de Informática, le correspondía dar 
seguimiento a: las revisiones y aprobaciones de los desembolsos al proveedor, lo cual permitía 
asegurar que los plazos de pago definidos dentro del contrato se cumplieran y que los desembolsos 
correspondieran con los avances, según lo establecido en él. 

 



d. Asimismo, es importante indicar que, de estos desembolsos realizados, no se obtuvo la evidencia 
suficiente y competente que demuestre que se cumplió con lo establecido en el cartel de 
contratación, como se detalla:  

 
 La aprobación a través de un acta, por parte de la Comisión Técnica de Informática que evidenciara 

la aceptación de los siguientes seis módulos: Patentes, Recaudación, Gestión de Cobros, 
Desechos sólidos, limpieza de vías y mantenimiento parques, Alcantarillado sanitario y 
Seguimiento de Trámites.  

 
 Las pruebas realizadas a los módulos y submódulos y del resultado de estas, con su respectiva 

aprobación. 
 
 Capacitaciones a los usuarios expertos de los módulos y submódulo, y la evaluación de éstas, 

realizada por cada uno de ellos. 
 
 Informes requeridos, tales como: Bitácora semanal, Informes mensuales que incluya métricas 

Schedule Performance Index (SPI) y Schedule Variance (SV), Informe a finalizar cada módulo, 
Informe final del proveedor cuando están al 100% los módulos y Listas de asistencia de todas las 
capacitaciones. 

 
 Los 10 entregables establecidos en el punto 3.3., tales como: Plan de Desarrollo de Software, Plan 

de Iteraciones, Lista de Riesgos, Minutas y Reportes de Avance Semanal, Informes de Avance 
Mensual, Modelaje del Negocio, Requerimientos, Análisis y Diseño, Pruebas, Guías de 
Programación, de diseño y de Interfaz de usuario, Plan para Administración de Cambios, entre 
otros. 

 
 Acta de cierre del proyecto y finiquito del contrato, que justificara la cancelación total del sistema, 

realizada en diciembre de 2015. 
 

e. Según lo indicado en el informe de Auditoría INF-AI-04-2018 Estudio sobre la Implementación del 
Sistema Integral de Gestión Municipal, Municipalidad de Belén (Segunda Parte), del 26 de octubre 
de 2018, de acuerdo con la percepción de los usuarios expertos, el sistema no está finalizado en 
su totalidad, ya que existen requerimientos pendientes de atender en los módulos y submódulos, 
posterior a su salida a producción; sin embargo, la Comisión Técnica de Informática aprobó la 
cancelación en su totalidad del sistema desde diciembre de 2015. 

 
f. De acuerdo con la revisión efectuada sobre las cláusulas establecidas en el cartel de contratación, 

se determinó que existen módulos y submódulos que todavía no cumplen en su totalidad con 
aspectos generales establecidos en éste, tal como: Submódulo de Alcantarillado Sanitario, 
Submódulo de Salud Ocupacional y Módulo de Auditoría y sin embargo los desembolsos al 
proveedor ya fueron realizados. 
 

g. En relación con el control y seguimiento de los desembolsos efectuados al proveedor por el proceso 
de implementación del SIGM, no se ajustaron a lo definido contractualmente, ya que no se 



realizaron conforme a los montos y porcentajes de avance de cada uno de los módulos y 
submódulos señalados en el cartel; además, que se canceló en su totalidad, sin haber concluido al 
100% la implantación de éstos, ya que todavía existen requerimientos pendientes de atender, lo 
cual está en contraposición de las buenas prácticas, en la materia de la Administración de Proyecto 
(Guía del PMBOK) y principalmente con lo establecido en el Reglamento a la Ley de Contratación 
Administrativa, las Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información 
emitido por la Contraloría General de la República, las Normas de Control Interno para el Sector 
Público, Capítulo V Normas sobre sistemas de información, la Ley General de Control Interno en 
su artículo 15, así como en la administración de los recursos de la Hacienda Pública. 
 

V. CONCLUSIONES 
 

De acuerdo con la revisión efectuada se concluye lo siguiente: 
 

1. La Comisión Técnica de Informática constituye un órgano asesor en las decisiones sobre asuntos 
estratégicos de tecnologías de información, que coadyuve a mantener la concordancia con la 
estrategia institucional, a establecer las prioridades de los proyectos de TI, a lograr un equilibrio 
en la asignación de recursos y a la adecuada atención de los requerimientos de todas las 
unidades de la organización, conforme con las Normas técnicas para la gestión y el control de las 
Tecnologías de Información.  Sin embargo, dentro del proceso de implementación del SIGM 
(según el cartel de contratación) se le asignó un rol operativo durante el desarrollo del mismo, 
debido que se le atribuyó la responsabilidad de aprobar: informes, levantamiento de 
requerimientos de los usuarios expertos (cada producto entregado respaldado por un acta de 
aprobación), las pruebas indicadas en el cartel de contratación, los resultados de éstas y de los 
paralelos, el Plan de capacitación para todo el proyecto, de los 10 entregables establecidos en el 
cartel de contratación, aprobación técnica de los casos de uso a nivel de funcionalidad para todos 
los módulos, la designar los centros piloto para llevar los paralelos de los módulos, así como la 
aceptación de éstos de manera conjunta con el usuario experto y la encargada del proyecto. 
 

2. En relación con el seguimiento continuo y oportuno realizado por la Comisión Técnica de 
Informática en el proceso de implementación del Sistema Integral de Gestión Municipal, no fue el 
más adecuado, ya que se evidenció la falta de supervisión y control en la aprobación de las tareas 
del proyecto, de acuerdo con las funciones asignadas en el cartel de contratación; lo cual le 
hubiera permitido identificar a tiempo cualquier desviación sobre lo planificado y tomar las 
decisiones apropiadas.  
 

3. De acuerdo con las responsabilidades establecidas en el cartel de contratación a la Comisión 
Técnica de Informática, esta no efectuó todas las acciones útiles y necesarias para garantizar 
que se cumpliera como correspondía con el objeto de la contratación de acuerdo con lo definido 
en éste, para cada uno de los módulos y submódulos del SIGM. 

 
4. Como parte de las funciones y el rol definido en el cartel de contratación para la Comisión Técnica 

de Informática, debía aprobar los requerimientos de los usuarios expertos, pruebas y paralelos 
de los módulos y submódulos, informes y entregables, entre otros, que por su naturaleza, 
demandaban del apoyo de asesoría técnica; sin embargo, no se evidenció el análisis ni la solicitud 



de soporte externo que le permitiera tener una gestión adecuada en el proceso de implementación 
del SIGM y así garantizar el éxito del proyecto. 
 

5. Se carece del respaldo documental que evidenciara el análisis respectivo sobre los temas 
tratados y acuerdos tomados en las reuniones de la Comisión en el periodo comprendido entre 
el 2013 al 2017, en relación con el proceso de implementación del SIGM, lo cual dificulta dar 
seguimiento al cumplimiento de los compromisos establecidos en el cartel, ante la ausencia de 
minutas donde se haya tratado estos asuntos, representando una limitación en el trabajo de la 
Auditoría.  
 

6. La Comisión Técnica de Informática no efectuó un análisis documentado sobre el cumplimiento 
de todos los aspectos contractuales de cada módulo y submódulo, en relación con el proceso de 
implementación del SIGM, que respaldara la aprobación de los desembolsos al proveedor. 
 

7. En relación con el control y seguimiento de los desembolsos efectuados al proveedor por el 
proceso de implementación del SIGM, se concluye que los mismos no se ajustaron a lo definido 
contractualmente, pues no se realizaron conforme a los montos y porcentajes de avance definidos 
para la implementación del sistema señalados en el cartel; además, que se canceló en su 
totalidad, sin haberse concluido al 100%, ya que todavía existen requerimientos pendientes de 
atender, lo cual está en contraposición del marco legal correspondiente y de las buenas prácticas 
en la materia de la Administración de Proyectos. 
 

8. Respecto a la normativa relacionada con la Comisión Técnica de Informática, está aún no se 
encuentra formalmente aprobada y publicada, en la cual se establezca su conformación, finalidad, 
funciones y responsabilidades, entre otros, que contribuya a la gestión y uso de las tecnologías 
de información de la Institución, de forma tal que quede claramente definido su marco de acción. 

 
VI. CONSIDERACIONES FINALES 

 
De conformidad con lo descrito y lo establecido en este documento, de acuerdo con la normativa 
vigente citada, se presentan las siguientes recomendaciones para su atención: 
 
1. La Administración debe establecer a futuro los mecanismos de control y seguimiento para el 

cumplimiento de los aspectos propios de una contratación administrativa, que incluya los aspectos 
generales que debe cumplir el proveedor, características técnicas, realización y documentación de 
las pruebas y paralelos, plan de capacitación a los usuarios expertos, levantamiento de 
requerimientos, entregables, control de los cambios realizados, entre otros, de forma tal que 
garantice una exitosa conclusión de un proyecto. 

 
2. Adicionalmente, la Comisión debe aportar a la menor brevedad, las actas de aceptación para seis 

módulos pendientes (Patentes; Recaudación; Gestión de Cobros, Desechos sólidos, limpieza de 
vías y mantenimiento de parques; Alcantarillado sanitario y Seguimiento de Trámites), informe de 
cierre del proyecto, análisis del estatus actual de cada módulo y submódulo, documentar los 
aspectos pendientes del cartel bajo su responsabilidad, detallados en este informe y un finiquito 



del contrato, con el propósito de concluir con el proyecto de implantación del Sistema Integral de 
Gestión Municipal. 

 
3. La Comisión debe dar seguimiento de que todos los requerimientos solicitados por los usuarios 

expertos de cada módulo y submódulo sean atendidos, para así cumplir con lo establecido en el 
cartel y concluir con el proceso de implementación del SIGM. 

  
4. La Comisión Técnica de Informática debe mantener el soporte documental sobre las acciones 

realizadas por ella, como respaldo de sus actuaciones, a fin de garantizar el cumplimiento de los 
objetivos planteados y acuerdos tomados, ya que las minutas se convierten en un soporte 
fundamental para las reuniones y un elemento de poder administrativo para los procesos de control 
y seguimiento de ésta. 
 

5. A futuro, la Comisión Técnica de Informática debe valorar la necesidad de hacerse acompañar por 
asesores externos en la toma de decisiones de los proyectos que tengan bajo su responsabilidad, 
cuando así lo crea conveniente. 

 
6. La Comisión debe dar seguimiento a los productos contratados del SIGM, de forma tal que se 

garantice que estos se encuentren 100% desarrollados y a satisfacción del usuario, y que cuenten 
con la aprobación tanto del responsable del contrato como del usuario experto, como, por ejemplo; 
los requerimientos que todavía están pendientes de atender por parte del proveedor,  así como 
velar porque se les facilite la documentación de respaldo (pruebas y entregables) por parte del 
proveedor,  se les refuerce la capacitación a los usuarios expertos y operativos,  y que se 
implementen los módulos y submódulos sin desarrollar (Alcantarillado sanitario y  Salud 
ocupacional), con el fin de completar lo indicado en el cartel de contratación y así finalizar la 
implementación del Sistema Integral de Gestión Municipal. 

 
7. A futuro se debe evitar realizar pagos de un producto, si éste no se ha sido recibido o 

implementado al 100% por el usuario experto cuando se requiera y de acuerdo con lo solicitado 
al proveedor; además, que cumpla con la realización de pruebas, capacitación, requerimientos 
adicionales, documentación del proyecto, entre otros, de lo contrario podría ocasionar perjuicio a 
la Hacienda Pública y un incumplimiento a lo establecido en las Normas de Control Interno para 
el Sector Público, Capítulo V Normas sobre sistemas de información, así como lo que dicta la Ley 
General de Control Interno en su artículo 15. 

 
8. La Administración debe establecer formalmente la normativa relacionada con la Comisión 

Técnica de Informática, que establezca su conformación, finalidad, funciones y 
responsabilidades, entre otros, y que el mismo sea publicado para conocimiento de todos los 
funcionarios municipales, debido a que la misma permite orientar la gestión y uso de las 
tecnologías de información en la Municipalidad, con un adecuado apego a las Normas Técnicas 
para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información emitido por la Contraloría General 
de la República y de un uso eficiente que garantice el máximo aprovechamiento de los recursos 
tecnológicos. 

 



9.  A futuro, la Comisión Técnica de Informática debería coadyuvar y recomendar en la identificación 
de necesidades y mejoras estratégicas entre otras funciones, así como la aplicación de las 
normas vigentes correspondientes en esta materia, más allá de asumir funciones operativas. 

 
De conformidad con lo descrito en párrafos anteriores, se le solicita informar a esta Auditoría Interna, 
en un plazo de 30 días hábiles, sobre las recomendaciones formuladas, y además otras actividades 
de control ejecutadas con relación a los temas señalados en este oficio. 
 
El Regidor Propietario Jose Luis Venegas, estipula que siempre se toma el acuerdo de esa forma, 
pero nunca copian al Concejo de la respuesta que brindan a Auditoria, no ha llegado ninguno, que 
quede claro ese tipo de anomalía. 
 
El Vicepresidente Municipal Gaspar Rodriguez, dice que le queda un gran sinsabor, le gustaría dejarlo 
en estudio del Concejo, porque todas las decisiones que se toman son a futuro. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, avisa que están claros los puntos que la Auditoria señala, 
es el cumplimiento de la Administración de cada uno de los puntos. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Lorena 
Gonzalez, Jose Luis Venegas, María Antonia Castro Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR Gaspar 
Rodriguez:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Auditoria Interna.  SEGUNDO:  Solicitar al Alcalde 
Municipal informar a este Concejo Municipal en un plazo de 30 días hábiles sobre las gestiones 
realizadas. 
 
ARTÍCULO 5.  Se conoce el Oficio OAI-198-2018 de Licda. Maribelle Sancho García, Auditora Interna 
dirigido a Ing. Horacio Alvarado Bogantes. ASUNTO: REMISIÓN DE INFORME.  Para su 
conocimiento, se le remite el INFORME INF-AI-05-2018 ESTUDIO SOBRE EL PROYECTO DE 
VIVIENDA SAN MARTÍN (QUEBRADA SECA) EFECTUADO POR LA ASOCIACIÓN ADEPROVIDAR.  
El estudio al que se refiere ese documento se efectuó en atención al programa de trabajo de la 
Auditoría Interna.  La comunicación verbal de los resultados, conclusiones y recomendaciones de ese 
informe, fueron comentados en la Auditoría Interna el 21 de noviembre de 2018, en presencia del 
señor Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde, y las señoras Thais Zumbado Ramírez, Vicealcaldesa y 
Marita Arguedas Carvajal, Directora del Área de Desarrollo Social, como consta en la Minuta CR-AI-
05-2018 de esa misma fecha.  Mucho le agradeceré informar a esta Auditoría, en el transcurso de los 
próximos 30 días hábiles, las acciones tomadas para poner en práctica lo recomendado en el citado 
informe. 
 
En lo referente a las recomendaciones formuladas por la Auditoría Interna, es importante tener 
presente lo dispuesto en los artículos 12 incisos b) y c), 36, 37 y 39 de la Ley General de Control 
Interno, que establece lo siguiente: 
 
“Artículo 12.—Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control interno. En 
materia de control interno, al jerarca y los titulares subordinados les corresponderá cumplir, entre 
otros, los siguientes deberes: (…) 

 



b) Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o 
irregularidades. 

 
c) Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y disposiciones 

formuladas por la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa y 
las demás instituciones de control y fiscalización que correspondan.” 

 
“Artículo 36.—Informes dirigidos a los titulares subordinados. Cuando los informes de auditoría 
contengan recomendaciones dirigidas a los titulares subordinados, se procederá de la siguiente 
manera: 
a) El titular subordinado, en un plazo improrrogable de diez días hábiles contados a partir de la fecha 
de recibido el informe, ordenará la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de ellas, en el 
transcurso de dicho plazo elevará el informe de auditoría al jerarca, con copia a la auditoría interna, 
expondrá por escrito las razones por las cuales objeta las recomendaciones del informe y propondrá 
soluciones alternas para los hallazgos detectados. 
b) Con vista de lo anterior, el jerarca deberá resolver, en el plazo de veinte días hábiles contados a 
partir de la fecha de recibo de la documentación remitida por el titular subordinado; además, deberá 
ordenar la implantación de recomendaciones de la auditoría interna, las soluciones alternas 
propuestas por el titular subordinado o las de su propia iniciativa, debidamente fundamentadas. 
Dentro de los primeros diez días de ese lapso, el auditor interno podrá apersonarse, de oficio, ante el 
jerarca, para pronunciarse sobre las objeciones o soluciones alternas propuestas. Las soluciones que 
el jerarca ordene implantar y que sean distintas de las propuestas por la auditoría interna, estarán 
sujetas, en lo conducente, a lo dispuesto en los artículos siguientes. 
c) El acto en firme será dado a conocer a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente, 
para el trámite que proceda. 
Artículo 37.—Informes dirigidos al jerarca. Cuando el informe de auditoría esté dirigido al jerarca, este 
deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable de treinta días 
hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, la implantación de las recomendaciones. 
Si discrepa de tales recomendaciones, dentro del plazo indicado deberá ordenar las soluciones 
alternas que motivadamente disponga; todo ello tendrá que comunicarlo debidamente a la auditoría 
interna y al titular subordinado correspondiente.” 
 
Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. El jerarca y los titulares subordinados 
incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen 
injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de otras causales previstas en el 
régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.  El jerarca, los titulares subordinados y los 
demás funcionarios públicos incurrirán en responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus 
acciones el sistema de control interno u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, 
mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, según la normativa técnica aplicable.  Asimismo, cabrá 
responsabilidad administrativa contra el jerarca que injustificadamente no asigne los recursos a la 
auditoría interna en los términos del artículo 27 de esta Ley.  Igualmente, cabrá responsabilidad 
administrativa contra los funcionarios públicos que injustificadamente incumplan los deberes y las 
funciones que en materia de control interno les asigne el jerarca o el titular subordinado, incluso las 
acciones para instaurar las recomendaciones emitidas por la auditoría interna, sin perjuicio de las 
responsabilidades que les puedan ser imputadas civil y penalmente. 



 
El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos también incurrirán en 
responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento 
de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, 
establecidas en esta Ley.  Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la 
responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto 
negativo.” 
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RESUMEN EJECUTIVO 

 
El objetivo principal del estudio fue determinar que los recursos transferidos a ADEPROVIDAR se 
hayan efectuado con apego a la normativa aplicable, en el marco del cumplimiento de los acuerdos 
emitidos por el Concejo Municipal al respecto, considerando además temas comunicados por la 
Contraloría General de la República, mediante el documento DFOE-DI-0555 (Oficio Nº 03969) del 30 
de marzo de 2016.  En este orden de ideas, se encontró que las principales debilidades de control 
interno, por parte de la Administración municipal, se vinculan con los siguientes aspectos: 
 

a. El cumplimiento de algunos requisitos, en las solicitudes de asignación y giro de 
transferencias, efectuadas por la Asociación Adeprovidar.  
 

b. La aprobación expresa del Concejo Municipal de la transferencia por ¢ 16,000,000.00. 
 

c. La presentación a la Municipalidad de tres liquidaciones giradas a Adeprovidar. 
 

d. Sobre la participación de la Dirección de Desarrollo Social de la Municipalidad en la definición 
de los Beneficiarios finales del Proyecto de Vivienda. 
 

e. Sobre los Expedientes completos de los 40 Grupos familiares, beneficiarios finales del 
Proyecto de Vivienda.  
 

f. Sobre el convenio entre la Municipalidad y Adeprovidar.  



 
g. La solicitud de aprobación del Presupuesto de Adeprovidar ante la Contraloría General de la 

República. 
 

h. Expediente completo del Proyecto de Vivienda por parte de la Asociación Adeprovidar. 
 

i. El traspaso a la Municipalidad de las propiedades afectadas por las emergencias cantonales, 
por parte de los beneficiarios de una vivienda.  

  
En este contexto, en el tanto la Alcaldía emita directrices tendientes a prevenir la ocurrencia futura de 
situaciones similares a las comentadas en este documento, se podrá disminuir el riesgo de la 
ocurrencia de debilidades de control interno en el proceso de transferencias municipales a Sujetos 
Privados, lo que repercutirá positivamente en la mejora de la fiscalización y control sobre fondos 
públicos desembolsados, con la finalidad de garantizar el uso de los dineros desembolsados, en la 
satisfacción de las necesidades públicas establecidas de previo, en el marco del cumplimiento de la 
normativa vigente en esta materia.  Dadas las debilidades identificadas se giran una serie de 
recomendaciones a la Alcaldía con el fin de que la Administración Municipal, implemente a la brevedad 
posible, mecanismos de control que logren mitigar los riesgos e impactos asociados a cada una de las 
debilidades de control interno enumeradas, y otras situaciones expuestas, en cumplimiento de la 
normativa aplicable en esta materia.  
 
Además, es importante recalcar que, lo indicado en el presente informe de la Auditoria, será objeto de 
seguimiento en fechas posteriores según lo establecido en la norma 2.11 de las Normas para el 
Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público. 
 

I. INTRODUCCIÓN 
 

1.1 Origen del estudio. 
 

El presente estudio se efectuó producto de una Auditoria de carácter especial, orientada al tema 
de transferencias municipales a Sujetos Privados, relacionadas con los desembolsos efectuados 
para ayudar a la asociación Adeprovidar, en el desarrollo de un proyecto de vivienda para los 
afectados por las inundaciones del Rio Quebrada Seca, acaecidas en el 2007.  También, el estudio 
se desarrolló en atención a varios acuerdos emitidos por el Concejo sobre este tema, los cuales 
son los siguientes: 
 

Fecha Sesión Artículo 
08/07/2014 40-2014 Artículo 09 
22/07/2014 43-2014 Artículo 09 
29/07/2014 44-2014 Artículo 33 
01/12/2015 71-2015 Artículo 03 

 



1.2 Objetivos del estudio. 
 

El objetivo principal del estudio es el análisis de la ejecución del Proyecto de Vivienda San Martín, 
por parte de Adeprovidar; en aspectos tales como el Fideicomiso suscrito para su realización, las 
transferencias otorgadas por la Municipalidad a dicho sujeto privado, los beneficiarios finales del 
proyecto, los controles y la gestión documental implementados tanto por la Municipalidad como por 
Adeprovidar, y temas relacionados con la conclusión del proyecto.  Lo anterior, en el marco del 
cumplimiento de la normativa aplicable en esta materia, considerando además la atención brindada 
por la Administración a los acuerdos emitidos por el Concejo Municipal sobre el particular, y del 
acatamiento de un documento de advertencia de esta Auditoría, emitido en el 2012.  Además, se 
incluyeron los siguientes objetivos relacionados con el tema principal, así: 
 

1. Revisar la figura jurídica utilizada para la ejecución del Proyecto San Martín. 
 

2. Verificar que las transferencias efectuadas por la municipalidad a ADEPROVIDAR, 
cumplan con la normativa aplicable. 

 
3. Comprobar que los beneficiarios finales del proyecto de vivienda, se ajustaran a las 

condiciones socioeconómicas determinadas previamente, por parte de la Municipalidad. 
 

4. Determinar la pertinencia y eficacia de los controles y del sistema documental, 
implementados por la Municipalidad y la asociación, en el desarrollo del Condominio San 
Martín.  

 
5. Efectuar un seguimiento a las acciones realizadas por la Administración, en acatamiento 

de los aspectos básicos, consignados en un oficio de Advertencia de la Auditoría, vinculado 
con este tema, emitido en el 2012.  
 

1.3 Alcance. 
 

El presente estudio de carácter especial se realizará en atención a los siguientes acuerdos del 
Concejo Municipal:  

 
 Artículo 9 de la Sesión Ordinaria 40-2014, del 8 de julio de 2014, el cual señala lo 

siguiente:                                                                                                                                                   
 
Tema: Está pendiente la liquidación de los recursos girados a ADEPROVIDAR, Artículo 
6 del Acta 32-2014. (...). SE ACUERDA (...): PRIMERO: Ratificar el Artículo 6 del Acta 
32-2014 notificado al Alcalde Municipal el 12 de junio de 2014, que cita: (...). SEGUNDO: 
Enviar al Auditor Interno para que proceda como en derecho corresponda. TERCERO: 



Enviar copia del presente acuerdo al Área de División y Fiscalización Administrativa de 
la Contraloría General de la República para su información."    
                                                                                                                                     

 Artículo 9 de la Sesión Ordinaria 43-2014, del 22 de julio de 2014, el cual indica lo siguiente:                                                                  
 

“El presidente Municipal Desiderio Solano Moya, plantea los siguientes asuntos: Dineros girados a 
ADEPROVIDAR: (…) propone: PRIMERO: Solicitar al Alcalde copia del avalúo realizado por el 
Ministerio de Hacienda, a la finca que adquirió ADEPROVIDAR. SEGUNDO: Solicitar al Alcalde copia 
del estudio registral donde se indique que la finca número 1-134-909-A003, pertenece a 
ADEPROVIDAR. TERCERO: Solicitar al Alcalde un informe sobre los recursos aprobados por este 
Concejo en la Sesión 16-2014, artículo 18 por un monto de 26 millones de colones. CUARTO: Instruir 
al Alcalde para que solicite ante las instituciones gubernamentales involucradas en la formalización 
del proyecto carta de recomendación de la Empresa Construcciones Modulares de Costa Rica 
(BANVHI, IMAS). QUINTO: Ratificar e instruir al Alcalde para que se presente ante este Concejo 
Municipal la liquidación y fiscalización de los recursos asignados ADEPROVIDAR (acta 73-2012, 450 
millones de colones, como lo indica el acuerdo del acta 32-2014, artículo 6. SEXTO: Enviar copia del 
presente artículo completo a la Auditoría Interna para su investigación e informe a este Concejo 
Municipal e incorporar al expediente. (...)".    Se Acordó: "Rechazar la propuesta planteada por el 
Presidente Municipal"     

                          
 Artículo 33 de la Sesión Ordinaria 44-2014, del 29 de julio de 2014, el cual indica lo 

siguiente:                                                                                                                                                 
 
"Se conoce oficio DFOE-DL-0567 del Lic. Germán Mora Zamora, Gerente del Área de la 
División de Fiscalización Operativa y Área de Fiscalización de Servicios para el Desarrollo 
Local. "Se acuerda por unanimidad: (…) SEGUNDO: Enviar copia a la Auditoría Interna y 
a la Contraloría de Servicios."                                                                            
 

 Artículo 03 de la Sesión Ordinaria 71-2015, del 01 de diciembre de 2015, el cual señala lo 
siguiente:  

 
"Estudio del trámite 4829, presentado por el Alcalde en sesión 68-2015, art.32.  Asuntos varios del 
tema de ADEPROVIDAR, se solicita investigar monto de 16 millones y 10 millones. SE ACUERDA: 
"PRIMERO: Acoger la propuesta del Señor Presidente Municipal. SEGUNDO: Aprobar la remisión 
del presente artículo y acuerdo a la Auditoría Interna, para que proceda como en derecho 
corresponda, para realizar los análisis que sean pertinentes, con el manejo y traslado de los 
recursos públicos girados a ADEPROVIDAR e informar a este Concejo Municipal sobre los 
resultados del proceso. (...)".  En función con lo descrito anteriormente, el presente estudio, 
comprende la evaluación de los siguientes aspectos:  El Alcance de la Auditoría, se circunscribió a 
la verificación de los aspectos relevantes en la ejecución del Proyecto Residencial Condominio San 
Martín, tomando en cuenta, figura jurídica utilizada, aspectos presupuestarios, transferencias 
otorgadas por la Municipalidad, controles y gestión documental implementada, tanto por la 
Municipalidad como por ese Sujeto Privado.  
 



Considerando además, la revisión de la atención a los acuerdos del Concejo Municipal, al 
respecto, así como el seguimiento a un oficio de advertencia emitido previamente por la Auditoría 
sobre este tema.  El periodo bajo análisis corresponde al lapso comprendido entre el 1 de julio de 
2007, al 21 de noviembre de 2018. La fecha de inicial se estableció tomando en cuenta que, el 
evento principal de las inundaciones del Río Quebrada Seca, sucedió el 13 de junio de 2007. 
 

1.4 Criterios Utilizados en la Revisión. 
 

Los criterios utilizados en el presente estudio, en lo aplicable y pertinente, son los siguientes: 
 
 Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nº 7428.   

 
 Ley General de Control Interno, No. 8292 del 18 de julio de 2002, en forma íntegra, y se 

detallara conforme se ejecute el estudio 
 Ley sobre el Desarrollo de la Comunidad, Nº 3859 del 7 de abril de 1967. 

 
 Código Municipal, Ley Nº 7794. 

 
 Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, Nº 8422. 

 
 Reglamento a la Ley 3859, sobre el Desarrollo de la Comunidad, Decreto Ejecutivo Nº 

26935-G.   
 

 Normas de control interno para el sector público (N-2-2009-CO-DFOE), emitidas con la 
Resolución Nro. R-CO-9-2009 del 26 de enero de 2009 y publicadas en La Gaceta Nro. 26 
del 6 de febrero de 2009, en forma íntegra, y se detallarán conforme se ejecute el estudio. 
 

 Directrices de la Contraloría General de la República; Nos. 14299 y 14230. 
 

 Reglamento para Ayudas Temporales y Subvenciones, de la Municipalidad de Belén. 
 

 Procedimiento para el Trámite de Transferencias Otorgadas por la Municipalidad de Belén 
a Sujetos Privados. 
 

 Acuerdos del Concejo Municipal referentes al tema del estudio. 
 

1.5 Metodología Aplicada. 
 

La auditoría se realizó de conformidad con las Normas Generales de Auditoría para el Sector 
Público (R-DC-64-2014 de la Contraloría General de la República), el Reglamento para la Atención 
de Denuncias presentadas ante la Auditoria Interna de la Municipalidad de Belén y su 
procedimiento.  Para efectos del presente estudio, se utilizaron las siguientes técnicas de auditoría: 

 



 Estudio de la normativa interna y externa sobre el tema de transferencias municipales a 
Sujetos Privados, con base en el Artículo 62 del Código Municipal. 
 

 Análisis documental de la información facilitada a nivel municipal y también por 
ADEPROVIDAR. 

 Consultas escritas a instancias municipales 
 

  Consultas escritas a la Junta Directiva de Adeprovidar. 
 

1.6 Responsabilidad de la Administración. 
 

La administración de la Municipalidad es responsable de establecer, mantener, perfeccionar y evaluar 
el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa 
realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento, esto de conformidad con 
el artículo 10 de la Ley General de Control Interno, Nº 8292. 

 
1.7 Limitaciones. 

 
Para el desarrollo del alcance del presente estudio, la Auditoría Interna no tuvo acceso a los 
Expedientes de las entidades financieras, con las que Adeprovidar realizó los trámites 
correspondientes al Proyecto de Vivienda; tales como la Mutual Alajuela y el Banco Hipotecario de la 
Vivienda (BAHNVI), debido a que no tiene competencia para realizar revisiones en dichas instituciones 
públicas.  

 
II. RESULTADO OBTENIDO  

 
Mediante el estudio realizado se determinó lo siguiente: 

 
2.1 Generalidades del Estudio 

 
La Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, en el Artículo 4 regula a los sujetos 
privados que sean custodios o administradores, por cualquier título, de los fondos y actividades 
públicos que indica esa misma ley. Mientras que el supuesto contemplado en los numerales 5, 6 y 
7 se refiere al otorgamiento de beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, y 
a toda liberación de obligaciones, por los componentes de la Hacienda Pública, en favor de un 
sujeto privado, indicando que deberán darse por ley o de acuerdo con una ley.  La citada Ley 
Orgánica, refiere en su artículo 5 a la potestad de fiscalizar que la administración activa concedente 
de beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna a sujetos privados, ajuste su 
acción al ordenamiento y realice, en forma eficiente, el control sobre el uso y el destino de esos 
beneficios, dentro de los límites señalados en esta Ley.  Al respecto, el proceso de transferencias 



de fondos públicos a sujetos privados por parte de la Municipalidad de Belén debe estar sujeto a 
una serie de procedimientos y requisitos exigidos en dos Circulares emitidas por la Contraloría 
General de la República, las cuales contienen lineamientos y prácticas necesarias para garantizar 
de manera razonable el accionar de la Administración concedente de beneficios, en cuanto al buen 
manejo de recursos públicos por parte de los sujetos privados. 
 
Las mencionadas circulares son las siguientes:  
 
 Circular Nº 14299, DFOE-188 del 18 de diciembre de 2001, denominada “Regulaciones 

sobre la fiscalización y el control de los beneficios patrimoniales, gratuitos o sin 
contraprestación alguna, otorgados a sujetos privados, emitida por la Contraloría General 
de la República”. 

 
 Circular Nº 14300, DFOE-189, del 18 de diciembre de 2001, denominada “Circular con 

regulaciones aplicables a los sujetos privados1 que reciben partidas específicas y 
transferencias del Presupuesto Nacional, así como transferencias por beneficios 
patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, de entidades u órganos públicos; o 
que, por disposición de ley, deben presentar su presupuesto para la aprobación de la 
Contraloría General de la República”. 

 
Por otra parte, la Municipalidad cuenta con el Procedimiento para el Trámite de Transferencias 
Otorgadas por la Municipalidad de Belén a Sujetos Privados, el cual fue aprobado por la Alcaldía 
mediante el Oficio AMA-402-2010 del 22 de setiembre de 2010.  Con respecto a los objetivos del 
estudio, se determinó que, la Municipalidad transfirió a la Asociación de Desarrollo Específico y 
Damnificados del Rio Quebrada Seca (ADEPROVIDAR), un total de ¢ 531.000.000,00 en el periodo 
comprendido entre el 4 de diciembre de 2012 y el 30 de noviembre de 2017. A continuación, se 
detallan esos desembolsos: 

 
1) Nº 1438 del 4 de diciembre de 2012, por ¢ 450.000.000,00. 
2) Nº 4120 del 15 de diciembre de 2014, por ¢ 16.000.000,00.  
3) Nº 6577 del 1 de noviembre de 2016, por ¢ 55.000.000,00. 
4) Nº 7164 del 30 de noviembre de 2017, por ¢ 10.000.000,00. 

 
2.2 Desarrollo del Proyecto de Vivienda San Martín mediante la suscripción de un Fideicomiso 

 
Con el fin de lograr una comprensión del desarrollo del Proyecto de Vivienda, aspecto que resulta 
fundamental en el presente estudio, a continuación se esbozarán algunos aspectos introductorios 
importantes al respecto:  La primera transferencia recibida por Adeprovidar por ¢ 450.000.000, tuvo 
como justificación y propósito, la adquisición la compra de una finca para la construcción del 



proyecto en referencia. En el cual se adquirió finalmente la propiedad, H-134909-A-000, mediante 
la firma de una Opción de Compra Venta, suscrita entre las partes, según consta en la Escritura Nº 
421 del 27 de noviembre de 2012.  Posteriormente, el 9 de diciembre de 2015, se suscribió un 
Contrato de Fideicomiso de Administración de Garantías, para la ejecución del Condominio 
Residencial San Martín; en el cual la finca en referencia fue trasladada por Adeprovidar al Banco 
Improsa en calidad de propiedad fiduciaria.   A continuación, se presenta un esquema básico del 
citado Fideicomiso, que muestra los principales actores, contratos y vínculos entre las partes, 
considerados de mayor relevancia:  

 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Convenio de 
Desarrollo Conjunto 

de Proyecto 
Residencial en Belén 

(15-03-2013) 

 CONSTRUCCIONES  
MODULARES 

DE COSTA RICA S.A. 

MUTUAL ALAJUELA- 
LA VIVIENDA 

  
FIDEICOMITENTE: 
(ADEPROVIDAR) 

       

FIDEICOMISO DE ADMINISTRACIÓN DE GARANTÍAS 

 (9-12-2015) 

FIDUCIARIO: 
BANCO IMPROSA 
(Administración) 

       

 FIDEICOMISARIO 
PRIMARIO: 
(BANHVI) 

       

FIDEICOMISARIO 
 SECUNDARIO 

(Familias Beneficiarias) 
       

FIDEICOMISARIO 
 TERCEARIO 

(Municipalidad Belén 
y ESTADO 

       

Traslada Finca  

Contrato de 
Administración de 

Recursos para el desarrollo 
de Obras del Condominio 
San Martín -hasta por ¢ 

1,053,766,184.99 - 
(9-12-2015) 

Contrato Construcción  
Obras Condominio San 

Martín 

Inmueble 
Fideicomitido 

 Finca  
4-134909-A-000 

(Fiduciario Cobra $ 2000)  

  

Fuente: Elaboración propia, con información tomada de los expedientes de Adeprovidar sobre el  Proyecto de Vivienda San Martin. 



  

Con respecto al Fideicomiso descrito, a esta Auditoría le llama la atención, las condiciones 
privilegiadas, en cuanto a derechos sobre la finca, que poseyó el Fideicomisario Primario (BAHNVI); 
en detrimento de los Fideicomisarios Secundarios (Beneficiarios del Proyecto) y con más razón del 
Fideicomisario Terciario, donde se ubica la Municipalidad de Belén y el Estado.  En ese contexto, 
tomar en cuenta lo que se determinó, con referencia a ese tema, según se desprende de los 
documentos del mencionado Fideicomiso, y que se describe a continuación:  El documento del 
Fideicomiso señala lo siguiente, en lo de interés:  

 
“Cláusula 5.02- En vista de que el bien traspasado en calidad de propiedad fiduciaria a este 
Fideicomiso de Administración de Garantías se encuentra ocupado y en uso por el Fideicomitente, el 
suscrito (…), como representante del Fideicomitente, dueña de la propiedad entregada en Propiedad 
Fiduciaria, comprometo a mi representada y autorizo irrevocablemente, para que en caso de 
incumplimiento de las obligaciones aquí garantizadas, el Fiduciario proceda a traspasar la finca 
fideicomitida, tal y como se establece en este fideicomiso (…)”  

 
Cláusula 2.05- El Fideicomitente y el Desarrollador renuncian a todo reclamo por cualquier concepto 
en relación con la finca que se ha traspasado en propiedad fiduciaria, así como por el traspaso mismo, 
y también renuncian a informes, consultas y cualquier otra participación en la operación del 
Fideicomiso, (…). Particularmente, renuncian el Fideicomitente y el Desarrollador de manera expresa 
e irrevocable, a cualquier participación en cuanto a la disposición temporal o final que efectúe el 
Fiduciario del bien Fideicomitido, (…) expresamente autorizan e instruyen al Fiduciario para el traspaso 
del bien fideicomitido de conformidad con y en cumplimiento de este Fideicomiso en caso de 
incumplimiento, y así mismo libera de toda responsabilidad al Fiduciario por el eventual traspaso del 
bien fideicomitido por solicitud del Fideicomisario Primario, renunciando desde este momento a 
cualquier reclamo o acción por esos hechos.”  

 
Resultado Obtenido # 1.  De conformidad con las cláusulas del Fideicomiso, transcritas anteriormente, 
es posible establecer que, en caso de incumplimiento por parte del Fideicomitente (Adeprovidar), del 
Fiduciario (Banco Improsa), del Desarrollador (Construcciones Modulares S. A., o Mutual Alajuela-La 
Vivienda (Administradora de Recursos), el Fideicomisario Primario (BANHVI), tiene el derecho de 
acreditarse la propiedad, y los Fideicomisarios Secundarios (Beneficiarios) y Terciarios (Municipalidad 
de Belén y Estado), renuncian al reclamo legal de algún derecho.   
 
Es importante indicar que si bien es una figura jurídica permitida legalmente, la misma no fue 
comunicada al Concejo Municipal, así como el rol que tenía la misma institución en este Fideicomiso 
en caso de que no se llegara a materializar el proyecto de vivienda. 
 

2.3 Cumplimiento de Requisitos según la normativa vigente en las solicitudes de asignación y 
giro de transferencias efectuadas por la Asociación Adeprovidar. 

 
De acuerdo con la revisión de los expedientes del Área de Desarrollo Social, se determinó entre 
otros aspectos, que Adeprovidar solicitó a la Municipalidad el giro de los recursos por ¢ 



  

450,000,000, mediante el Oficio Nº 038-12 del 26 de diciembre de 2012. El propósito de dichos 
fondos, fue la adquisición del terreno para el desarrollo del Proyecto de vivienda.  Además, la 
mencionada Asociación, solicitó a la Municipalidad el giro de los recursos por ¢ 16,000,000, 
mediante el Oficio Nº 061-2014, del 13 de octubre de 2014. En esa ocasión, el objetivo de esos 
recursos fue la cubrir la formalización de los créditos, de cada uno de los 40 beneficiarios del 
Proyecto en referencia.  Posteriormente la citada entidad privada, solicitó el giro de los recursos 
por ¢ 55,000,000, mediante el Oficio Nº 103-16, del 1 de noviembre de 2016. La finalidad de dicha 
solicitud, fue cubrir el costo del crédito, en algunos de los beneficiarios, que por sus condiciones 
socioeconómicas, no podían afrontar.  
 
Complementariamente, Adeprovidar solicitó el giro de los recursos por ¢ 10,000,000, con el fin de 
brindar ayuda a un beneficiario del proyecto de vivienda, completando el monto para la 
construcción, mediante el Oficio Nº 147-17 del 11 de diciembre de 2017.  Sin embargo los citados 
documentos de solicitud, no cumplieron plenamente, con algunos de los requisitos, contenidos en 
el Procedimiento para las Transferencias de Recursos a Sujetos Privados, vigente en la 
Municipalidad. A continuación se describen y resumen los incumplimientos de mayor relevancia:  

 
Resultado Obtenido # 2 

 
A. En el capítulo correspondiente a Requisitos previos a la asignación de recursos, se 

incumplen los siguientes puntos: 
 

1-vi. Antecedentes e historial del proyecto: Detallar cuál es la necesidad existente o 
problemática a resolver con la ejecución del proyecto, Cobertura: número de beneficiarios 
o participantes; impactos generados, productos esperados; Fecha de ejecución; monto 
solicitado. 
 

a) En el caso de la primera transferencia por ¢ 450,000,000 para la compra del terreno, se 
observa que el documento de solicitud de transferencia de Adeprovldar, no contiene una 
lista de los beneficiarios, que contenga al menos, el nombre completo y número de cédula 
de cada uno. 

b) En lo concerniente a la segunda transferencia por ¢ 16,000,000 para gastos de 
formalización, la solicitud de recursos no se sustenta con documentación de la entidad 
financiera contratada, que muestre el monto total y detallado por beneficiario del costo de 
la formalización de los trámites de los créditos para las viviendas. 
 

c) Con relación a la tercera transferencia, por ¢ 55,000,000 cuyo fin es la ayuda con un aporte 
adicional, para algunas familias se observó que la solicitud de recursos, no se sustenta con 
documentación de la entidad bancaria que muestre el monto total y detallado por 
beneficiario del costo del aporte familiar; tales como  los estudios socioeconómicos 



  

realizados a las familias beneficiarias, y el documento mediante el cual se puede corroborar 
el monto de los gastos de aporte familiar, del que se menciona en el Plan de Trabajo. 

 
d) En cuanto a la cuarta transferencia por ¢ 10,000,000 como ayuda a uno de los 

beneficiarios, se comprobó que, en el documento que soporta al Oficio 147-17, del 11 de 
diciembre de 2017 de Adeprovidar se detallan los antecedentes del proyecto que se 
pretende financiar con este monto, sin embargo la solicitud no se sustenta con documentos 
de la entidad financiera, mediante los cuales se pueda comprobar el monto total y 
detallado, del aporte familiar del que se habla en el dicho documento de solicitud; así como 
tampoco se hace referencia al estudio socioeconómico del beneficiario, que justifique la 
necesidad, como se establece en los requisitos previos  de la asignación de recursos. 

 
1-viii. Declaración de que se cuenta con la organización administrativa adecuada para 

desarrollar el programa o proyecto, de manera eficiente y eficaz. 

 
Sobre este aspecto, se determinó de acuerdo con la revisión documental de las solicitudes de 
transferencias efectuadas por la Asociación que, en esos documentos correspondientes a las 4 
transferencias, se presentan las respectivas declaraciones juradas de éstas. No obstante, en todos 
los casos, no se adjuntó la documentación que demuestre esa estructura organizacional 
administrativa, de parte de Adeprovidar. 
 

3.  Plan de Trabajo para el cumplimiento de los objetivos del programa o proyecto, con la 
información básica del formato que se propone en el anexo No. 1 

 
e) En el caso de la segunda transferencia por ¢ 16,000,000, el Plan de Trabajo presentado, 

no se encuentra soportado por documentación que demuestre el costo de los trámites de 
formalización de los créditos, por cada uno de los 40 beneficiarios. 
 

f) En lo referente a la tercera transferencia por ¢ 55,000,000 se observó que no se adjunta al 
Plan de Trabajo, la documentación correspondiente que demuestre el monto total y 
detallado, que se solicita para apoyar a los beneficiarios designados, con el aporte familiar 
necesario y que los mismos no pueden aportar, por sus condiciones socioeconómicas.  
 

g) En el caso de la cuarta transferencia por ¢ 10,000,000 para un beneficiario especifico, se 
observó que, el Plan de Trabajo se adjunta en el Oficio 147-17; no obstante, no se agrega 
un documento de la entidad financiera, o algún estudio, mediante los cuales se compruebe 
y justifique plenamente el monto de la ayuda solicitada. 
  



  

4.  Presupuesto de ingresos y egresos de programa o proyecto, con la información básica del 
formato que se propone en el anexo No. 2 (del Procedimiento vigente) 

 
h) Es importante tener presente que, el Procedimiento para las Transferencias de Recursos 

a Sujetos Privados, que contiene el Anexo 2, sobre los ingresos y egresos (del proyecto 
que se trate), está compuesto de la siguiente manera:  

 
Anexo 2: Presupuesto de Ingresos y Egresos:  El cual se refiere a un detalle del origen de los fondos 
recibidos para la realización del proyecto que se trate; además está formado por una primera sección 
de Ingresos que consigna el origen de estos recursos, y a su vez, los permite clasificar como ingresos 
corrientes y de capital.  Dicho anexo contiene también una sección de Egresos, la cual clasifica los 
gastos a realizar con los recursos transferidos, mediante la utilización de Partidas, siendo las 
principales las siguientes: Servicios Personales, Servicios no personales, materiales y suministros, 
maquinaria y equipo, Construcciones adiciones y mejoras, entre otros. 

 
Anexo 2-A: Desglose del Presupuesto de Ingresos y Egresos:  El cual consta de un detalle o 
clasificación en subpartidas de las siguientes partidas: Servicios Personales, Servicios no personales, 
y Construcciones adiciones y mejoras. 

 
i) En lo referente a la primera transferencia por ¢ 450,000,000 se observó que, en el 

documento de solicitud de dicha transferencia (folios 95 al 98 del Expediente administrativo 
del Área de Desarrollo Social), se presenta un presupuesto, el cual, sin embargo, no 
contiene todo el detalle de la información solicitada en el respectivo Anexo 2, como lo es 
el detalle del uso de la transferencia recibida por ¢ 450,000,000, en gastos de partidas 
como Servicios personales, Servicios no personales, Construcciones y mejoras por 
contrato, etc.  

 
En específico la Sección de Egresos se presenta en blanco, es decir, sin ninguna anotación. Por otra 
parte, se determinó que la Sección de Ingresos de este anexo indica el monto de ¢ 450,000,000 de la 
transferencia municipal; sin embargo el Anexo 2-4  consigna el monto de ¢ 1,000,000 en la partida 
denominada Construcciones, Adiciones y Mejoras, por lo que ambos montos no coinciden entre sí.  

 
j) Con respecto a las otras 3 transferencias, que sumadas son ¢ 81,000,000, se observó una 

situación similar a la descrita anteriormente. 
 

En estos tres casos, se presentan en blanco, (sin ningún registro) tanto la Sección de Egresos, del 
Anexo 2, como el Anexo 2-A (el cual corresponde al Desglose del Presupuesto de ingresos y egresos).   
 

5- Planificación efectiva con el detalle necesario y con el desglose presupuestario, que 
permita el control del uso de los recursos. 

 



  

a) Con respecto a este requisito, se determinó que, en los 4 casos de las transferencias, que 
representan en total ¢ 531,000,000, en los documentos relacionados con el presente 
aspecto, no se observó la documentación que evidencie la planificación efectiva solicitada. 

 
Sobre el particular es importante considerar que, Adeprovidar en los casos señalados, se limitó a 
presentar, como Plan de Trabajo, únicamente los Anexos, No. 1 y No. 1-A, que comprenden, solo los 
siguientes aspectos:  

 
Anexo No. 1 denominado Plan de Trabajo, el cual contiene el Nombre del Proyecto, Objetivos 
generales, Objetivos específicos, Metas y Responsable. 

 
Anexo No. 1-A, denominado Plan de Trabajo, el cual contiene: Nombre del Proyecto, Actividades, 
Recursos (Monto), Fecha de ejecución y Responsable.  Al respecto, se considera que la información 
incluida en los anexos enumerados, resulta ser muy básica, y no corresponde a un proceso de 
planificación detallado, al no contemplar además, aspectos tales como un Cronograma de Trabajo con 
fechas y actividades específicas detalladas, entre otros. 

 
b) Además, en el caso de las tres últimas transferencias, por ¢ 81,000,000, tal y como se 

describió en el punto anterior (5-a), el documento del desglose presupuestario aportado 
(Anexo No. 2-A), no contiene la información requerida, se dificulta el control posterior, sobre 
el uso de los fondos transferidos. 

 
8-  Copia fiel del acta o transcripción del acuerdo del órgano superior del sujeto privado (v.g. 

Junta Directiva, Junta Administrativa), en el cual conste la aprobación del plan de trabajo 
del programa o proyecto y del presupuesto respectivo, autenticada por un Notario Público.  

 
a) En cuanto a la primera transferencia, en la copia del acta que se observa en los folios 104 y 
105 del Libro de Actas legalizado de Adeprovidar, los cuales se anexan al   documento de solicitud de 
dicha transferencia (Oficio Nº 4672 del 8 de noviembre de 2012, solo consta el acuerdo de la Junta 
Directiva de Adeprovidar, referente a presentar la solicitud a la Municipalidad, para que se les otorgue 
el monto de ¢ 450.000.000,00. 

 
Según con lo indicado en los citados folios, que corresponden al Acta de la Sesión Extraordinaria Nº 
47, del 5 de noviembre del 2012, no se evidenció que dicho Órgano Colegiado, conociera, analizara y 
aprobara el Plan de Trabajo y el presupuesto, correspondiente a la mencionada transferencia.  

 
b) Con respecto a la segunda transferencia, en la copia del acta, que se observa en los 
documentos soporte del Oficio 061-14, del 13 de Octubre de 2014 de Adeprovidar, para la solicitud de 
desembolso, solo consta el acuerdo sobre presentar la solicitud al Área Social de la Municipalidad, 



  

para que se les otorgue el monto de ¢ 450.000.000,00 pero no se consigna la aprobación del Plan de 
Trabajo, que debe ser requisito de la misma. 

 
c) Con relación a la cuarta transferencia, se determinó que, en la copia del acta que se observa 

en los documentos soporte del oficio 147-2017 de Adeprovidar para la solicitud de 
desembolso, solo consta el acuerdo sobre presentar la solicitud al Área Social de la 
Municipalidad, para que se les otorgue los ¢10.000.000,00, pero no la aprobación del plan de 
trabajo. 
 

10- Organigrama. 
 

En lo referente al tema de la presentación del organigrama de la Asociación Adeprovidar, la revisión 
documental de las solicitudes de las 4 transferencias permitió determinar que, en todos los casos, se 
aportó un documento que contiene un esquema de la distribución de los puestos de la Junta Directiva 
de dicha entidad;  no obstante, en todos los casos, no se aportó un organigrama de la estructura 
organizacional o administrativa de la Asociación Adeprovidar, sin que se tuviera evidencia de que en 
la Asociación existe esa estructura administrativa que debe tener. 

 
11- Revisión del cumplimiento de los requisitos anteriores, por parte de la Dirección del Área de 
Desarrollo Social. 

 
Con relación a los documentos de solicitud de la primera transferencia por ¢ 450,000,000, no se obtuvo 
evidencia de que, en el expediente de este caso, conste un documento que compruebe la revisión de 
los requisitos de esta transferencia.  A pesar de lo anterior, en el Oficio ADS-192-2012 del 27 de 
noviembre de 2012, de la Dirección del Área de Desarrollo Social, se afirma que dicho sujeto privado 
cumplió con todos los requisitos. 

 
12- Presentación de Informe a la Alcaldía, que le garantice al Concejo Municipal, en forma expresa 
antes de la aprobación del presupuesto, que la entidad solicitante, ha cumplido satisfactoriamente con 
los requisitos vigentes. 

 
k) En el caso de la primera transferencia por ¢ 450,000,000 se determinó que, en el 

expediente respectivo, no se observa evidencia de la presentación del citado Informe ante 
la Alcaldía, por parte de la Dirección del Área de Desarrollo Social.  

 
l) En lo que concierne a la segunda transferencia por ¢ 16,000,000 se observó elocumento 

de revisión de los requisitos, realizado por el Área de Desarrollo Social; pero no se presenta 
un Informe a la Alcaldía, sobre el mencionado cumplimiento de requisitos por parte de la 
Asociación. 



  

 
Al respecto,  lo que aparece en el expediente, únicamente es el Memorando ADS-M-198-2014, del 12 
de noviembre del 2014, mediante el cual la Dirección del Área de Desarrollo Social, solicita a la 
Dirección Administrativa Financiera, girar los fondos correspondientes a esta transferencia.  
 

m) En el caso de la transferencia por ¢ 55,000,000 en el expediente se observa el documento 
de revisión de requisitos, elaborado por el Área de Desarrollo Social; sin embargo, no se 
evidencia el Informe a la Alcaldía, ya que los documentos mencionados son el ajuste de la 
cantidad de familias beneficiarias, de las cuales no se observaron los estudios 
correspondientes a las mismas. 

  
n) Con relación a los documentos de la transferencia por ¢ 10,000,000 se observó que se 

presenta el documento de revisión de los requisitos, elaborado por el Área de Desarrollo 
Social.  

 
Pero como informe a la Alcaldía, lo que aparece en el expediente es el Memorando ADS-M-164-2017, 
del 24 de noviembre de 2017, mediante el cual, la Dirección de Desarrollo Social solicita a la Dirección 
Administrativa Financiera girar, entre otros, los fondos correspondientes a esta transferencia; por lo 
tanto no se cumplió con este requisito.  Por motivo de las debilidades de control interno, enumeradas 
con anterioridad, se evidencia un quebrantamiento de lo consignado en la siguiente normativa: 

 
 Circular Nº 14299, DFOE-188 del 18 de diciembre de 2001, denominada Regulaciones sobre 

la fiscalización y el control de los beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación 
alguna, otorgados a sujetos privados, emitida por la Contraloría General de la República. 

 
En específico, se produjo un incumplimiento, en lo correspondiente a cada aspecto descrito, de lo 
consignado en dicha Circular, en el Capítulo II, el cual se denomina “Requisitos previos a la Asignación 
de Recursos”. 

 
 Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE), aprobadas 

mediante Resolución del Despacho de la Contralora General de la República Nº R-CO-9-
2009 del 26 de enero 2009 y Publicadas en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero, 2009, las 
cuales disponen en lo pertinente, lo que se transcribe a continuación: 

 
“4.5.3 Controles sobre fondos concedidos a Sujetos Privados. El jerarca y los titulares subordinados, 
según sus competencias, deben establecer los mecanismos necesarios para la asignación, el giro, el 
seguimiento y el control del uso de los fondos que la institución conceda a sujetos privados. Lo anterior, 
para asegurar el debido cumplimiento del destino legal y evitar abusos, desviaciones o errores en el 
empleo de tales fondos; todo lo cual deberá contemplarse en las regulaciones contractuales, 
convenios, acuerdos u otros instrumentos jurídicos que definan la relación entre la administración que 



  

concede y los sujetos privados.  Al respecto, se debe considerar que esos fondos se utilicen conforme 
a criterios de legalidad, contables y técnicos, para lo cual, entre otros, deben verificarse los requisitos 
sobre la capacidad legal, administrativa y financiera, y sobre la aptitud técnica del sujeto privado; así 
también, para comprobar la correcta utilización y destino de todos los fondos que se les otorga, deben 
definirse los controles que se ejercerán y los informes periódicos que deberá rendir el sujeto privado. 

 
En todo caso, debe documentarse la gestión realizada por la institución que concede, con respecto a 
tales fondos por parte de los sujetos privados.” 

 
“2.5.2 Autorización y aprobación. La ejecución de los procesos, operaciones y transacciones 
institucionales debe contar con la autorización y la aprobación respectivas de parte de los funcionarios 
con potestad para concederlas, que sean necesarias a la luz de los riesgos inherentes, los 
requerimientos normativos y las disposiciones institucionales.” 

 
De acuerdo con lo transcrito anteriormente, Adeprovidar incumplió a su vez con la Ley General de 
Control Interno, Nº 8292, el cual establece, en lo de interés, lo siguiente:  

 
“Artículo 4º - Aplicabilidad a sujetos de derecho privado. Los sujetos de derecho privado que, por 
cualquier título, sean custodios o administradores de fondos públicos, deberán aplicar en su gestión 
los principios y las normas técnicas de control interno que al efecto emita la Contraloría General de la 
República de conformidad con el artículo tercero. (…)” 

 
Resultado Obtenido # 3 

 
B. Por otra parte, en lo relativo al citado Procedimiento de Transferencias, capítulo: Giro de los 

Recursos, se incumplen, los tres puntos solicitados y que corresponden a los siguientes 
aspectos: 

 
"i- Una declaración jurada, en la que indique que los fondos serán manejados exclusivamente en una 
cuenta corriente bancaria especial para este tipo de fondos y que para éstos se llevarán registros 
independientes en la contabilidad, de tal forma que sean claramente identificados. 

 
ii-  El número de la cuenta corriente bancaria del banco estatal en donde se depositarán los fondos 
del beneficio patrimonial. 
 iii- Una aceptación incondicional de presentar a la Municipalidad de Belén, los informes 
correspondientes con la periodicidad que éste le indique, y de mantener a su disposición y de la 
Contraloría General, sin restricción alguna, toda la información y documentación relacionada con el 
manejo de recursos, y libre acceso para la verificación de la ejecución financiera y física de los 
programas o proyectos."  

 



  

En el caso de la primera transferencia por ¢ 450,000,000 y de la tercera y cuarta transferencia por 
montos de ¢ 55,000,000 y ¢ 10,000,000, respectivamente, la revisión documental correspondiente, 
permitió determinar que, en cada uno de esos 3 casos, no se obtuvo evidencia del cumplimento por 
parte de Adeprovidar, de la presentación de una solicitud de giro de recursos, que contenga los 
documentos descritos anteriormente.  La causa principal de dicha ausencia de requisitos, la constituye 
una deficiente actividad de verificación por parte de la Dirección del Área de Desarrollo Social, la cual 
debe cumplir con una rutina de verificación, de que las solicitudes de sujetos privados en lo 
concerniente a la solicitud, giro y liquidación de recursos cumplan con lo señalado en el citado 
Procedimiento.  Las situaciones descritas, podrían ocasionar un incumplimiento de la normativa 
aplicable en el trámite de transferencias a Sujetos Privados. Asimismo, pueden propiciar la incorrecta 
asignación y giro de recursos, a una entidad que no cumple totalmente, con los requisitos estipulados 
en la normativa citada. 

 
En virtud de las debilidades de control interno, en cuanto a la falta de cumplimiento de los requisitos 
señalados, se evidencia un quebrantamiento de lo consignado en la siguiente normativa: 

 
 Circular Nº 14299, DFOE-188 del 18 de diciembre de 2001, denominada Regulaciones sobre 

la fiscalización y el control de los beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación 
alguna, otorgados a sujetos privados, emitida por la Contraloría General de la República. En 
específico, se produjo un incumplimiento, en lo correspondiente a lo señalado en dicha 
Circular, en el Capítulo V, denominado “Giro de los Recursos”. 

 
En ese contexto, en razón de la inobservancia de la normativa citada anteriormente, se evidencia un 
quebrantamiento de lo consignado, en las disposiciones referenciadas en el punto anterior de este 
documento, y que en este caso, únicamente se cita: 

 
 Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE), aprobadas 

mediante Resolución del Despacho de la Contralora General de la República Nº R-CO-9-
2009 del 26 de enero 2009 y Publicadas en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero 2009, con 
relación a los siguientes numerales: 

4.5.3 Controles sobre fondos concedidos a Sujetos Privados. 
2.5.2 Autorización y aprobación.  

 
De acuerdo con lo transcrito anteriormente, Adeprovidar por su parte, incumplió con la Ley General de 
Control Interno, Nº 8292, en el siguiente numeral:  

 
“Artículo 4º - Aplicabilidad a sujetos de derecho privado. Los sujetos de derecho privado que, por 
cualquier título, sean custodios o administradores de fondos públicos, deberán aplicar en su gestión 
los principios y las normas técnicas de control interno que al efecto emita la Contraloría General de la 
República de conformidad con el artículo tercero. (…)” 

 



  

Resultado Obtenido # 4 
 

C. Complementariamente se señala que, en el presente estudio se determinó que la 
Dirección del Área de Desarrollo Social no posee un expediente independiente para cada 
una de las 4 transferencias otorgadas a Adeprovidar, sino que todos los documentos de 
dichas erogaciones se encuentran en los expedientes de forma entremezclada, y 
siguiendo un orden de archivo cronológico. 

 
Debido a la situación descrita, se evidencia un incumplimiento de las referidas Normas de control 
interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE), aprobadas mediante Resolución del Despacho 
de la Contralora General de la República Nº R-CO-9-2009 del 26 de enero 2009 y Publicadas en La 
Gaceta Nº 26 del 6 de febrero, 2009, las cuales disponen, en lo conducente, lo siguiente: 

 
 “4.4.1 Documentación y registro de la gestión institucional. El jerarca y los titulares 

subordinados, según sus competencias, deben establecer las medidas pertinentes para que 
los actos de la gestión institucional, sus resultados y otros eventos relevantes, se registren 
y documenten en el lapso adecuado y conveniente, y se garanticen razonablemente la 
confidencialidad y el acceso a la información.” 

 
 “5.4 Gestión documental. El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, 

deben asegurar razonablemente que los sistemas de información propicien una debida 
gestión documental institucional, mediante la que se ejerza control, se almacene y se 
recupere la información en la organización, de manera oportuna y eficiente, y de conformidad 
con las necesidades institucionales. 

 
2.4 Aprobación expresa del Concejo de la transferencia por ¢ 16,000,000. 

 
En el Artículo Nº 1 de la Sesión Extraordinaria Nº 59-2013, celebrada el 3 de octubre de 2013 el 
Concejo atendió la exposición de Adeprovidar, en la cual se señaló, en la exposición, entre otros 
aspectos, lo siguiente:  "… pero necesitan ¢ 16.0 millones de gastos de formalización que son ¢ 
400 mil por familia, si eso no se paga se frena el proyecto.”  El respectivo Acuerdo, en lo de interés, 
señala lo siguiente:  “SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Apoyar las gestiones que 
Adeprovidar hace ente el Ministerio de Vivienda. SEGUNDO: Solicitar a la Alcaldía que valore la 
posibilidad de ayudar con los ¢ 16.0 millones que pueden para formalizar y lograr los bonos.” El 
resaltado es agregado.  Según se desprende de la lectura de este acuerdo, es posible interpretar 
que el Concejo Municipal aprobó la erogación por ¢ 16,000,000 indicada.  No obstante, en el 
Artículo 20 de la Sesión Ordinaria Nº 03-2014, celebrada el 03 de junio de 2014, se aprobó el 
Presupuesto Extraordinario Nº 02-2014, en el que se incluyó el citado monto de transferencia para 
Adeprovidar. 

 



  

En el Acuerdo respectivo, se estipuló, al respecto, lo que se cita a continuación:  "TERCERO: Que 
la ejecución de los recursos destinados para ADEPROVIDAR por un monto de 16 millones de 
colones para el pago de gastos de formalización del proyecto habitacional queden sujetos a una 
autorización por parte del Concejo Municipal, dado que este tema se encuentra aún pendiente de 
estudio por parte del Concejo. (...)".  

 
Resultado Obtenido # 5.  No obstante, lo indicado en este acuerdo, el 15 de diciembre de 2014, la 
Administración realizó el giro de estos recursos, sin que se haya evidenciado, que en esa fecha se 
contaba con la autorización expresa de esta transferencia, por parte del Concejo, tal y como lo 
señaló el mencionado inciso tercero del Acuerdo del Artículo 20 de la Sesión Extraordinaria Nº 03-
2014.  De acuerdo con lo descrito, el giro por pate de la Administración de los ¢ 16,000,000 a 
Adeprovidar, sin la citada autorización taxativa del Concejo para esa operación, quebranta lo 
estipulado en las Normas de Control Interno para el Sector Público, las cuales, sobre el particular 
señalan lo siguiente: 

   
2.5.2 Autorización y Aprobación. La ejecución de los procesos, operaciones y transacciones 
institucionales debe contar con la autorización y la aprobación respectivas de parte de los funcionarios 
con potestad para concederlas, que sean necesarias a la luz de los riesgos inherentes, los 
requerimientos normativos y las disposiciones institucionales.  La situación descrita, podría ocasionar 
un incumplimiento del principio básico de autorización de toda operación que involucre recursos 
públicos, de acuerdo con la normativa citada, y otra que resultara aplicable. Dicho proceder, podría 
propiciar el incorrecto giro y ejecución final de esos recursos, por parte de dicha entidad. 

 
2.5 Liquidaciones de algunas de las transferencias otorgadas a Adeprovidar 

 
De acuerdo con los resultados del estudio, no se ha obtenido evidencia de que, a la fecha de este 
estudio, Adeprovidar haya presentado la correspondiente liquidación de algunas de las 
trasferencias recibidas, de parte de la Municipalidad, como se detalla:     
                                    
a. Transferencia de ¢ 16,000,000 girada el 13 de octubre de 2014, hace 4 años. 

 
b. Transferencia de ¢ 55,000,000 efectuada el 18 de octubre de 2016, hace 2 años. 

 
c. Transferencia de ¢ 10,000,000, realizada el 11 de diciembre de 2017, hace 10 meses.                                                                                                                                                                

 
Resultado Obtenido # 6.  La situación descrita, contraviene lo estipulado en la Circular Nº 14299, 
DFOE-188 del 18 de diciembre de 2001, denominada Regulaciones sobre la fiscalización y el 
control de los beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, otorgados a sujetos 
privados, emitida por la Contraloría General de la República. En dicha circular, se establece lo 
siguiente, sobre el particular: 



  

 
"VI. Liquidación de cuentas. 1. El sujeto privado deberá presentar a la entidad u órgano público 
concedente un informe anual sobre el uso de los fondos. Dicho informe se presentará a más tardar el 
16 de febrero de cada año, independientemente del período contable utilizado. (Así modificado por la 
Resolución del Despacho del Contralor General de las ocho horas del veintidós de octubre de dos mil 
dos, publicada en La Gaceta Nro. 209 del treinta de octubre del mismo año)". 
 
"V. Giro de los Recursos.  1. Los fondos por beneficios patrimoniales para sujetos privados, incluidos 
en presupuestos públicos aprobados por esta Contraloría, solamente podrán girarse previo 
cumplimiento de los siguientes requisitos por parte de los sujetos privados: (...) b. Estar al día en la 
presentación de informes y liquidaciones de beneficios patrimoniales recibidos anteriormente de la 
misma entidad u órgano público concedente.”  Además, debido a esa misma situación, se quebranta 
lo consignado en Reglamento para Ayudas Temporales y Subvenciones de la Municipalidad, aprobado 
por el Concejo en la Sesión Ordinaria No. 49-2003, 8 de Julio del 2003. Ese cuerpo normativo cual 
estipula, al respecto, lo siguiente:                                                                                     
 
 "Artículo 22: El beneficiario de una subvención deberá presentar a la Municipalidad, los informes sobre 
el cumplimiento de los objetivos y fines para los que se giró la subvención, así como la respectiva 
liquidación de gastos, utilizando para tal fin los formularios suministrados por la Administración 
Municipal. En lo que corresponda, las demás Áreas quedan en la ineludible obligación de brindar la 
asistencia técnica pertinente." 

                                                                                 
Por otra parte, la situación comentada también resulta contraria al "Procedimiento para el Trámite 
de Transferencias otorgadas por la Municipalidad de Belén a Sujetos Privados", el cual establece, 
sobre ese particular, lo que se transcribe de seguido:   
 

     "6-7 Liquidación de Cuentas 
 

1. El sujeto privado deberá presentar a la entidad u órgano privado concedente un informe anual sobre 
el uso de los fondos. Dicho informe se presentará a más tardar el 16 de febrero de cada año, 
independiente del período contable utilizado. 

2-Los informes se referirán a la ejecución del presupuesto del programa o proyecto, así como al logro 
de los objetivos planteados en el respectivo plan de trabajo, con la información básica del formato que 
se propone en los anexos Nos: 3, 4 y 5."     

   
De acuerdo con la revisión efectuada, no se obtuvo evidencia de documentos que comprueben la 
gestión realizada por la Dirección del Área de Desarrollo Social, con el fin de que Adeprovidar, 
presente oportunamente las liquidaciones de transferencias, por los montos de ¢ 16.000.000, ¢ 
55.000.000 y ¢ 10.000.000, según se detalló anteriormente, en este documento. Por lo que la 
inobservancia de la normativa transcrita en párrafos anteriores constituye la causa principal de la 
situación comentada.  Lo anterior, se fundamenta en que, en el Procedimiento de Transferencias 



  

a Sujetos Privados de la Municipalidad de Belén vigente, se establece la responsabilidad primaria, 
en dicho proceso, de acuerdo con lo establecido en el siguiente apartado:  

 
 “4- RESPONSABILIDAD. El proceso sobre las Transferencias a Sujetos Privados está a cargo de la 
Directora del Área de Desarrollo Social.” 
 

Al respecto, de acuerdo con los resultados del estudio efectuado, no se evidenció la participación 
en el control de las transferencias mencionadas, del Área de la Dirección Administrativa Financiera, 
como responsable del giro de toda transferencia de recursos, así como también de la Alcaldía, en 
su condición de máximo jerarca administrativo.  La normativa que resulta atinente, en los casos de 
las instancias administrativas señaladas, corresponde a la siguiente:  

 
 Código Municipal, Ley No. 7794 

 
“Artículo 17.- Corresponden a la persona titular de la alcaldía las siguientes atribuciones y 
obligaciones:  

 
a)  Ejercer las funciones inherentes a la condición de administrador general y jefe de las dependencias 
municipales, vigilando la organización, el funcionamiento, la coordinación y el fiel cumplimiento de los 
acuerdos municipales, las leyes y los reglamentos en general. (…)” 

 
“Artículo 109.- Los pagos municipales serán ordenados por el alcalde municipal y el funcionario 
responsable del área financiera, y se efectuarán por medio de cheque expedido por el contador, con 
la firma del tesorero, y, al menos, la de otro funcionario autorizado. En la documentación de respaldo 
se acreditará el nombre del funcionario que ordenó el pago. (…)” 

 
 Ley General de Control Interno, No. 8292 

“Artículo 10.- Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y 
del titular subordinado establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno 
institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar las acciones 
necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento.” 

 
 Procedimiento para lo Cancelación de Bienes y Servicios contratados por la Municipalidad 

de Belén. (Aprobado por la Alcaldía mediante el Memorando AM-A-236-2008, del 5 de 
agosto de 2008). La cual establece en lo de interés lo siguiente:  

 
“5.4 Confección de Nómina de Pago y Cheques. (…) 

 



  

 5.4.2 La Unidad de Tesorería deberá firmar y trasladar la nómina de pago adjuntándole todos los 
documentos que la respaldan a la Alcaldía o a quién esta autorice para su revisión y firma.  

 
5.4.3 La Alcaldía o a quien le corresponda, enviará la nómina de pago y sus documentos a la Unidad 
de Contabilidad; esta a su vez verificará todos los documentos adjuntos y procederá a confeccionar 
los cheques y los remitirá a alguna de las personas que estén autorizadas para firmarlos.   

Sobre el particular, es importante tener presente que, mediante el citado Memorando AM-A-236-
2008, la Alcaldía, delegó en la Dirección Administrativa Financiera, la ejecución de los controles 
detallados en los puntos anteriores, en el proceso de emisión de cheques o transferencias.  

 
2.6 Beneficiarios finales del Proyecto de Vivienda San Martín desarrollado por Adeprovidar 

 
A. Antecedentes: Propuestas iniciales de Beneficiarios 

 
El Concejo, en la Sesión Extraordinaria, Nº 12-2011, Artículo 1, del 17 de febrero de 2011, conoció 
el Memorando ADS-M-021-2011, de la Dirección de Desarrollo Social. Este documento, fue 
presentado al Órgano colegiado por parte del Alcalde, mediante el Oficio AA-082-2011, el cual indica 
que en la citada misiva se presenta el “Informe de familias afectadas por las emergencias en el 
Cantón de Belén durante el año 2007”.  El mencionado Oficio ADS-M-021-2011, contiene 
principalmente la clasificación de los afectados por las citadas emergencias, según se describe a 
continuación: 

 
 Cuadro Nº 1: Total de familias afectadas por las emergencias del año 2007 y su condición 

actual en cuanto al cumplimiento o no de los criterios (de selección). (Este cuadro presenta 
un total de 59 familias). 

 
 Cuadro Nº 2: Familias afectadas por las emergencias del año 2007, las cuales han sido 

preseleccionadas y se proponen como beneficiarios de un terreno, para construir vivienda 
de interés social. (Este cuadro presenta un total de 29 familias). 

 
 Cuadro Nº 3: Familias afectadas por las emergencias del año 2007, en vías de solución 

integral de vivienda. (Este cuadro presenta un total de 2 familias). 
 Cuadro Nº 4: Grupos de familiares para ser considerados como sustitutos para el 

otorgamiento de terreno para construir vivienda de interés social. (Este cuadro presenta un 
total de 14 familias). 

 
En esa ocasión, el Concejo, tomó el acuerdo que se transcribe a continuación en lo de mayor 
relevancia:  “Después de analizar el documento informe: Familias afectadas por las emergencias den 
el Cantón de Belén, 2007, presentado por el Sr. Alcalde, aprobar: PRIMERO: Los cuadros números 
2 y 3 que respalda la toma de decisiones por parte de las autoridades Municipales en concordancia 



  

con los hallazgos encontrados en este trabajo de investigación. SEGUNDO: Girar instrucciones para 
proceder con la compra de terrenos para otorgar el beneficio al número estimado de familias en 
mención. (…) CUARTO: Que el o los beneficiarios de este proyecto de interés social, se 
comprometan con entregar su propiedad o derecho a la Municipalidad de Belén, en razón de la 
protección a la vida de los vecinos, los cuales serán destinados a áreas públicas. QUINTO: Que el 
cuadro 4, de sustitutos será analizado en una Sesión de Trabajo, posteriormente con el propósito de 
analizar y evaluar para tomar las decisiones pertinentes para que opten como beneficiarios del 
proyecto de vivienda. (…)” 

 
Por otra parte, el Concejo, en la Sesión Extraordinaria, Nº 16-2014, Artículo 18, del 18 de marzo de 
2014, conoció el Oficio AMB-MC-068-2014, del Alcalde, quien indicó que se traslada el Oficio ADS-
M-057-2014 (del 13 de marzo de 2014).  Este documento, del Área de Desarrollo Social, indica lo 
siguiente en su introducción: “Por este medio me permito dar cumplimiento al acuerdo tomado por el 
Concejo Municipal, en Sesión Ordinaria No. 12, celebrada el 25 de febrero de 2014… artículo 3, en 
relación al proyecto de vivienda para familias afectadas por emergencia en el cantón de Belén, en el 
año 2007.”  Dicho informe comunica, entre otros aspectos, una actualización de la información sobre 
las familias afectadas, en lo referente a las gestiones realizadas en el periodo comprendido entre el 
año 2011 y la fecha del documento.  Como parte de las conclusiones más importantes, la citada 
misiva indica lo siguiente, en lo de interés: 

 
“5- Se enfrenta la limitante ante el BANHVI de que se deben presentar un mínimo de 40 expedientes, 
de conformidad a que ese es el número de soluciones de vivienda contemplado en el proyecto 
formulado. 
 6- Se plantea la necesidad de incluir en la lista, en condición de sustitutos a familias identificadas y 
caracterizadas por su condición socioeconómica de pobreza extrema que no poseen vivienda propia. 
7- Lista propuesta como posibles beneficiarios (as) y sustitutos del Proyecto de Vivienda: (Se enumera 
una lista de 39 familias)” 

 
Con base en dicho informe del Área de Desarrollo Social, el Concejo acordó aspectos no vinculados 
directamente, con la lista de familias beneficiarias en referencia. El acuerdo respectivo, señala 
textualmente lo siguiente:  “PRIMERO: Enviar solicitud al BANHVI, para incluir al señor Isaac Castillo 
Hernández en el proyecto de vivienda, otorgándole un segundo bono hasta un máximo del monto 
del bono ordinario. Esta solicitud se plantea debido a que el señor Castillo Hernández perdió su 
vivienda en el evento de inundación de junio del año 2007, es un adulto mayor y no es sujeto de 
crédito. SEGUNDO: Aprobar una ayuda del Programa de Ayudas Temporales de la Municipalidad 
de Belén para el señor Isaac Castillo Hernández, por la suma de ¢ 10.000.000.00 (diez millones de 
colones) para complementar parte del costo del valor de la vivienda para que su familia asuma la 
parte restante. TERCERO: Someter a estudio el Concejo Municipal la recomendación número 3 del 
presente informe. CUARTO: Realizar una reunión de trabajo para aclarar las dudas.”   

 



  

Complementariamente, la Dirección del Área de Desarrollo Social, emitió el Oficio ADS-M-061-2014, 
del 14 de marzo de 2014, dirigido al Director del Área Técnica Operativa, cuyo Asunto señala: 
"Información actualizada de familias afectadas por emergencias en el Cantón de Belén, y propuesta 
de posibles beneficiarios para proyecto de vivienda de Interés social".  Ese documento, señala lo 
siguiente:  “De conformidad a su solicitud verbal, me permito hacerle entrega de información 
relevante a la condición actual de familias afectadas por las emergencias cantonales del año 2007, 
propuestas como beneficiarias del proyecto de vivienda de interés social. Así mismo se presenta la 
información de un grupo emergente que enfrenta problemas de inundación a partir del año 2010 en 
los siguientes sectores: Barrio La Amistad, San Vicente, Nuevo San Vicente, Barrio Escobal y Barrio 
San Isidro, los cuales han sido evaluados y considerados como beneficiarios de este proyecto. Ante 
solicitud emitida o el Banhvi a la Junta Directiva de Adeprovidar debe presentarse una lista 
complementaria de familias consideradas como sustitutas para el mismo proyecto, razón por la cual 
se seleccionaron grupos familiares contemplados en la base de datos del Área de Desarrollo Social, 
quienes cumplen las características debido a su caracterización socioeconómica, sin embargo debe 
señalarse que las mismas no han sido afectadas por emergencias cantonales pero actualmente 
alquilan vivienda o comparten las mismas con familiares.” 

 
A continuación, el Oficio ADS-M-061-2014, presenta la siguiente información:  
 

 Cuadro Nº 1: Familias afectadas por emergencia en el Cantón de Belén propuestas como 
beneficiarias del proyecto de vivienda de interés social: Enumera un total de 59 familias (la 
lista inicial).  

 
 Cuadro Nº 2: Familias afectadas por emergencias, a partir del año 2010 en el Cantón de 

Belén propuestas como beneficiarias del proyecto de vivienda de interés social: Enumera un 
total de 17 familias. 

 
 Cuadro Nº 3: Familias preseleccionadas- sustitutas, como beneficiarias del proyecto de 

vivienda de interés social: Enumera un total de 10 familias. 
 

Por último, el 12 de setiembre de 2014, la Dirección del Área de Desarrollo Social, emitió el Oficio 
ADS-N-230-2014, dirigido al Encargado de Proyectos, Grupo Mutual Alajuela, el cual también fue 
firmado por el Alcalde.  El documento, en lo de interés, indica lo siguiente:  "Por este medio me 
permito proporcionarle información correspondiente de las personas propuestas como beneficiarias 
(os) para el proyecto de vivienda, para familias afectadas por las emergencias en el cantón de Belén 
(...) Es importante dejar constancia que el Concejo Municipal de Belén, en Sesión Extraordinaria No. 
12-2011, celebrada el 17 de febrero de 2011 aprobó el Informe de Familias Afectadas por las 
Emergencias en el cantón de Belén en el año 2007. Además, en Sesión Ordinaria No. 16-2014, 
celebrada el 18 de marzo de 2014, fue presentado el Informe de Proyecto de Vivienda para familias 



  

afectadas por las Emergencias en el cantón de Belén.  En ambos documentos se exponen los grupos 
de familias afectadas y se avala como posibles beneficiarios del Proyecto de Vivienda a las 
siguientes personas: (Se enumera un total de 39 familias). 

 
Como familias sustitutas se proponen las siguientes personas: (Se consigna una lista total de 10 
familias).  Además, de las listas arriba presentadas debe contemplarse a las siguientes personas para 
el otorgamiento de bonos de vivienda y financiamiento con el propósito de dar solución a su 
problemática quienes construirán sus viviendas en un terreno de su propiedad: (Se describe una lista 
de 4 personas). 

 
B. Lista Definitiva de Beneficiarios 

 
Por otra parte, el Presidente de la Asociación Adeprovidar, emitió el Oficio # 157-18, del 09 de marzo 
de 2018, dirigido al Concejo Municipal, recibido por la Unidad de Servicio al Cliente, bajo el 
Consecutivo T-976-18, del 12 de marzo de 2018, donde presenta la lista final, de 40 grupos 
familiares, beneficiarios del Proyecto de Vivienda, de la siguiente forma:  “En atención a su solicitud, 
la Junta Directiva de ADEPROVFIDAR, procede a remitir lista de las familias beneficiadas que 
cumplieron con los requisitos establecidos por el BANHVI y obtener el bono de vivienda, siendo 
acreedores de una solución de vivienda en el Proyecto de Vivienda San Martín. No omito 
manifestarle, que en dicha lista se consignan los beneficiados que, por Acuerdo del Concejo 
Municipal, deben entregar su propiedad o derechos mismos que fueron afectados por las 
inundaciones causadas por el Río Quebrada Seca. Lo anterior para lo que corresponda.”  El Concejo, 
en el Artículo 24 de la Sesión Ordinaria Nº 16-2018, del 13 de marzo del 2018, conoció el Oficio # 
157-18 de Adeprovidar. En esa oportunidad se acordó, entre otros aspectos, lo que se cita a 
continuación:   

 
“SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Agradecer a la Asociación ADEPROVIDAR, la 
información brindada. SEGUNDO: Ratificar el Artículo 2 del Acta 15-2018, que cita: “Solicitar al Alcalde 
proceda a coordinar con la Asociación ADERPROVIDAR para preparar la información, las escrituras 
y actuaciones notariales necesarias, con el fin de dar cumplimiento a los acuerdos que dispusieron el 
traspaso de las áreas afectadas a favor de la Municipalidad, previo al otorgamiento de las nuevas 
viviendas del Proyecto San Martín e informe a este Concejo Municipal de las gestiones realizadas para 
tomar acuerdos específicos en cada caso”. (…) CUARTO: Solicitar al Alcalde Municipal y a la 
Asociación ADEPROVIDAR aclarar en cuanto a los beneficiarios de viviendas, que no son dueños de 
propiedades que están afectadas, que sucede con las propiedades y si existe posibilidad de ser 
traspasadas a la Municipalidad. QUINTO: Solicitar a la Asociación ADEPROVIDAR, aclarar cuáles son 
las 25 familias que tienen bono de vivienda, cuáles son las 10 familias que está revisando el Banco 
Hipotecario de la Vivienda, cuáles son las 3 familias que tienen documentación pendiente. “ 

 
Al respecto, se determinó que la solicitud de información dirigida a Adeprovidar, mediante el punto 
Cuarto del mencionado acuerdo, fue contestada por esa Asociación, mediante correo electrónico 



  

que contiene Oficio # 166-18, documento que fue conocido por el Órgano Colegiado en el Artículo 
28 de la Sesión Ordinaria Nº 45-2018, celebrada el 31 de julio del año en curso.  

 
C. Cumplimiento de Requisitos por parte de Beneficiarios del Proyecto de Vivienda 
 
De acuerdo con los resultados de la revisión efectuada por la Auditoría, se determinaron algunas 
inconsistencias, relativas al cumplimiento de varios de los requisitos, establecidos por el Área de 
Desarrollo Social, por parte de grupos familiares incluidos en las listas  previas elaboradas por la 
Municipalidad, considerando además, la lista final de beneficiarios emitida por Adeprovidar.  A 
continuación, se esbozan y detallan las citadas diferencias determinadas, su contexto y análisis final:  

 
1. Según el Oficio ADS-M-047-2018 emitido por el Área de Desarrollo Social, los requisitos que 

debían cumplir los beneficiarios finales del Proyecto de Vivienda, definidos por la Administración 
Municipal, fueron los siguientes:  

 
 Decreto de Emergencia del Poder Ejecutivo, No. 33834 
 Acta de Declaratoria de Inhabitabilidad, emitida por el Ministerio de Salud. 
 Formar parte de un grupo familiar, es decir, un conjunto de personas sujetas a la autoridad 

de un jefe o una jefa de familia que viven bajo el mismo techo y comparten obligaciones del 
hogar. Debe haber al menos una persona mayor de edad. 

 Ser propietario registral legítimo.  
 No tener más de una propiedad inscrita a su nombre. 
 Calificar en el contexto de interés social, tomando como referencia la línea de pobreza 

establecida por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo (INEC). 
 

2. De conformidad con la revisión se determinaron, 6 grupos familiares (incluidos en las listas 
previas de la Dirección de Desarrollo Social), los cuales presentaban falta de cumplimiento en 
uno o dos de los requisitos enumerados anteriormente. Y aun así, dichas familias fueron 
incluidas como posibles beneficiarios finales del proyecto (ya sea como beneficiario o posible 
sustituta). Las inconsistencias o falta de cumplimiento de requisitos se resumen a continuación: 
 
 5 familias no cumplían el requisito de “ser propietario registral legítimo” (del terreno afectado 

por emergencias). 
 

 1 familia no cumplía con los requisitos de ser propietario registral legítimo del terreno y 
además “Calificar en el contexto de interés social, tomando como referencia la línea de 
pobreza establecida por el INEC”. 
 



  

 1 familia no cumplía con los siguientes requisitos: “Formar parte de un grupo familiar” y 
“Calificar en el contexto de interés social, tomando como referencia la línea de pobreza 
establecida por el INEC”. 

 
3. Aunado a lo anterior, es importante tener presente los siguientes aspectos:  

 
 2 de estas familias fueron excluidas del Proyecto de Vivienda por diversos motivos.  

 
 1 jefa de dichas familias falleció, y el nuevo beneficiario es uno de sus hijos. 

 
 Las 3 familias restantes, son las que no cumplían únicamente, con el requisito de ser “ser 

propietario registral legítimo” de la finca afectada.  
 
No obstante, sobre este particular hay que considerar que, la citada funcionaria explicó cada uno de 
los casos en particular, justificando la no observancia de este requisito.  Además, se debe tomar en 
cuenta que, de acuerdo con el Oficio #161-18 del 7 de mayo del año en curso, suscrito por 
Adeprovidar, y remitido a la Dirección Jurídica, un total de 7 familias beneficiarias finales, están en 
esa misma condición, ya que las propiedades afectadas no están a su nombre.  
    

Resultado Obtenido # 7.  Por otra parte, en el Memorando ADS-M-047-2018, la Directora del Área 
de Desarrollo Social manifestó de forma reiterada que esa Área de trabajo no tuvo participación 
alguna en   selección y/o aval de los 40 beneficiarios finales del proyecto de Vivienda San Martín, 
los cuales corresponden a la lista definitiva presentada  por Adeprovidar, en el Oficio # 157-18,  
conocido por el Concejo Municipal en el Artículo 24 de la  Sesión Ordinaria No. 16-2018, del 13 de 
marzo del 2018.  La citada funcionaria agregó también que, la Dirección a su cargo, no posee 
expedientes de los beneficiarios finales del proyecto en referencia, en virtud de que los documentos 
de selección de las familias beneficiarias finales, fueron manejados por las entidades externas 
respectivas, tales como el BANHVI y la Mutual Alajuela.  Además aclaró que, la gestión que la 
Dirección del ADS realizó en ese proceso, fue colaborar con cada uno de los beneficiarios, en la 
revisión de los documentos para que posteriormente los beneficiarios los presentaran al BANHVI, 
estipulando que, no se dejaron copia de los mismos, en los expedientes respectivos, porque no se 
les iba a dar ningún uso. 

 
Complementariamente, la Directora en referencia aportó a la Auditoría Interna, con relación a los 40 
beneficiarios finales, únicamente aportó 25 expedientes físicos, que se vinculan (directa o 
indirectamente) con igual número de esas familias.  Informó que, lo anterior es así, debido a que en 
la citada Dirección existen antecedentes históricos de intervención y atención de esas familias, 
mediante el aporte de Ayudas Temporales, para suplir otro tipo de necesidades económicas.  En 
relación con lo relatado anteriormente, y la comprobación de la ausencia de participación de la 



  

mencionada Dirección, de la Alcaldía y de la Dirección de Desarrollo Social, en la definición de los 
grupos familiares, beneficiarios finales del Proyecto de Vivienda, se comprueba el quebranto de lo 
establecido por el Concejo, en cuanto a que dichas dependencias debían controlar el desarrollo del 
Proyecto, lo cual incluye sus beneficiarios finales.  Al respecto, ese Órgano Colegiado, en la Sesión 
Extraordinaria No. 73-2012, Artículo 5, del 15 de noviembre de 2012, acordó lo siguiente: 
 

“SEGUNDO: Instruir al Señor Alcalde y a la Directora del Área de Desarrollo Social para que se le dé 
la oportuna fiscalización a la transferencia aprobada, por tratarse de fondos públicos y se ejecute 
satisfactoriamente el proyecto de vivienda de las familias afectadas por las emergencias en el Cantón 
de Belén y otras necesidades de vivienda por concepto de emergencia.” 

 
Además, con base en la falta de participación de la Dirección de Desarrollo Social, y de la 
Administración Municipal en general, en la definición de los beneficiarios finales en referencia, se 
evidencia el incumplimiento de lo establecido en la siguiente normativa: 

 
 Circular Nº 14299, DFOE-188 del 18 de diciembre de 2001, denominada Regulaciones sobre 

la fiscalización y el control de los beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación 
alguna, otorgados a sujetos privados, emitida por la Contraloría General de la República. 
 

“VII. Responsabilidad de las entidades u órganos públicos concedentes de beneficios patrimoniales, 
gratuitos o sin contraprestación alguna, en favor de sujetos privados. 

 
1. Los servidores de las entidades u órganos públicos concedentes de beneficios patrimoniales a 
sujetos privados, deberán cumplir lo siguiente: (…) 

 
c) Implementar los mecanismos de control necesarios y suficientes para verificar la correcta utilización 
y destino de todos los beneficios que otorga. (Párrafos final y segundo de los artículos 7 y 25, 
respectivamente, de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República). 

 
e) Comprobar por los medios que considere idóneos, que los beneficios concedidos al sujeto privado 
se programen, ejecuten y liquiden de acuerdo con la finalidad para la cual se otorgaron. (Párrafo 
tercero y segundo de los artículos 7 y 25, respectivamente, de la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República).” 
 

 Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE), aprobadas 
mediante Resolución del Despacho de la Contralora General de la República Nº R-CO-9-
2009 del 26 de enero 2009 y Publicadas en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero, 2009, las 
cuales disponen en lo pertinente, lo que se transcribe a continuación: 

 



  

“4.5.3 Controles sobre fondos concedidos a Sujetos Privados. El jerarca y los titulares subordinados, 
según sus competencias, deben establecer los mecanismos necesarios para la asignación, el giro, el 
seguimiento y el control del uso de los fondos que la institución conceda a sujetos privados. Lo anterior, 
para asegurar el debido cumplimiento del destino legal y evitar abusos, desviaciones o errores en el 
empleo de tales fondos; todo lo cual deberá contemplarse en las regulaciones contractuales, 
convenios, acuerdos u otros instrumentos jurídicos que definan la relación entre la administración que 
concede y los sujetos privados.  Al respecto, se debe considerar que esos fondos se utilicen conforme 
a criterios de legalidad, contables y técnicos, para lo cual, entre otros, deben verificarse los requisitos 
sobre la capacidad legal, administrativa y financiera, y sobre la aptitud técnica del sujeto privado; así 
también, para comprobar la correcta utilización y destino de todos los fondos que se les otorga, deben 
definirse los controles que se ejercerán y los informes periódicos que deberá rendir el sujeto privado. 

 
En todo caso, debe documentarse la gestión realizada por la institución que concede, con respecto a 
tales fondos por parte de los sujetos privados.” 

 
“2.5.2 Autorización y aprobación. La ejecución de los procesos, operaciones y transacciones 
institucionales debe contar con la autorización y la aprobación respectivas de parte de los funcionarios 
con potestad para concederlas, que sean necesarias a la luz de los riesgos inherentes, los 
requerimientos normativos y las disposiciones institucionales.” 

 
2.7 Convenio entre la Municipalidad y la Asociación de Desarrollo Especifica Adeprovidar 

 
La Contraloría General de la República, mediante el Oficio DFOE-188, del 18 de diciembre de 2001, 
emitió la Circular Nº 14299 denominada "Regulaciones sobre la fiscalización y el control de los 
beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, otorgados a sujetos privados". El 
Capítulo VII de dicha Circular, señala dentro de otros aspectos, lo siguiente:  “Responsabilidad de 
las entidades u órganos públicos concedentes de beneficios patrimoniales, gratuitos o sin 
contraprestación alguna, en favor de sujetos privados. 

 
1. Los servidores de las entidades u órganos públicos concedentes de beneficios patrimoniales a 
sujetos privados, deberán cumplir lo siguiente: 

 
a) Las regulaciones indicadas en los puntos I a VI anteriores. 

 
b) Someter a refrendo de la Contraloría General de la República, los contratos o convenios con sujetos 
privados que reciben beneficios patrimoniales, de conformidad con el Reglamento sobre el refrendo 
de las contrataciones de la Administración Pública, publicado en La Gaceta N°28 del 9 de febrero del 
2000.” (El resaltado fue añadido) 

 



  

De igual forma, el Ente Contralor, por medio del Oficio  DFOE-189, del 18 de diciembre  de 2001, 
emitió la Circular Nº 14300, la cual se denomina "Circular con regulaciones aplicables a los sujetos 
privados que reciben partidas específicas y transferencias del Presupuesto Nacional así como 
transferencias por beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, de entidades u 
órganos públicos; o que por disposición de ley, deben presentar su presupuesto para la aprobación 
de la Contraloría General de la República".  El Capítulo II de dicha Circular, se señala dentro de otros 
aspectos, lo siguiente:  

 
“Sobre Asuntos Presupuestarios: 
4. El presupuesto ordinario deberá remitirse con la siguiente documentación y requisitos: 
a)  Carta de presentación dirigida a la Contraloría General, firmada por la autoridad superior; en la que 
se deben especificar los documentos que se están aportando, y la siguiente información:      (…) 

 
d. Copia de los contratos y convenios suscritos con entidades u órganos públicos.” 

 
Resultado Obtenido # 8.  No obstante, lo descrito anteriormente, de conformidad con los resultados 

del presente estudio, los cuales abarcaron entre otros aspectos, la revisión de la documentación 
contenida en los expedientes de este caso, de las Áreas Técnica Operativa y de Desarrollo Social, 
no se tuvo evidencia de que la Municipalidad y la Asociación de Desarrollo Específica Adeprovidar, 
suscribieran un convenio que regulara todo lo concerniente al uso de las trasferencias otorgadas a 
dicho Sujeto Privado.  En este caso, la suscripción de un convenio entre las partes, hubiera contado 
con suficiente respaldo y sustento, dado lo cuantioso de las transferencias otorgadas por la 
Municipalidad a Adeprovidar, las cuales alcanzaron la suma de ¢ 531,000,000; destacándose la 
primera de estas erogaciones por ¢ 450,000,000.  La situación relatada sucedió, aun cuando la 
Auditoría Interna Municipal, mediante el Oficio de Advertencia AI-33-2012, del 31 de mayo de 2012 
(6 meses antes de que se realizara la transferencia a Adeprovidar), comunicó a la Alcaldía, con 
copia al Concejo, dentro de otros aspectos que, en el caso de la valoración de la posibilidad de 
efectuar transferencias de recursos a la Adeprovidar, resultaba importante que se tomara en 
cuenta, lo que se transcribe a continuación: 

 
“En caso de que se apruebe el aporte de recursos para el proyecto, se deberá, según lo previsto 
(sic) en el punto VII de la circular No. 14299 y 14300, establecer el convenio que resulte necesario, 
para regular todo lo relacionado con la transferencia, con estricto apego al bloque de legalidad 
aplicable.”  En razón de la citada ausencia de un convenio entre la Municipalidad y Adeprovidar, que 
regulara los aspectos más relevantes de las transferencias otorgadas a dicho Sujeto Privado, se 
suscitó un mayor exposición al riesgo, en lo relativo al otorgamiento y uso final de los mencionados 
recursos por parte del sujeto privado, lo cual incrementó la posibilidad de un uso inadecuado de 
dichos recursos económicos, en contraposición con la normativa vigente en esa materia. 

 



  

 
 

2.8 Solicitud de aprobación del Presupuesto de Adeprovidar ante la Contraloría General de la 
República 
 

El Artículo 5 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nº 7428, consigna lo 
siguiente: 
 

“Control sobre Fondos y Actividades Privados. Todo otorgamiento de beneficios patrimoniales, gratuito 
o sin contraprestación alguna, y toda liberación de obligaciones, por los componentes de la Hacienda 
Pública, en favor de un sujeto privado, deberán darse por ley o de acuerdo con una ley, de conformidad 
con los principios constitucionales, y con fundamento en la presente Ley estarán sujetos a la 
fiscalización facultativa de la Contraloría General de la República. Cuando se otorgue el beneficio de 
una transferencia de fondos del sector público al privado, gratuita o sin contraprestación alguna, la 
entidad privada deberá administrarla en una cuenta corriente separada, en cualquiera de los bancos 
estatales; además llevará registros de su empleo, independientes de los que corresponden a otros 
fondos de su propiedad o administración. Asimismo, someterá a la aprobación de la Contraloría 
General de la República, el presupuesto correspondiente al beneficio concedido.” (El resaltado fue 
agregado). 

 
Por otra parte, en el Capítulo V de la citada Circular Nº 14299 del 18 de diciembre de 2001, de la 
Contraloría General de la República, se señala dentro de otros aspectos, lo siguiente:  

 
“Giro de los recursos. (…) 

 
3. Además de los requisitos anteriores, para que las entidades u órganos públicos puedan girar fondos 
por beneficios patrimoniales otorgados en favor de los sujetos privados a que se refiere la circular Nº 
14300 de esta misma fecha (que se adjunta a este documento), estos últimos deberán demostrar que 
cuentan con el respectivo presupuesto aprobado por esta Contraloría General. El órgano contralor 
informará a las entidades y órganos públicos concedentes, el nombre de las entidades que estarán 
sujetas a dicha circular.” (El destacado fue añadido). 

 
Al respecto las Normas de control interno para los sujetos privados que custodien o administren por 
cualquier título, fondos públicos, (N-1-2009-CO-DFOE), y publicadas en La Gaceta Nº 25, del 5 de 
febrero de ese año, consignan la obligatoriedad del cumplimiento de la mencionada Ley Orgánica 
de la Contraloría General de la República, al estipular lo siguiente:   

 
“Artículo 3° – Establecer que los sujetos privados, que reciben de los componentes de la Hacienda 
Pública beneficios patrimoniales gratuitos o sin contraprestación alguna o liberación de obligaciones, 
deberán aplicar el régimen de control preceptuado en los artículos 5, 6 y 7 de la Ley Orgánica de la 



  

Contraloría General, sin perjuicio de que adicionalmente adopten mejores prácticas que coadyuven a 
la consecución del fin previsto en el otorgamiento de tales beneficios.”  De igual forma, el Capítulo II 
de la mencionada Circular Nº 14300 del 18 de diciembre de 2001, del Ente Contralor, se establece 
dentro de otros aspectos, lo siguiente:  

 
“Sobre Asuntos Presupuestarios: 
 

1. Se entenderá como presupuesto ordinario el instrumento que expresa en términos 
financieros un plan de trabajo anual de una entidad o el instrumento que detalla los ingresos 
y egresos de un programa o proyecto 

 
2. Los presupuestos para la Contraloría General de la República deberán ser preparados, en 

lo que concierna, con apego a los principios presupuestarios indicados en el Artículo 5 de la 
Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos, N° 8131 del 18 de setiembre 
de 2001. 

 
El presupuesto que los sujetos privados remitan a la Contraloría comprenderá exclusivamente: 

 
a) Los ingresos provenientes de los presupuestos públicos. 
b) Los gastos que se financiarán con tales ingresos. 
c) Los ingresos de origen privado que administre el sujeto privado, y los gastos que con éstos 

se realicen, no se reflejarán en el presupuesto que se presente a la Contraloría General, 
salvo disposición legal expresa que así lo establezca. 

 
3. El presupuesto ordinario debe presentarse a esta Contraloría a más tardar el 30 de      

setiembre. No obstante, el presupuesto ordinario que incorpore recursos ocasionales de 
origen público, para financiar total o parcialmente un programa o proyecto, podrá ser 
presentado en cualquier momento. (El énfasis no es del original)” 

 
Con el propósito de establecer, si el Presupuesto de Adeprovidar, que incluía la transferencia de la 
Municipalidad, para compra del terreno, por ¢ 450,000,000 debió ser presentado por esa entidad, 
para su aprobación ante la Contraloría General de la República, resulta preciso considerar los 
siguientes aspectos:  

 
a) El 15 de noviembre de 2012, corresponde la fecha de aprobación por parte del Concejo 

Municipal, de la Modificación Interna Nº 06-2012, variación presupuestaria en la cual se 
incluyó la citada transferencia por un monto de ¢ 450 millones, efectuada mediante los 
Acuerdos de los Artículos 4 y 5 de la Sesión Ordinaria Nº 73-2012. 

 
b) La aplicación de la citada Circular Nº 14300, de la Contraloría General, resulta aplicable 

en los siguientes supuestos:  
 



  

I. Ámbito de aplicación/ Las regulaciones contenidas en este documento se aplicarán al sujeto privado 
que se encuentre al menos en una de las siguientes condiciones: a) … 
b) Que para un determinado año cuente con ingresos de origen público, por un monto expresado en 
Unidades de Desarrollo que sea superior a 150,733 UD. 

 
Para determinar si el presupuesto ordinario del año siguiente debe ser aprobado por la Contraloría 
General de la República, el monto de los ingresos de origen público para ese año deberá dividirse entre 
el calor de la Unidad de Desarrollo del primer día hábil del mes de agosto del año anterior, y si ese 
monto de ingresos expresado en Unidades de Desarrollo supera el límite establecido (150,733 UD), el 
presupuesto deberá enviarse a la Contraloría General para su correspondiente aprobación.” 

 
c) De acuerdo con la norma citada en el punto anterior, es preciso determinar el valor de la 

Unidad de Desarrollo, el primer día hábil del mes de agosto del año anterior, al periodo 
donde se presupuestó el monto de ¢ 450 millones. 

 
Lo descrito permite indicar que la fecha aludida, es del 1 de agosto del 2011; resultando que ese día 
el valor de la Unidad de Desarrollo (U.D) es de 742,229, de acuerdo con la información emitida por el 
Banco Central de Costa Rica. 

 
d) Posteriormente, de conformidad con el citado criterio de la Circular Nº 14300, se debe 

dividir el monto presupuestado (Transferencia municipal por ¢ 450 millones) entre el valor 
de las unidades de desarrollo del primer día hábil del mes de agosto del año anterior 
(742,229). 

 
El resultado de dicha operación es el siguiente: ¢ 450.000.000,00 / 742,222 = 606,282 U.D. 

 
e) Debido a que el monto de 606,282 U.D. es superior al establecido en la citada norma 

(150,733 U.D.), resulta evidente evidencia que la Asociación Adeprovidar, debió de haber 
presentado ante la Contraloría General de la República, el presupuesto donde se incluyó 
el monto de ¢ 450.000.000,00 destinado a la compra del terreno. 

 
Resultado Obtenido # 9.  No obstante la normativa transcrita anteriormente y el análisis efectuado, 

el cual permite establecer la obligación de Adeprovidar, de haber gestionado el Presupuesto ante 
el Ente Contralor, de conformidad con los resultados del presente estudio, el cual abarcó entre 
otros aspectos, la revisión de la documentación contenida en los expedientes de este caso,  no se 
obtuvo evidencia de que Adeprovidar haya remitido a la Contraloría General de la República, el 
Presupuesto que contenía los recursos por ¢ 450,000,000  correspondientes a la primera y más 
cuantiosa transferencia recibida de parte de la Municipalidad.  Así como tampoco se obtuvo 
evidencia de que, de forma previa al giro de los recursos por el citado monto, la Administración 
Municipal (Área de Desarrollo Social, Área Administrativa Financiera y Alcaldía), se hubiera 
verificado dejando constancia documental, de que Adeprovidar, haya presentado ante la 



  

Contraloría General de la República, el presupuesto que contenía los recursos citados 
correspondientes a la primera de las transferencias recibidas.   

 
En respuesta a consulta sobre el particular, mediante el Oficio # 165-18, del 7 de agosto del año en 
curso, el Presidente de Adeprovidar, confirmó la ausencia del citado trámite presupuestario por parte 
de esa entidad, ante la Contraloría General de la República. 

 
Además en dicho documento, el citado Presidente, manifestó que Adeprovidar, únicamente se apegó 
al cumplimiento del Procedimiento para el Trámite de Transferencias a Sujetos Privados  otorgadas 
por la Municipalidad de Belén, así como también a lo establecido en el Reglamento para Ayudas 
Temporales y Subvenciones de la Municipalidad de Belén y  la Circular Nº 14299, emitida el 18 de 
diciembre del 2014, por la Contraloría General  denominada Regulaciones sobre la fiscalización y el 
control de beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, otorgados a sujetos 
privados.  La situación comentada aconteció, a pesar de que la Auditoría Interna Municipal, mediante 
el Oficio de Advertencia AI-033-2012, del 31 de mayo de 2012, comunicó a la Alcaldía, con copia al 
Concejo, dentro de otros aspectos que, en el caso de la valoración de la posibilidad de efectuar 
transferencias de recursos a la Adeprovidar, resultaba importante que se considerara, lo que se 
transcribe a continuación: 

 
“Por otra parte, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley Orgánica de la Contraloría 
y en las circulares Nos. 14299 y 14300, el privado también deberá cumplir con los trámites 
presupuestarios ante la Contraloría, en cuanto resulte procedente, de acuerdo con el monto de la 
transferencia, aspecto que deberá ser verificado por la Municipalidad, antes del giro de los recursos.” 

 
De conformidad con los resultados de la revisión efectuada, se evidencia la inobservancia, por parte 
de Adeprovidar, así como de la Administración Municipal, como responsable del control sobre las 
transferencias municipales, de lo relativo a la solicitud de la aprobación del Presupuesto del sujeto 
privado, ante la Contraloría General de la República, en los casos que correspondieran, según el 
monto de las transferencias recibidas.  Todo lo anterior, en concordancia con el cumplimiento de lo 
dispuesto sobre el tema de trámites presupuestarios, en el Artículo 5 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República, y en las Circulares del Ente Contralor, Nos. 14299 y 14300 del 
18 de diciembre de 2001.  Complementariamente, es posible determinar que tanto Adeprovidar como 
la Administración Municipal, no cumplieron con las Normas de Control Interno para el Sector Público, 
emitidas por la Contraloría General de la República, las cuales en lo de aplicación en este caso, 
disponen lo siguiente:  

 
“4.6 Cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico.  El jerarca y los titulares subordinados, según 
sus competencias, deben establecer las actividades de control que permitan obtener una seguridad 
razonable de que la actuación de la institución es conforme con las disposiciones jurídicas y técnicas 
vigentes.  Las actividades de control respectivas deben actuar como motivadoras del cumplimiento, 



  

prevenir la ocurrencia de eventuales desviaciones, y en caso de que éstas ocurran, emprender las 
medidas correspondientes. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, 
la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así 
como los requisitos indicados en la norma 4.2.” 

 
“4.5.3 Controles sobre fondos concedidos a Sujetos Privados. El jerarca y los titulares subordinados, 
según sus competencias, deben establecer los mecanismos necesarios para la asignación, el giro, el 
seguimiento y el control del uso de los fondos que la institución conceda a sujetos privados. Lo anterior, 
para asegurar el debido cumplimiento del destino legal y evitar abusos, desviaciones o errores en el 
empleo de tales fondos; todo lo cual deberá contemplarse en las regulaciones contractuales, 
convenios, acuerdos u otros instrumentos jurídicos que definan la relación entre la administración que 
concede y los sujetos privados.  Al respecto, se debe considerar que esos fondos se utilicen conforme 
a criterios de legalidad, contables y técnicos, para lo cual, entre otros, deben verificarse los requisitos 
sobre la capacidad legal, administrativa y financiera, y sobre la aptitud técnica del sujeto privado; así 
también, para comprobar la correcta utilización y destino de todos los fondos que se les otorga, deben 
definirse los controles que se ejercerán y los informes periódicos que deberá rendir el sujeto privado. 

 
En todo caso, debe documentarse la gestión realizada por la institución que concede, con respecto a 
tales fondos por parte de los sujetos privados.” 

 
“2.5.2 Autorización y aprobación. La ejecución de los procesos, operaciones y transacciones 
institucionales debe contar con la autorización y la aprobación respectivas de parte de los funcionarios 
con potestad para concederlas, que sean necesarias a la luz de los riesgos inherentes, los 
requerimientos normativos y las disposiciones institucionales.” 

 
“4.5.1 Supervisión constante. El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
ejercer una supervisión constante sobre el desarrollo de la gestión institucional y la observancia de las 
regulaciones atinentes al SCI, así como emprender las acciones necesarias para la consecución de 
los objetivos.” 

En virtud de la no presentación ante la Contraloría General de la República, de los presupuestos 
correspondientes a las transferencias municipales, y la ausencia de verificación de dichos trámites 
por parte de la Administración Municipal, violentando el Principio de Legalidad  y a su vez 
ocasionando el debilitamiento del Control Interno, ocurrió un incremento en la posibilidad de  un uso 
inadecuado de fondos, por parte del Sujeto Privado, en contraposición con la normativa vigente en 
esa materia. 

 
2.9 Expedientes del Área de Desarrollo Social sobre los Beneficiarios del Proyecto de Vivienda 

 
La Auditoría revisó 23 expedientes sobre las familias beneficiarias del Proyecto y que fueron 
facilitados por el Área de Desarrollo Social, con relación a los cuales, se determinó lo siguiente:  De 
acuerdo con el análisis de dichos expedientes, se evidenció que los mismos, se vinculan con ayudas 
económicas dentro del Programa de Ayudas Temporales, otorgadas a los beneficiarios finales del 
Proyecto de Vivienda, o a familiares directos, relacionados con la problemática de las emergencias 



  

cantonales, para suplir necesidades de alquiler de vivienda, alimentación, etc.  No obstante, del 
análisis de la información documental, y de las manifestaciones de la citada Directora, se puso de 
manifiesto que esos expedientes, se vinculan con el otorgamiento de recursos por parte de la 
Municipalidad, en el ámbito del de Ayudas Temporales, a los beneficiarios finales del Proyecto de 
Vivienda, o a familiares directos, relacionados con diversas emergencias, para suplir necesidades 
de alquiler de vivienda, alimentación, etc. 

 
Resultado Obtenido # 10.  Sin embargo, en ninguno de los casos, los documentos incluidos en cada 

uno de los expedientes pueden ser asociados a la condición de dichas personas, como 
beneficiarios finales del citado Proyecto de Vivienda.  En concordancia con los temas anteriores, 
concernientes a la información incluida en expedientes del Área de Desarrollo Social, es posible 
establecer los siguientes aspectos: 

 
 Los documentos de esos expedientes presentan información histórica de los beneficiarios o 

sus familiares, sobre fondos recibidos como damnificados por las emergencias cantonales, 
en años previos al desarrollo del Proyecto de Vivienda por parte de Adeprovidar, y que se 
originaron del desastre del Rio Quebrada Seca.  
 

 La Dirección del Área de Desarrollo Social no elaboró, y por consiguiente no cuenta 
actualmente con un expediente de cada una de las 40 familias, afectadas por las 
emergencias cantonales e incluidas en la lista final del Proyecto de Vivienda desarrollado 
por la Asociación Adeprovidar. 

 
 Complementariamente, es factible determinar que, únicamente se cuenta con expedientes 

e información relacionada con 23 de los beneficiarios del Proyecto de Vivienda de 
Adeprovidar, lo cual evidencia que, en el caso de 17 de las familias beneficiarias finales, no 
se posee ningún expediente formal de esas familias.  
 

 En ese contexto, de conformidad con el análisis efectuado, 11 de estos 17 casos, cuentan 
al menos, con una referencia que las vincula con condiciones de pobreza, porque esas 
familias anteriormente habían recibido ayudas temporales por parte de la Municipalidad, o 
situaciones similares. 

 
No obstante, se determinaron 6 casos de beneficiarios, de los cuáles la mencionada Dirección no 
tiene ningún conocimiento de los mismos, por lo que no es posible demostrar y documentar 
referencias a condiciones socioeconómicas que comprueben la justificación de que dichos grupos 
familiares hayan sido incluidos por Adeprovidar, como beneficiarios del Proyecto de Vivienda.  Con 
respecto a los citados beneficiarios, se consultó a la Junta Directiva de Adeprovidar, y en la respuesta 
correspondiente, se nos manifestó lo siguiente, en lo de interés:  “De la lista consultada, la señora 



  

(…) Cédula Nº    ya fue beneficiada con la filial 17 en el proyecto San Martín, vivía entre Escobal y 
la Amistad por el puente de Sayo Leona, colindando con el Río Quebrada Seca, el señor (…) Cédula 
Nº, viven en barrio San Isidro del Polideportivo por la línea del tren, colinda con el Quebrada Seca, 
en estos casos (Sic) fueron afectados por la emergencia del 2007, sin embargo, no tramitaron la 
carta de declaratoria de inhabitabilidad.  

 
Los restantes de la lista de familias consultadas, estas no poseen acta de emergencia o Declaratoria 
de inhabitabilidad, ya que las mismas ingresaron por no tener vivienda y pertenecer a un grupo de 
familias de escasos recursos del cantón de Belén, cumpliendo con los requisitos exigidos por el 
BANHVI.” 

 
Además, en la misma misiva se agregó lo siguiente:  “No se tienen expedientes, ya que la entidad 
autorizada para la tramitación de los bonos es Grupo Mutual de Alajuela, por lo tanto, ellos son los 
encargados de formar cada expediente y realizar el análisis correspondiente en el cumplimiento de los 
requisitos establecidos por el BANHVI, para el otorgamiento de bonos de vivienda. (…) es la entidad 
o son las entidades autorizadas quienes hacen los estudios, la Junta Directiva de Adeprovidar 
únicamente actuó como enlace para orientar a las familias en cuanto a la documentación que se 
solicitaba a los posibles beneficiarios.”  En  virtud del aspecto comentado, relacionado con la ausencia 
de algunos de los expedientes de beneficiarios finales del Proyecto de Vivienda, así como de 
información actualizada sobre dichas familias, en el Área de Desarrollo Social, así como también en  
Adeprovidar,  se contraviene lo estipulado en las Normas de control interno para el Sector Público (N-
2-2009-CO-DFOE), aprobadas mediante Resolución del Despacho de la Contralora General de la 
República Nº R-CO-9-2009 del 26 de enero 2009 y Publicadas en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero, 
2009, las cuales disponen, en lo conducente, lo que se transcribe a continuación: 
   
“4.4.1 Documentación y registro de la gestión institucional. El jerarca y los titulares subordinados, 
según sus competencias, deben establecer las medidas pertinentes para que los actos de la gestión 
institucional, sus resultados y otros eventos relevantes, se registren y documenten en el lapso 
adecuado y conveniente, y se garanticen razonablemente la confidencialidad y el acceso a la 
información.” 
 
De igual forma, dada la situación relatada, se comprueba la inobservancia, por parte de la 
Administración Municipal y de la Asociación, del siguiente numeral de la Ley General de Control 
Interno, la cual en lo pertinente, dispone lo siguiente:  
  
“Artículo 15.- Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán deberes del jerarca 
y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes: (…) 
Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente tanto las políticas como los 
procedimientos que definan claramente, entre otros asuntos, los siguientes: (…) 

  



  

iii. El diseño y uso de documentos y registros que coadyuven en la anotación adecuada de las 
transacciones y los hechos significativos que se realicen en la institución. Los documentos y registros 
deberán ser administrados y mantenidos apropiadamente.” 
 

2.10 Revisión del caso específico de una familia Beneficiaria del Proyecto de Vivienda 
 

Como parte de la revisión del total de 40 familias beneficiarias del Proyecto de Vivienda San Martín, 
se analizó el caso específico de una de estas familias.  Por otra parte, se comprobó que, en el Oficio 
# 157-18, del 9 de marzo de 2018, dirigido al Concejo Municipal, suscrito por Adeprovidar, se 
establece que uno de los 40 beneficiarios finales del Proyecto de vivienda San Martín, corresponde 
al citado grupo familiar.  Además, de conformidad con las consultas realizadas en la página de 
internet del Registro Civil, sobre las personas miembros del citado grupo familiar, se comprobaron 
las relaciones de parentesco (Esposos e hijos respectivamente) de los citados individuos.  Al 
respecto, de conformidad en el Memorando ADS-M-047-2018, emitido por el Área de Desarrollo 
Social, del 18 de mayo del año en curso, dirigido a la Auditoría, y que se denomina Informe de 
Respuesta al Oficio OAI-76-2018. Asunto: “Beneficiarios del Proyecto de Vivienda de Adeprovidar”, 
la Directora de esa Área, dentro de otros aspectos, indicó lo siguiente, en lo de mayor relevancia:  

 
“La Dirección del ADS no tuvo ninguna participación en la selección y/ o aval de los 40 beneficiarios 
finales del proyecto de Vivienda San Martín, consignados en el oficio 157-2018, presentado por el Sr. 
Hugo Arguello Venegas, presidente de Adeprovidar, al Concejo Municipal.” 

 
Mediante el Memorando ADS-M-050-2018, del 25 de mayo del 2018, dirigido a la Auditoría Interna, 
la mencionada Directora entregó información complementaria a la brindada en el descrito 
Memorando ADS-M-047-2018.  En dicha misiva, con referencia al Expediente del grupo familiar 
analizado, la misma funcionaria informó que “No hay Expediente” en el Área de Desarrollo Social. Al 
respecto, es importante tener presente que, de acuerdo con lo manifestado por la Dirección del Área 
de Desarrollo Social, ese proceso de trabajo no participó en la determinación y análisis de los 
beneficiarios finales del Proyecto de Vivienda, conjunto de personas de la cual la familia mencionada 
forma parte.  Por su parte, la Auditoría Interna, por medio del Oficio OAI-124-2018, del 3 de julio del 
año en curso, solicitó diversa información a la Junta Directiva de la Asociación Adeprovidar.  Parte 
de dichos requerimientos de información se relacionan con los 40 grupos familiares Beneficiarios 
finales del Proyecto de Vivienda, según la lista consignada en el citado Memorando # 157-18 del 9 
de marzo del 2018, emitido por dicha entidad.  

 
Al respecto, se solicitaron copia de los expedientes completos de esos beneficiarios; además con 
relación a un grupo particular de 17 beneficiarios, se solicitó brindar la siguiente información: 

 
 Emergencia que afectó su vivienda. 
 Dirección de la misma. 



  

 Número de Declaratoria de Inhabitabilidad de la casa.  
 

Dentro de esos grupos familiares de beneficiarios, se incluyó el caso de la familia analizada.  
Mediante el Oficio # 165-18 del 7 de agosto del 2018, el Presidente de la Junta Directiva de 
Adeprovidar atendió los requerimientos de información mencionados, respondiendo en lo de interés, 
que no se tienen expedientes, ya que la entidad autorizada para la tramitación de los bonos es Grupo 
Mutual Alajuela, por lo tanto, ellos son los encargados de formar cada expediente y realizar el análisis 
correspondiente en el cumplimiento de los requisitos establecidos por el BANHVI.  Además, dicho 
Presidente, agregó que, con relación a las familias consultadas, (dentro de las cuales se incluye el 
caso bajo análisis), estas no poseen acta de emergencia, o Declaratoria de Inhabitabilidad, ya que 
las mismas ingresaron por no tener vivienda y pertenecer a un grupo de familias de escasos recursos 
del cantón de Belén, cumpliendo con los requisitos exigidos por el BANHVI. 

 
Resultado Obtenido # 11.  De conformidad con los resultados descritos, no se logró obtener evidencia 

documental, de las condiciones socioeconómicas que permitieron incluir a la familia de marras, 
como beneficiaria final del Proyecto de Vivienda.  No obstante, por medio de una revisión 
correspondiente se comprobó que la cónyuge, miembro del grupo familiar en referencia, aparece 
como contribuyente ante Tributación Directa del Ministerio de Hacienda, en razón de las actividades 
económicas realizadas. También el jefe del dicha familia, ostenta la condición de Patrono al día 
ante la Caja Costarricense de Seguro Social y también posee una Patente Municipal por 
actividades comerciales realizadas en el Cantón.  Además se observó en la plataforma Facebook, 
de las páginas relativas al negocio propiedad de la familia y de la Señora (…), se observaron 
indicios sobre la posible condición socioeconómica de relativa a las personas que forman parte del 
grupo familiar beneficiario de una vivienda del Proyecto San Martín, cuyo jefe es el Señor (…).  

 
Al respecto, de conformidad con la información y fotografías, que se muestran en las citadas paginas 
revisadas, se evidencia que las condiciones sociales y económicas de las personas mostradas en 
las mismas, no parecen corresponder a miembros de un grupo familiar que forma parte de un 
proyecto de vivienda de interés social, como del que son beneficiarios.  En virtud de lo anterior, 
donde se aprobó una vivienda a una familia, de la cual no se obtuvo evidencia de que poseyera las 
condiciones socioeconómicas para ser beneficiaria del Proyecto de Vivienda, dicha situación podría 
implicar un quebrantamiento de la siguiente normativa: 
 

a) Código Municipal, el cual dispone lo siguiente en lo de interés: 
 

“Artículo 62:  (…) A excepción de lo dispuesto en los párrafos anteriores, las municipalidades podrán 
otorgar ayudas temporales a vecinos y vecinas del cantón que enfrenten situaciones, debidamente 
comprobadas, de desgracia o infortunio.” 

 



  

b) Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos, la cual estipula lo siguiente 
sobre el sobre el particular: 

 
Artículo 3.- Fines de la Ley / Los fines de la presente Ley que deberán considerarse en su 
interpretación y reglamentación serán:  

 
a. Propiciar que la obtención y aplicación de los recursos públicos se realicen según los principios de 
economía, eficiencia y eficacia. (…) 

 
c) Ley contra la Corrupción, No.  8422, la cual consigna, en lo de relevancia,  lo siguiente: 

 
"Artículo 356.-Malversación. Serán reprimidos con prisión de uno a ocho años, el funcionario público, 
los particulares y los gerentes, administradores o apoderados de las personas jurídicas privadas, 
beneficiarios, subvencionados, donatarios o concesionarios que den a los caudales, bienes, servicios 
o fondos que administren, custodien o exploten por cualquier título o modalidad de gestión, una 
aplicación diferente de aquella a la que estén destinados.”  

 
En razón de lo descrito, la Administración debe realizar un análisis de este caso, relacionado con el 
citado grupo familiar, beneficiario final del Proyecto San Martín, con el fin de determinar, entre otros 
aspectos, las condiciones socioeconómicas en que recibió la ayuda descrita.  En consecuencia, en 
el caso de que resulte procedente, realizar un procedimiento administrativo, para determinar las 
eventuales responsabilidades que podrían corresponder.  

 
2.11 Expediente Administrativo del Proyecto confeccionado por Adeprovidar 

 
Como parte del estudio, se solicitó a la Asociación, el Expediente Administrativo llevado por esa 
entidad sobre el Proyecto de Vivienda San Martín, para la revisión respectiva.  Los resultados de la 
revisión permitieron determinar lo siguiente: 

 
a) Adeprovidar, confeccionó y facilitó a la Auditoría un total de 4 Expedientes, los cuales se 

resumen así:  
 

 Correspondencia, el cual contiene diversos tipos de documentos, del periodo 2009-2013, 
consta de 335 folios, numerados del 001 al 335. 

 Correspondencia, el cual contiene diversos tipos de documentos, del periodo 2014 a marzo 
del  2018, consta de 324 folios, numerados del 001 al 324. 
 

 Trámites de pagos del Fideicomiso # 4989, administrado por Banco Improsa, del periodo 
comprendido de diciembre del 2015 al 20 marzo 2018, consta de 47 folios, numerados del 
001 al 047. 

 



  

 Trámites de Gastos de Formalización, del periodo 15 marzo del 2018 al 7 de mayo del 
2018, consta de 12 folios, numerados del 001 al 012. 

 
Resultado Obtenido # 12.  En los casos de los 4 Expedientes citados, los documentos que los 
conforman presentan un correcto orden de archivo cronológico, y están foliados. 
 

b) Es necesario señalar, que en ninguno de los 4 expedientes del Proyecto de Vivienda San 
Martín, contienen el documento correspondiente al Avalúo Número LN 40745, del 30 de 
noviembre del 2012, realizado por la Empresa Lansa Consultores S.A., a la finca Folio Real 
134909-000, por ¢ 468,330,952. 

 
Este documento reviste mucha importancia ya que, con base en ese avalúo la Asociación adquirió el 
terreno en referencia, cancelando ¢ 450,000,000 más ¢ 3,270,312.50, por concepto de intereses, para 
un total de ¢ 453,270,312.50.  La situación relatada permite concluir que el Expediente de Adeprovidar, 
relacionado con el Proyecto de Vivienda no está completo.  Lo comentado resulta contrario a lo 
estipulado en las Normas Generales de control interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE), 
aprobadas mediante Resolución del Despacho de la Contralora General de la República Nº R-CO-9-
2009 del 26 de enero 2009 y Publicadas en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero, 2009, las cuales 
disponen, en lo conducente, lo que se transcribe a continuación:   

 
“4.4.1 Documentación y registro de la gestión institucional El jerarca y los titulares subordinados, según 
sus competencias, deben establecer las medidas pertinentes para que los actos de la gestión 
institucional, sus resultados y otros eventos relevantes, se registren y documenten en el lapso 
adecuado y conveniente, y se garanticen razonablemente la confidencialidad y el acceso a la 
información pública, según corresponda.”  Además, la situación determinada, se opone a la normativa 
que se menciona a continuación, en lo de interés:  

 “Ley General de la Administración Pública, No. 6227 
Artículo 51: El expediente administrativo deberá aportarse, cuando así corresponda jurídicamente, 
mediante copia certificada, debidamente identificado, foliado, completo y en estricto orden cronológico 
(…)”. 

 
 “Código Procesal Contencioso Administrativo, Ley No. 8508 

Artículo 51: El expediente administrativo debe estar debidamente identificado, foliado, completo y en 
estricto orden cronológico.”  (La negrita no es del original). 

 
2.12 Entrega de viviendas a los beneficiarios y traspasos a la Municipalidad de las fincas 

afectadas por las emergencias. 
 

El presente estudio incluyó la verificación de las viviendas entregadas a los beneficiarios, así como 
del traspaso de las fincas o derechos, de las propiedades afectadas por las emergencias cantonales 



  

y que cuentan con declaratoria de inhabitabilidad.  Al respecto, se establecieron los siguientes puntos 
relevantes:  

 
a) En el Artículo 1, de la Sesión Extraordinaria Nº 12-2011, del 17 de febrero del 2011, el 

Concejo conoció y aprobó el Proyecto de Vivienda de Adeprovidar.  
 

En ese mismo acuerdo, el Órgano Colegiado, estableció lo siguiente:  “CUARTO: Que el o los 
beneficiarios de este proyecto de interés social, se comprometan con entregar su propiedad o derecho 
a la Municipalidad de Belén, en razón de la protección a la  vida de los vecinos, los cuales serán 
destinados a áreas públicas.”  
 

b) De conformidad con el criterio establecido en el Memorando DTO. 038-2014 / DJ-097-2014, 
del 18 de marzo de 2014, emitido en conjunto por las Direcciones Técnica Operativa y 
Jurídica, conocido por el Concejo en el Artículo 19 de la Sesión Ordinaria Nº 16-2014, del 
18 de marzo de ese mismo año, el traspaso de los inmuebles por parte de los beneficiarios 
a favor de la Municipalidad podría realizarse en el mismo acto en el que los beneficiarios 
reciban las viviendas oficialmente. 

 
En la citada sesión, el Órgano colegiado acordó, en lo de relevancia para los temas analizados, los 
siguientes aspectos:  “TERCERO: Ratificar que los traspasos de las viviendas a los beneficiarios del 
Proyecto San Martín que calificaron al mismo, se condicione a la obligación  de estos de traspasar los 
terrenos afectados por los estragos de la inundaciones del Río Quebrada Seca y otras afectaciones 
a favor de la Municipalidad de Belén, con un destino al uso de Reforestación, no permitiendo bajo 
ninguna circunstancia su nueva ocupación, en cumplimiento de las disposiciones emitidas por el 
Fondo de Subsidio para la Vivienda (FOSUVI). CUARTO: Comunicar a los beneficiarios del Proyecto 
San Martín y a la Asociación de Desarrollo Específica Pro-Vivienda y Damnificados del Río Quebrada 
Seca que deben traspasar las fincas o derechos a estas a favor de la Municipalidad de Belén conforme 
las disposiciones y regulaciones que sobre el particular ha dispuesto el sistema Nacional para la 
Vivienda (SFNV) …” 

 
c) Al 26 de octubre de 2018, el estado de los 40 grupos familiares beneficiarios del Proyecto 

de Vivienda de Adeprovidar, con respecto a la recepción de sus viviendas y al  traspaso de 
sus propiedades o derechos a la Municipalidad (en el caso de que los tuvieran), de 
conformidad con lo dispuesto por el Concejo Municipal, se resume a continuación: 

 
Entrega de viviendas a los beneficiarios de proyecto.  De conformidad con la revisión efectuada por 
esta Unidad de Fiscalización, la cual incluyó las consultas respectivas al Registro de la Propiedad, se 
determinó lo siguiente: 

 
 Se han entregado un total de 35 Viviendas a igual número de grupos familiares 

beneficiarios. Un primer grupo compuesto por 21 familias recibieron las viviendas, 
realizando la formalización respectiva, el 25 de abril de 2018.  De igual forma un segundo 
grupo, integrado por 7 familias recibió la vivienda el 11 de mayo de 2018; posteriormente, 



  

se efectuó la  entrega de 2 viviendas más, y finalmente un grupo de 5 familias también 
recibió el respectivo inmueble. 
 

 Con referencia a las 5 familias restantes, esos casos están siendo tramitados en las 
entidades correspondientes (BANHVI y Mutual Alajuela). 

 
Al respecto, es importante mencionar que, mediante correo electrónico que contiene el Oficio #  166-
18, de Adeprovidar, documento conocido por el Concejo Municipal, en el Artículo 28 de la Sesión 
Ordinaria Nº 45-2018 , celebrada el 31 de julio del año en curso, dicha Asociación, informó a ese 
Órgano Colegiado, dentro de otros aspectos,  a la condición descrita referente a los casos de familias 
beneficiarias finales del Proyecto de Vivienda, referidas en el  párrafo anterior del presente oficio.   

 
Traspaso de Propiedades afectadas por emergencias a la Municipalidad.  Con respecto al 
traspaso de las fincas (o derechos), en el caso que los beneficiarios posean propiedades 
afectadas por las emergencias, se determinaron los siguientes aspectos relevantes. 
 

 Por encargo de la Alcaldía, la Dirección Jurídica está a cargo de los procedimientos legales 
correspondientes a este proceso. En esas labores cuenta con la colaboración de la 
Dirección Técnica Operativa, y sus diferentes dependencias. 
 

 La Dirección Jurídica, con el apoyo de la Dirección Técnica Operativa, inicialmente realizó 
el análisis legal y trámites correspondientes, para el caso de 15 beneficiarios. Sobre el 
particular, se obtuvieron los siguientes resultados:  
 

 8 fincas, o derechos sobre las propiedades afectadas por emergencias, ya han sido 
traspasadas a la Municipalidad, por lo que los mismos han sido resueltos. 
 

 En 5 casos, se ha obtenido una declaración jurada, la cual obliga a los beneficiarios a 
entregar las fincas, o derechos) a la Municipalidad.  

 
En estos casos, según detalló el Director Jurídico a esta Auditoría, la principal razón de que los 
propietarios no han traspasados las fincas, se debe a que los planos catastrados de dichos inmuebles 
debieron ser levantados e inscritos con la colaboración, de la Dirección Técnica Operativa y Desarrollo 
Urbano, por intermedio de la Unidad Operativa.  Según comunicó esa Dirección, en el momento en 
que los planos puedan ser utilizados sin limitación alguna para efectos registrales, se procederá con 
la firma de las escrituras de traspaso respectivas.  Es importante tener en cuenta que, además la 
citada Dirección Jurídica determinó que, en uno de estos casos, según el Informe de la Unidad de 
Topografía UTOP-17-2018 del 17 de octubre del año en curso, la finca señalada no existe físicamente, 
por lo que obviamente, no puede ser entregado el derecho correspondiente. 

 
 En 1 caso, no se ha entregado aún la vivienda respectiva, ya que se encuentra en trámite 

ante el Banhvi, debido a lo cual el traspaso de la finca se encuentra pendiente. 
 



  

 El último caso, corresponde a una situación especial, en virtud de que el propietario del 
terreno falleció. 

 
Al respecto, según detalló la Dirección Jurídica, al tratarse de un caso atípico, desde el punto de vista 
jurídico, al no tener un documento legal firmado por el propietario fallecido, esa Dirección está 
explorando el procedimiento más apropiado para incoar el proceso sucesorio, por parte de la 
Municipalidad, considerando que el mismo cuenta con herederos y por otra parte, debe hacerse una 
eventual inversión en gastos legales adicionales que se tramitarán en el próximo año.  

 
Resultado Obtenido # 13.  Así las cosas, es importante hacer referencia a los 25 casos restantes 
(para completar la lista de 40 familias del Proyecto), los cuales no han sido aún resueltos de forma 
definitiva, por parte de la Administración Municipal (Dirección Jurídica y Área Técnica).  Sobre el 
particular, con base en la revisión documental efectuada, se formulan las siguientes consideraciones:   
 

 El Concejo Municipal, mediante el Acuerdo del Artículo 19, punto Tercero, de la Sesión      
Ordinaria Nº 16-2014, del 18 de marzo de ese mismo año (transcrito en el punto b. de este 
apartado), dispuso condicionar la entrega de las viviendas, al traspaso previo a favor de la 
Municipalidad, de los inmuebles afectados. 
  

 La Municipalidad ha tomado como lista definitiva, de los Beneficiarios finales del Condominio 
San Martín, la información consignada por el Presidente de la Junta Directiva de 
Adeprovidar, en el Oficio 157-2018, Trámite 976; el cual fue conocido por el Concejo 
Municipal, en el Artículo 24 de la Sesión Ordinaria No. 16-2018 del 13 de marzo del año en 
curso.  

 
Además, la Administración Municipal, ha tomado en cuenta tomó la información más reciente de dicha lista 
definitiva, estipulada en el Oficio 161-18 del 7 de mayo de 2018 emitida por la citada asociación. 

 
 Sobre los 25 casos en referencia, la Dirección Jurídica informó a esta Unidad de 

Fiscalización, entre otros aspectos, que con respecto a los mismos, se han efectuado 
revisiones al azar.   
 

 De conformidad con la información descrita anteriormente, en el caso de 6 familias 
beneficiarias de vivienda, la propiedad afectada no está a nombre de los beneficiarios del 
proyecto. 

 
Con relación al caso de estos beneficiarios, y la posibilidad de que los terrenos afectados por 
emergencias, sean traspasados a la Municipalidad, en concordancia con lo dispuesto por el Concejo, 
la Dirección Jurídica, mediante el Oficio DJ-320-2018, del 12 de setiembre del año en curso informó 
a esta Auditoría, lo que se transcribe a continuación, en lo de relevancia:  “Sobre este aspecto esta 
Dirección Jurídica emitió el dictamen DJ-318-2018 del 11 de setiembre del 2018, dirigido al Alcalde 
Municipal, atendiendo el requerimiento del Concejo Municipal, donde se indicó en lo que interesa lo 
siguiente:  “Sobre el primer acuerdo debemos señalar que del estudio de los casos de los propietarios 
de terrenos afectados por las inundaciones y declaratorias de inhabitabilidad por el Ministerio de 
Salud, que no son beneficiarios del Proyecto San Martín, la Municipalidad de Belén, no cuenta con 



  

ningún mecanismo jurídico para exigirle el traspaso de los mismos a favor del Municipio.” (El 
destacado fue agregado).  No obstante, la Auditoría considera que se podría, realizar un análisis, de 
conformidad con la normativa aplicable, con el fin de comprobar la   viabilidad de proponer 
restricciones a sus dueños, sobre uso de dichos terrenos, afectados por las emergencias. 

 
De acuerdo con los aspectos enumerados,  en los 19 casos, que completan los 25 beneficiarios, 
deben ser objeto de análisis técnico y jurídico correspondientes, por parte de la Municipalidad, para 
determinar en primer término, las condiciones de las propiedades afectadas (en el caso que las 
hubiere), y posteriormente, como en los 15 beneficiarios anteriores, realizar las  gestiones respectivas 
de traspaso e inscripción, en la eventualidad de que resultara procedente, desde el punto de vista 
legal y técnico.   

 
2.11 Proceso de Inspección de Construcciones efectuado por la Municipalidad  

 
Complementariamente al estudio realizado, se efectuó una revisión del proceso seguido en la 
Institución para la inspección de construcciones efectuadas en el Cantón. 
 
Resultado Obtenido # 14.  Sobre el particular, se determinaron los siguientes aspectos de mayor 
relevancia:  En relación con las inspecciones realizadas a la construcción del  Proyecto de vivienda  
“ Condominio San Martin”,  ubicado en Barrio Escobal, se determinó que  dichas obras iniciaron el 25 
de febrero de 2016 y el proyecto finalizo el 10 de mayo de 2018, sin embargo solo se realizaron 4 
inspecciones en un lapso de tiempo aproximado de 2 años y 2 meses, por parte de la Unidad de 
Desarrollo Urbano, responsable de tal actividad.  El Procedimiento de Inspección de Construcciones, 
elaborado el 8 de noviembre de 2010, fue aprobado por la Alcaldía mediante el Oficio AM-M-367-2011 
del 14 de junio de 2011.  Mediante el Memorando DTO-139-2017, del 23 de agosto de 2017, el Director 
de Operaciones solicitó al Alcalde la Actualización del Procedimiento de Inspección de 
Construcciones, por lo que el Procedimiento de Inspecciones vigente, cuenta con la aprobación de la 
Alcaldía Municipal.  

 
a) Con relación al cumplimiento de dicho procedimiento vigente, se consultó tanto al funcionario 

encargado de la inspección de construcciones, así como al Coordinador de la Unidad de 
Planificación Urbana y Control constructivo. De las respuestas obtenidas por parte de dichos 
funcionarios, y de documentación brindada sobre este tema, se puede colegir lo siguientes 
aspectos: 

 
 El cantón se divide en un total de 6 Rutas de Inspección. No obstante, no hay certeza del 

tiempo promedio utilizado en cada uno de los recorridos realizados por el Inspector de 
Construcciones. 
  

 No se obtuvo evidencia con relación a los criterios que fueron utilizados en la definición y 
establecimiento de las citadas 6 rutas de inspección.  
 



  

 Las mencionadas rutas de inspección son ejecutadas un día por semana, cada una de ellas 
(un día se recorren dos rutas). 
 

 Se confecciona una Boleta por Proyecto Constructivo, es decir, por número de permiso de 
construcción. Lo anterior provoca que una sola boleta puede registrar visitas de 
inspecciones realizadas durante varios años.  

 
En razón de lo anterior, no hay evidencia de una planificación efectiva de las rutas y visitas a efectuar 
en cada una de ellas por parte del Inspector de construcciones.  Lo descrito, comprueba un 
incumplimiento de lo establecido en el Procedimiento vigente de inspección, el cual señala en ese 
particular lo siguiente:   

 
Actividad 7.1: “Revisa el registro de los permisos de construcción otorgados por la UDU (Unidad de 
Desarrollo Urbano) y los organiza según la ruta de inspección. Programa las visitas necesarias para 
dar seguimiento a las construcciones. Recibe y revisa información de denuncias presentadas por los 
diferentes medios. /   Registros: “(…) Rutas de Inspección”.  
  

 El procedimiento de inspección de construcciones contiene varios formularios, incluidos en 
anexos; no obstante el único formulario en uso por parte del Inspector de Construcciones, 
son las boletas citadas anteriormente, de la cual no se brinda una copia al Coordinador de 
Desarrollo Urbano. 
 

 Los reportes que el Inspector de Construcciones realiza a su superior jerárquico 
(Coordinador de Desarrollo Urbano), son oficios que reportan anomalías encontradas en las 
visitas realizadas por ese funcionario. 
 

 Se determinó que el control constructivo sigue siendo manual, no se ha implementado un 
control constructivo a partir del uso del dispositivo electrónico denominado Hand Held o 
similar, según lo previsto en el Procedimiento vigente.  
 

 A la fecha de este informe, la implementación no es plena a nivel del Módulo de Desarrollo 
Urbano, para el proceso de Inspección de Construcciones, según lo indicado por el usuario 
experto y por el director de la Unidad de Planificación Urbana y Control Constructivo. No se 
imprimen reportes mediante Hand Held, ya que falta adecuar digitalmente los modelos al 
Sistema DECSA. 

 
No obstante, e se incorpora información en el sistema automatizado SIGM-DECSA, con el fin de que 
la información sobre los proyectos constructivos sea de conocimiento de la Unidad de Bienes 
Inmuebles, para la actualización de la información correspondiente.  En virtud de lo descrito en 
párrafos precedentes, no se obtuvo evidencia de un pleno cumplimiento de los siguientes puntos del 
Procedimiento actualizado de inspección vigente: 



  

Actividad 7.2:  “Incluye información general en la herramienta de control sea esta manual o 
Herramienta tecnológica Hand Held u otro dispositivo para los permisos de construcción elegidos y 
las denuncias recibidas. /   Registros: “(…) Formulario de inspección Hand Held u otro dispositivo 
electrónico”.  

Actividad 7.4: “Ingresa la información específica del caso en estudio a la herramienta de control o al 
Hand Held u otro dispositivo electrónico y actualiza la información con base en lo observado en la 
visita de campo y el avance de la obra. (…) Se debe dejar constancia de la intervención del Inspector 
por medio de un registro electrónico en el Módulo de Seguimiento de Construcciones o por medio de 
la firma en la boleta de control por parte del IC que debe incluir en expediente administrativo. / 
Registros: “Hand Held u otro dispositivo electrónico o boleta de control constructivo indicando el control 
de avance (%) de las obras (…)”.  

Actividad 7.5: “(…). Para efectos de control el Inspector debe incluir el avance porcentual de la obra 
en el módulo de inspecciones o seguimiento de construcciones del sistema integrado DECSA, tanto 
para control como para que esta información sea utilizada por la Unidad de Bienes Inmuebles para 
modificación del valor imponible de las propiedades (Impuesto de bienes inmuebles). / Registros: 
“Módulo de inspecciones o seguimiento de construcciones del sistema integrado DECSA. Expediente 
administrativo completo y foliado”.  De igual forma, de conformidad con lo relatado, no se cumple con 
lo estipulado en la siguiente norma, de las Normas Generales de Control Interno para el Sector Público:  

4.4.1 Documentación y Registro de la Gestión Institucional: El jerarca y los titulares subordinados, 
según sus competencias, deben establecer las medidas pertinentes para que los actos de la gestión 
institucional, sus resultados y otros eventos relevantes, se registren y documenten en el lapso 
adecuado y conveniente, y se garanticen razonablemente la confidencialidad y el acceso a la 
información pública, según corresponda 

 
 Por otra parte, no se obtuvo evidencia de una labor de planificada de supervisión y control 

efectuada sobre las funciones del Inspector de Construcciones, con la documentación 
correspondiente, por parte de su superior Jerárquico, el Coordinador de Desarrollo 
Urbano. 

En ese sentido, no se cumple con lo estipulado en el siguiente apartado, de las Normas de Control 
Interno para el Sector Público:  

4.5.1 Supervisión Constante: El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
ejercer una supervisión constante sobre el desarrollo de la gestión institucional y la observancia de las 
regulaciones atinentes al SCI, así como emprender las acciones necesarias para la consecución de 
los objetivos.” 

 Complementariamente, y de conformidad con l consultas formuladas al usuario del Módulo 
en cuestión,  referentes a la implementación del módulo de Inspección de construcciones, 



  

llama la atención de esta Unidad de Fiscalización, la inacción y actitud asumida por parte 
de este, en cuanto al uso del citado módulo, sobre el que, entre otros aspectos, aún no 
cuenta con respectivo acceso ni tiene conocimiento del mismo, además  no se tiene 
evidencia de que esta haya sido gestionada, ni tampoco la capacitación  respectiva. 

 

En ese contexto, es importante tener presente que, la institución ya realizó una importante inversión, 
con el fin de que obtener una total implementación y aprovechamiento, de todos los módulos del 
citado sistema automatizado, que contribuyan con las labores diarias. 

III. CONCLUSIONES  
 

De acuerdo con los aspectos descritos anteriormente, es posible concluir lo siguiente: 
 
1. En la suscripción del Fideicomiso de Garantías, para la ejecución del Proyecto San Martín, el 

Fideicomisario primario (BANHVI), tuvo condiciones privilegiadas, sobre los fideicomisarios 
secundarios y terciarios (donde se ubicó la Municipalidad de Belén).   
 

En caso de incumplimiento de los otros participantes del Proyecto, el BANHVI), tenía el derecho de 
acreditarse la propiedad, y los otros fideicomisarios, como la Municipalidad, renunciaron al reclamo 
legal de algún derecho.  Sin embargo no se obtuvo evidencia de que la figura jurídica utilizada 
(Fideicomiso) haya sido comunicada al Concejo Municipal, antes del giro de la principal transferencia 
realizada. Tampoco se comunicó el rol que tenía la institución en este contrato, en caso de la no 
realización del proyecto, ya que la propiedad se le traspasaría al BANHVI por lo que esta Entidad 
podía disponer del inmueble a su discreción. 

 
2. Las solicitudes de transferencias, giro y liquidación, documentos presentados por Adeprovidar, 

no cumplieron plenamente con algunos de los requisitos (documentos e información 
contenida) estipulados la normativa aplicable. 
 

3. El giro de la segunda transferencia, fue realizada por la Administración, sin contar de previo, 
con la aprobación expresa del Concejo, en contraposición a lo estipulado en la norma de 
control interno aplicable (Nº 2.5.2). 
 

4. Se presenta incumplimiento por parte de Adeprovidar, en relación con a liquidaciones de 
transferencias recibidas de la Municipalidad, contrario a lo dispuesto en el Procedimiento 
correspondiente y la normativa de la Contraloría General de la República. 
 

5. El Expediente sobre el Proyecto de vivienda, confeccionado por Adeprovidar, no se encuentra 
completo, en ese sentido el Sujeto Privado, no cumplió con lo establecido en el punto 4.4.1 
de las Normas de control interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE). 



  

 
6. Tanto la Dirección del Área de Desarrollo Social, como la Dirección Administrativa Financiera, 

al ser responsables de los controles en materia de transferencias a sujetos privados, y el 
Alcalde como máximo jerarca administrativo, no cumplieron a cabalidad con las actividades 
de supervisión y control en relación con los fines de las citadas transferencias, por parte de 
Adeprovidar, de conformidad con la normativa aplicable. 

7. La Administración Municipal no efecto las acciones correspondientes con el propósito de 
suscribir un convenio con Adeprovidar, el cual regulara los aspectos fundamentales de los 
procesos de asignación, giro y liquidación de los recursos transferidos a dicho Sujeto Privado, 
tal como lo había recomendado la Auditoría Interna en su debido momento. 
 

8. Tampoco se evidenció el control ejercido por el Área de Desarrollo Social de la realización de 
los trámites de solicitud de aprobación presupuestaria ante la Contraloría General, por parte 
de Adeprovidar, en lo referente al presupuesto que contenía la transferencia municipal cuyo 
fin era la compra del terreno.  
 

9. Sobre las labores relativas a la conceptualización inicial del Proyecto de Vivienda, respecto al 
análisis y a definición de los criterios y condiciones socio económicas y de afectación por 
emergencias, que debían poseer las familias beneficiarias del Proyecto de vivienda, la 
participación y control del Área de Desarrollo Social no se mantuvo a través del desarrollo de 
todo el proyecto. 
  

10. Llama la atención de esta Unidad de Fiscalización, la situación particular, relacionada con un 
grupo familiar,  beneficiario final del Proyecto de Vivienda de interés social  San Martín, ya que 
de acuerdo con lo evaluado, sus condiciones socioeconómicas podrían no ajustarse a las 
características que deben cumplir los beneficiarios en un proyecto de vivienda de este tipo; o 
que la validación de esas condiciones, se hayan fundamentado en una opción diferente, ya 
sea por otra modalidad de financiamiento o situación similar. Este aspecto es conveniente sea 
susceptible de análisis por parte de la Administración Municipal. 
 

11. A la fecha del presente estudio, se han entregado un total de 35 Viviendas a igual número de 
grupos familiares beneficiarios; encontrándose pendiente la entrega respectiva en 5 de ellas, 
debido a que se encuentran aún en los trámites ante las instituciones correspondientes.  
 

12. El proceso de determinación y traspaso de las propiedades de los beneficiarios del Proyecto 
de vivienda aún no ha concluido. 
 

13. El control y seguimiento de inspección de construcciones presenta importantes deficiencias, 
además no se ajusta en su totalidad a la normativa interna aplicable. 



  

 
14. En general se concluye que la supervisión y seguimiento establecido por parte de la 

administración municipal sobre la totalidad del Proyecto de interés social, fue débil, 
considerando que existen fondos públicos involucrados en dicho proyecto y que hay una 
obligación a nivel normativo y legal ya establecidas, así como un acuerdo del Concejo 
Municipal sobre el control del proyecto. 
 

IV. RECOMENDACIONES 
 

AL ALCALDE 
 

1. Tomar las medidas correspondientes, con el fin de que, en el caso de un futuro desarrollo 
de un proyecto como el analizado, en el que se suscriba un Fideicomiso, se establezcan 
las condiciones pertinentes en dicho contrato, para que la condición o participación de la 
Municipalidad no se vea menoscabada, en caso de la no realización de las obras del 
Proyecto.  

 
De igual forma, que se disponga lo pertinente, para que la utilización de cualquier figura jurídica, en la 
realización del proyecto, sea comunicada oportunamente y aprobada cuando se requiera, por el 
Concejo Municipal en lo que corresponda. 

 
2. Girar las instrucciones correspondientes a la Dirección de Desarrollo Social, con el fin de 

que a futuro se verifique siempre (dejando evidencia documental) de que toda solicitud de 
asignación y giro, de transferencias de recursos, presentadas por Sujetos Privados, 
cumplan plenamente con todos los requisitos, establecidos en el Procedimiento para la 
Transferencias de Recursos a Sujetos Privados y en la demás normativa aplicable. 

 
3. Emitir las directrices respectivas, con el propósito de que, en todo giro de recursos de 

transferencias a sujetos privados, sea debidamente aprobada por el Órgano con 
competencia para ello, de conformidad con la normativa aplicable.  

 
4. Girar las instrucciones correspondientes, con el propósito de que, la Dirección de 

Desarrollo Social, cumpla con la verificación documentada, de los informes de liquidación 
de cada una de las transferencias otorgadas a sujetos privados. De igual forma, con el fin 
de que no se giren nuevas transferencias, si no han sido liquidadas las anteriores, de 
acuerdo con la normativa aplicable. 

 
5. Establecer las medidas adecuadas, con el propósito de que, en todo proyecto que se lleve 

a cabo en colaboración de una entidad social a la que se le transfieran recursos, la 
Dirección de Desarrollo Social, lleve el control pertinente sobre la ejecución y beneficiarios 



  

del proyecto o programa, de conformidad con la atinencia de la normativa de transferencias 
aplicable, y todo acuerdo del Concejo en ese sentido. 

 
6. Disponer las medidas pertinentes, con el propósito de que, en casos futuros de 

transferencias a Sujetos Privados, la Administración Municipal considere la posible 
suscripción de los convenios correspondientes, con el fin de establecer formalmente, 
controles sobre la asignación, giro y utilización de los recursos, de conformidad con lo 
consignado en esta materia en las Circulares Nos. 14299 y 14300 de la Contraloría General 
de la República.  

 
7. Disponer lo correspondiente, para que, en casos futuros de transferencias a Sujetos 

Privados, la Administración Municipal verifique, dejando constancia documental, 
previamente al giro de los recursos, la realización de los trámites de solicitud de aprobación 
presupuestaria ante la Contraloría General de la República, de los presupuestos que 
correspondan, por parte de dichos entes. Lo anterior, en acatamiento de lo establecido en 
el Artículo 5 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y en   las 
Circulares Nos. 14299 y 14300, del Ente Contralor. 

 
8. Decidir las acciones apropiadas para que en el caso del desarrollo conjunto de toda ayuda 

social que involucre beneficiarios miembros de entidades a las que se les transfieran 
fondos, la administración municipal confeccione y mantenga actualizados los expedientes 
que soporten el accionar de este, para un adecuado control y seguimiento de los fondos 
públicos y del cumplimiento del fin social para el que fueron destinados. 

 
9. La Administración debe realizar un análisis de este caso, relacionado con el citado grupo 

familiar, beneficiario final del Proyecto San Martín, con el fin de determinar, entre otros 
aspectos, las condiciones socioeconómicas en que recibió la ayuda descrita. 

 
En ese contexto, es importante tener presente la normativa aplicable, entre otras; Articulo 62 del 
Código Municipal, que establece las situaciones de desgracia e infortunio para recibir ayudas, y el 
artículo 356 de la LCCEIFP, que cita la malversación como la aplicación de los recursos a un fin distinto 
al establecido.  En consecuencia, en el caso de que resulte procedente, realizar un procedimiento 
administrativo, para determinar las eventuales responsabilidades que podrían corresponder. 

  
10. Girar las instrucciones precisas con el fin de que, en toda transferencia de fondos a una 

entidad social, para el desarrollo de un programa o proyecto, ese Sujeto Privado lleve un 
expediente completo y foliado del proyecto, cumpliendo de esta forma la norma 4.4.1 de 
las   las Normas de control interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE), de la 
Contraloría General de la República, denominada Documentación y registro de la gestión 
institucional. 

 



  

11. Que la Dirección Jurídica con el propósito de que, en los casos de beneficiarios, finales 
cuya entrega de la respectiva vivienda y consecuente traspaso a la Municipalidad de la 
propiedad afectada que se encuentran aún pendiente, se continúe con las   gestiones 
necesarias y oportunas, con el fin de completar los trámites que correspondan. 

De igual forma, con relación a los 6casos de beneficiarios, sobre los cuales se ha establecido que las 
propiedades afectadas no están a nombre de los mismos, realizar un análisis, de conformidad con la 
normativa aplicable, con el fin de comprobar la   viabilidad de proponer restricciones a sus dueños, 
sobre uso de dichos terrenos. 

 
12. La administración debe realizar las gestiones que correspondan con el fin de poder 

disponer de todos los expedientes, de los beneficiarios del proyecto de vivienda en 
cuestión, como parte de su deber de supervisión, seguimiento y control de los recursos  
transferidos que en su totalidad fueron por  ¢531,000,000.  

 
13. Disponer además que, en los 19 casos que completan los 40 beneficiarios finales del 

Proyecto de Vivienda, se efectúe el respectivo análisis individualizado de los mismos, 
determinando inicialmente, las condiciones de las propiedades afectadas (en el caso que 
las hubiere), y posteriormente realizar las gestiones de traspaso de inmuebles a la 
Municipalidad, si resultara procedente. 

  
Lo anterior en cumplimiento de lo acordado por el Concejo en el Artículo 1, Inciso Cuarto, de la Sesión 
Extraordinaria Nº 12-2011, del 17 de febrero del 2011, y en el Artículo 19, Inciso Tercero, de la Sesión 
Ordinaria Nº 16-2014, del 18 de marzo de 2014.  Las actuaciones administrativas realizadas, deben 
constar en un expediente completo y foliado.  

 
14. Girar las instrucciones correspondientes con el fin de que, a la brevedad posible, se cumpla 

con los siguientes aspectos en el proceso de inspección de construcciones: 
 

Establecer las acciones necesarias para que se cumpla con lo dispuesto en las siguientes actividades 
del Procedimiento de Inspección de Construcciones y en lo particular con los puntos Nº 7.1 sobre la 
programación de las visitas, Nos. 7.2, 7.4 y 7.5 , relacionadas respectivamente, con la utilización de 
dispositivos electrónicos y uso pleno   en el Módulo de Desarrollo Urbano en lo concerniente con este 
tipo de control.  Que se ejecuten labores de supervisión sobre las diferentes rutas establecidas para 
la inspección de construcciones programadas de manera frecuente y que las mismas sean 
documentadas. Lo anterior en cumplimiento  del apartado 4.5.1 de las Normas Técnicas de Control 
Interno para el Sector Público. 

  
15. Establecer las acciones tendientes por parte de los responsables del Módulo de Desarrollo 

Urbano y en particular del funcionario a cargo de la Inspección de construcciones que 



  

permitan el acceso respectivo al mencionado Módulo, con el propósito de aprovechar sus 
funcionalidades, en concordancia además con el Procedimiento vigente en esta materia. 

 
16. Realizar las gestiones respectivas, con el fin de que se brinde la capacitación respectiva 

en el Sistema SIGM-DECSA, en lo relativo al Modulo atinente al proceso de Inspección de 
Construcciones, para todos los funcionarios involucrados en dicho proceso, de la Unidad 
de Desarrollo Urbano y Control Constructivo. 

 
17. Definir un Procedimiento Institucional que involucre a las diferentes Áreas, con el fin de 

que a futuro se logre dar un adecuado seguimiento y control a nivel Municipal, cuando se 
realicen proyectos de interés social, o de otra naturaleza, que involucren la utilización de 
fondos públicos transferidos. 

 
18. Establecer un perfil profesional, para los responsables de los Sujetos Privados que reciben 

fondos públicos municipales, pues estos, se deben rendir cuentas ante la administración 
de recursos públicos, de conformidad con la normativa aplicable. Además que, dichas 
personas deben ser conocedoras de las implicaciones legales, ocasionadas por eventuales 
incumplimientos de dicha normativa.   

 
De conformidad con los anteriores comentarios y aspectos a considerar, se le solicita a esa Alcaldía, 
informar a esta Auditoria, en un plazo de 30 días hábiles, sobre los resultados de las medidas 
ejecutadas para dar cumplimiento a las recomendaciones contenidas en este oficio. 

 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, determina que como estuvo en el Concejo anterior, le 
parece muy bien el informe, porque los Regidores anteriores cuando pedían información, no se les 
daba o se les trataba de negativos hasta el Periódico Belen Al Dia, ahora que la información es publica 
ojalá lo publique ese Periódico y que la gente se informe, porque era muy fácil maltratar a Ex Regidores 
solo por preguntar y eso no se hace. 
 
El Regidor Propietario Jose Luis Venegas, opina que no conoce mucho del tema, pero sería bueno 
que el Periódico lo publique, le podríamos enviar copia. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, comenta que desconoce que tiene que ver este tema con 
el Periódico, el acta es publica y cada uno de nosotros puede hacerle llegar al Periódico el Informe 
para que pueda publicar algo. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Auditoria Interna.  SEGUNDO:  
Solicitar al Alcalde Municipal informar a este Concejo Municipal de las gestiones realizadas. 
 
INFORME DE LA SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL. 
 



  

ARTÍCULO 6.  La Secretaria del Concejo Municipal Ana Patricia Murillo, en cumplimiento del 
Reglamento de Sesiones Artículos 78, 79, 80, 81 y 82, remite el Informe de Acuerdos Pendientes de 
Tramite del Acta 41-2018 al Acta 47-2018. 
 
 Acta 41-2018.  Artículo 4.  Solicitar al Alcalde Municipal dar cumplimiento a las recomendaciones 

de la Auditoria Interna e informar a este Concejo Municipal de las gestiones que se realicen.  
Oficio OAI-121-2018 de Licda. Maribelle Sancho García, Auditora Interna. Asunto: Remisión de 
Informe de SEGUIMIENTO DE RECOMENDACIONES DE LA AUDITORÍA INTERNA AL 31 DE 
DICIEMBRE DEL 2017.  

 
 Acta 41-2018.  Artículo 6.  Remitir a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales para análisis y 

recomendación a este Concejo Municipal oficio AS-069-2018, suscrito por Mayela Céspedes, de 
la Unidad de Alcantarillado Sanitario, por medio del cual remite la respuesta dada al Área Belén 
Flores del Ministerio de Salud sobre la revisión de los reportes operacionales de la Planta de 
Tratamiento de Aguas Residuales de la Urbanización Manantiales de Belén.  
 

 Acta 41-2018.  Artículo 20. SEGUNDO:  Solicitar al SENARA, un Informe técnico, una hoja de 
ruta y recomendaciones, sobre el manejo más responsable que debe seguir este municipio, sobre 
el uso de los terrenos incluidos en los círculos de áreas de protección:  tubo de flujo, área de 
protección absoluta, y luego áreas liberadas o de protección de menor rango.  TERCERO:  Definir 
los usos permitidos en cada una de esas áreas. 

 
 Acta 41-2018.  Artículo 21.  Solicitar a la DIGH del SENARA, su reglamento y recomendación de 

clausura y sellado de pozos.   
 
 Acta 41-2018.  Artículo 26.  Remitir al Alcalde Municipal para que sean valoradas e informe a este 

Concejo Municipal la respuesta que se le dé a la vecina.  Trámite 2644 de Shirley Rodríguez 
Varela.  

 
 Acta 41-2018.  Artículo 27.  Remitir al Alcalde Municipal para que sean valoradas e informe a este 

Concejo Municipal la respuesta que se le dé a la vecina.  Trámite 2647 de Shirley Rodríguez 
Varela (ayuden con la visita de un geólogo para que realice un estudio del estado de nuestra 
propiedad).  

 
 Acta 42-2018.  Artículo 8.  Brindar la audiencia solicitada por Edgar Flores Murillo, jefe de la 

Delegación Policial de Belén, para efectuar la rendición de cuentas.   
 
 Acta 42-2018.  Artículo 9.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio INFO-

0133-2018, suscrito por Alina Sanchez, de la Unidad de Informática, por medio del cual remite la 
información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora a dicho proceso de trabajo.   

 
 Acta 42-2018.  Artículo 10.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio UBI-

MEN-018-2018, suscrito por Hermis Murillo, de la Unidad de Bienes Inmuebles, por medio del 



  

cual remite la información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora a dicho 
proceso de trabajo.   

 
 Acta 42-2018.  Artículo 11.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio 

MDU-029-2018, suscrito por Luis Bogantes, de la Unidad de Desarrollo Urbano, por medio del 
cual remite la información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora a dicho 
proceso de trabajo.   

 
 Acta 42-2018.  Artículo 12.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio 

MDU-030-2018, suscrito por Auxiliadora Zumbado, asistente de la Unidad de Desarrollo Urbano, 
por medio del cual remite la información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora 
a dicho proceso de trabajo.   

 
 Acta 42-2018.  Artículo 13.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio 

OPR-M-25-2018, suscrito por Ligia Delgado, de la oficina del Plan Regulador, por medio del cual 
remite la información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora a dicho proceso 
de trabajo.   

 
 Acta 42-2018.  Artículo 14.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio UO-

046-2018, suscrito por Oscar Hernandez, coordinador de la Unidad de Obras, por medio del cual 
remite la información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora a dicho proceso 
de trabajo.   

 
 Acta 42-2018.  Artículo 15.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio sin 

número, suscrito por Daniel Vargas, de la Unidad de Informática, por medio del cual remite la 
información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora a dicho proceso de trabajo.   

 
 Acta 42-2018.  Artículo 16.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio UA-

165-2018, suscrito por Dulcehe Jimenez, de la Unidad Ambiental, por medio del cual remite la 
información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora a dicho proceso de trabajo.   

 
 Acta 43-2018.  Artículo 8.  Solicitar al Alcalde Municipal mantener informado al Concejo Municipal 

de las nuevas gestiones que se realicen en el tema de la problemática denunciada por los vecinos 
con los cobros de los recibos municipales. 

 
 Acta 43-2018.  Artículo 9.  Remitir a la Comisión de Reestructuración para su análisis oficio ADS-

M-073-2018, suscrito por Marita Arguedas, directora del Área Desarrollo Social, por medio del 
cual remite la información solicitada sobre las posibles recomendaciones de mejora a dicho 
proceso de trabajo.   

 
 Acta 43-2018.  Artículo 15.  Invitar al señor Ministro de Transportes, Rodolfo Mendez Mata, a una 

sesión del Concejo Municipal de la Municipalidad de Belén.   
 
 Acta 43-2018.  Artículo 17.  Solicitar al Alcalde Municipal girar instrucciones a quien corresponda 



  

para revisar y actualizar el Reglamento de Omisos y procedimientos institucionales, 
especialmente en lo que se refiere a los plazos, el proceso de notificación y la posibilidad de que 
la Municipalidad de previo preparar el sitio de forma adecuada para garantizar la homogeneidad 
y calidad de las obras, así como parte de un incentivo al propietario. 

 
 Acta 43-2018.  Artículo 18.  Recordar a la Comisión de Gobierno, Administración y Asuntos 

Jurídicos el Acta 13-2018, Artículo 16, de invitar a una reunión a los anteriores miembros de la 
Junta que estaba encargada de la Feria del Agricultor en Belén e invitar a reunión a la Regional 
de Ferias del Agricultor. 

 
 Acta 45-2018.  Artículo 8.  Consultar al Comité Cantonal de la Persona Joven cual es la propuesta 

que realizan para la Casa de la Juventud.  
 
 Acta 45-2018.  Artículo 10.  Remitir a la Comisión de Hacienda y Presupuesto para análisis y 

recomendación a este Concejo Municipal el oficio PI-12-2018, suscrito por Alexander Venegas, 
de la Unidad de Planificación, por medio del cual remite el informe de evaluación del Plan 
Operativo Anual y Presupuesto 2018, al 30 de junio de 2018.   

 
 Acta 45-2018.  Artículo 26.  Solicitar al Alcalde Municipal copia de la respuesta que se brinde al 

Ministerio de Salud.  Trámite 2894 Oficio CN-ARS-BF-0823-2018 de Dr. Gustavo Espinoza 
Chaves y Licda. Adriana Umaña Vargas Equipo de Regulación de la Salud.  Referencia:  
Apercibimiento de incumplimiento de la Orden Sanitaria N° CN-ARS-BF-049-2018.  En relación 
al control estatal realizado de las aguas residuales provenientes de la planta de tratamiento de 
Residencial Manantiales. 
 

 Acta 46-2018.  Artículo 2.  Recordar a la Junta Directiva del Comité de Deportes que dichos 
informes deberán ser presentados a la mayor brevedad (Informes anuales de labores y estados 
financieros debidamente auditados por una auditoria externa, en el mes de enero de cada año, 
al Concejo Municipal.  -  Artículo 15.  n) Preparar un informe semestral de labores con liquidación 
presupuestaria y presentarlo al Concejo Municipal para su conocimiento, a más tardar el último 
día hábil de los meses de julio y enero de cada año, certificado y emitido por un Contador Público 
Autorizado, todo conforme a las NIC y NIIF.  -  o) Rendir ante el Concejo Municipal 
semestralmente los Estados Financieros y anualmente informes de ingresos y egresos de los 
recursos que el CCDRB ha autorizado, gestionado, donado, recibido o administrado; estos en el 
mes de julio y enero de cada año). 

 

 Acta 46-2018.  Artículo 3.  Solicitar al Alcalde Municipal que remita copia a este Concejo Municipal 
del Plan de Acción a realizar con el fin de dar seguimiento a las recomendaciones Oficio OAI-
137-2018 de Licda. Maribelle Sancho García. Asunto:  SEGUIMIENTO DE 
RECOMENDACIONES EMITIDAS POR LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 
(CGR) A LA MUNICIPALIDAD DE BELEN AL 31 DE JULIO DEL 2018.   

 
 Acta 46-2018.  Artículo 12.  Solicitar a la Unidad Ambiental realizar una inspección en el sitio y 

brindar recomendaciones, con el fin de darle una respuesta a los vecinos.  Correo electrónico de 



  

Alejandro Azofeifa (fétidos olores que emanan de la empresa Matadero El Arreo (CIISA)). 
 
 Acta 47-2018.  Artículo 4.  Someter a estudio del Concejo Municipal el Oficio OAI-141-2018 de 

Licda. Maribelle Sancho García, Auditora Interna.  Asunto:  Estados financieros auditados, 
Liquidación presupuestaria y carta de Gerencia para el periodo 2014, 2015 y 2016.   

 
 Acta 47-2018.  Artículo 23.  Girar instrucciones a la Alcaldía para que la Propuesta sobre la 

regulación del uso de plástico de un solo uso se de a conocer a la población y comercio en 
general. 

 
 Acta 47-2018.  Artículo 27.  Solicitar a la Administración un informe que actualice el valor de la 

dieta de acuerdo a todos los incrementos que se han dado desde que se aprobó la reforma del 
Código Municipal hasta la fecha.   

 
 Acta 47-2018.  Artículo 28.  Solicitar a la Unidad Tributaria identifique el acuerdo municipal donde 

se presentó una propuesta o análisis financiero y económico de los costos del Cementerio de la 
Comisión de Hacienda y Presupuesto anterior para que se confronte con el Estudio del 
Cementerio actual para establecer las variaciones desde el punto de vista de costos.   

 

 Acta 47-2018.  Artículo 30.  Solicitar a la Administración Municipal los siguientes documentos para 
un mejor análisis del tema:  1-  La mejor opción de financiamiento, 2-  Se valore el riesgo que se 
tiene de recibir menos dinero por la situación económica del país, 3-  Que proyectos se van a 
hacer y la justificación técnica que se requieren con el aval de la Junta Vial, 4-  Cuándo se van 
hacer los proyectos, 5-  Cómo se van a hacer de acuerdo a la capacidad instalada del Municipio 
(Autorización endeudamiento ejecución Plan Vial). 

 
 Acta 47-2018.  Artículo 31.  Invitar a la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y 

Recreación de Belén a una reunión con la Comisión para una presentación y explicación del 
presupuesto.  

 
 Acta 47-2018.  Artículo 32.  Que para que se considere por parte de la Comisión un incremento 

en la frecuencia del servicio de limpieza de Vías se requiere la siguiente información:  Contrato 
del servicio, Informe de parte de la Dirección de Servicios Públicos sobre la justificación, 
fiscalización, control del servicio de limpieza de vías y de donde surge la necesidad de aumentar 
la frecuencia.   

 
Unidad responsable Acta Fecha de notificación 
Alcalde Municipal Acta 41-2018.  Artículo 4 

Acta 41-2018.  Artículo 26 
Acta 41-2018.  Artículo 27 
Acta 43-2018.  Artículo 8 

Acta 43-2018.  Artículo 17 
Acta 45-2018.  Artículo 26 
Acta 46-2018.  Artículo 3 

23 julio 2018 
23 julio 2018 
23 julio 2018 

01 agosto 2018 
01 agosto 2018 
09 agosto 2018 
16 agosto 2018 



  

Acta 47-2018.  Artículo 23 
Acta 47-2018.  Artículo 27 
Acta 47-2018.  Artículo 30 
Acta 47-2018.  Artículo 32 

27 agosto 2018 
27 agosto 2018 
27 agosto 2018 
27 agosto 2018 

Comité Cantonal de la Persona Joven Acta 45-2018.  Artículo 8 09 agosto 2018 
Comisión de Gobierno, 

Administración y Asuntos Jurídicos 
Acta 43-2018.  Artículo 18 01 agosto 2018 

Comisión de Hacienda y Presupuesto Acta 45-2018.  Artículo 10 09 agosto 2018 
Comisión de Obras y Asuntos 

Ambientales 
Acta 41-2018.  Artículo 6 23 julio 2018 

Comisión de Reestructuración Acta 42-2018.  Artículo 9 
Acta 42-2018.  Artículo 10 
Acta 42-2018.  Artículo 11 
Acta 42-2018.  Artículo 12 
Acta 42-2018.  Artículo 13 
Acta 42-2018.  Artículo 14 
Acta 42-2018.  Artículo 15 
Acta 42-2018.  Artículo 16 
Acta 43-2018.  Artículo 9 

26 julio 2018 
26 julio 2018 
26 julio 2018 
26 julio 2018 
26 julio 2018 
26 julio 2018 
26 julio 2018 
26 julio 2018 

01 agosto 2018 
Concejo Municipal Acta 47-2018.  Artículo 4  

Junta Directiva del Comité de 
Deportes 

Acta 46-2018.  Artículo 2 
Acta 47-2018.  Artículo 31 

16 agosto 2018 
27 agosto 2018 

Ministro de Transportes Acta 43-2018.  Artículo 15 01 agosto 2018 
SENARA Acta 41-2018.  Artículo 20 

Acta 41-2018.  Artículo 21 
24 julio 2018 
24 julio 2018 

Unidad Ambiental Acta 46-2018.  Artículo 12 16 agosto 2018 
Unidad Tributaria Acta 47-2018.  Artículo 28 27 agosto 2018 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Solicitar a las Unidades cumplir con los acuerdos pendientes e 
informar a este Concejo Municipal.  
 

CAPÍTULO IV 
 

INFORME  DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 

La Vicealcaldesa Municipal Thais Zumbado Ramirez, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DE LA VICEALCALDESA. 
 
ARTÍCULO 7.  Se conoce el Oficio AMB-MC-216-2018 de la Vicealcaldesa Thais Zumbado.  Remitidos 
los siguientes informes del proceso de Control Interno 2018: 
 

- Informe de la Etapa de Capacitación anual en Control Interno 
- Informe de la I y II Etapa de acompañamiento 2018 



  

 
Al respecto trasladamos copia del informe con su respectivo disco compacto para su valoración, 
análisis y gestiones que estimen pertinentes.                                                                     
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 8.  Se conoce el Oficio AMB-MC-217-2018 de la Vicealcaldesa Thais Zumbado.  
Trasladamos el oficio ADS-PM-JEF-035-2018, suscrito por Francisco Guzmán Solano, de la Policía 
Municipal, por medio del cual remite el informe solicitado sobre la inspección ocular realizada en el 
acceso a Residencial Bosques de Doña Rosa.  Al respecto, y en cumplimento del acuerdo tomado en 
la Sesión Ordinaria N°52-2018, adjunto enviamos el documento mencionado para su conocimiento y 
trámite correspondiente. 
 
ADS-PM-JEF-035-2018 
Estimada señora, con autorización de la jefatura doy respuesta a memorando AMB-MA-098-2018, y 
procedo a informarle sobre la inspección ocular realizada en el acceso a Residencial Bosques de Doña 
Rosa en La Asunción de Belén, oficiales actuantes Angel Vásquez Jiménez, Gilberto Hernández Vega 
y Francisco Guzmán Solano, esto acatando las disposiciones del REGLAMENTO A LA LEY NO 8892, 
REGULACIÓN DE MECANISMOS DE VIGILANCIA DEL ACCESO A BARRIOS RESIDENCIALES 
CON EL FIN DE GARANTIZAR EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE TRÁNSITO, 
ARTICULO 13 y ARTICULO 8.  Se obtiene el siguiente resultado: 
 
1- No se observa restricción o impedimento alguno al libre tránsito vehicular y peatonal, en el 

momento de la presente inspección se acota que hay bastante movimiento de vehículos y 
peatones por el control de acceso. 

2- Se observan agujas hechas de material de baja resistencia, así como colocadas plenamente 
visibles a los conductores y peatones.  

3- Se observan 5 cámaras de vigilancia colocados en los accesos, que controlan y graban la entrada 
y salida de vehículos y peatones del residencial. 

 
Es todo. 
Anexos. 
Original y copia de acta de inspección ocular y fotografías.   
 

       



  

 

             
 

 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la señora Deyanira Ramírez Salas vecina de Bosques 
de Doña Rosa, en respuesta al trámite planteado. 
 
ARTÍCULO 9.  Se conoce el Oficio AMB-MC-218-2018 de la Vicealcaldesa Thais Zumbado.  
Trasladamos el oficio ADS-M-129-2018, suscrito por Marita Arguedas, directora del Área de Desarrollo 
Social, por medio del cual remite solicitud de ayuda para el caso de la señora Laura María Cerdas 
Bogantes, quien requiere ayuda económica para la construcción de un dormitorio con baño y servicio 
sanitario para su padre, quien es una persona adulta mayor, por un monto de ¢3.655.000.  Al respecto, 
adjunto enviamos el documento mencionado para su conocimiento y trámite correspondiente. 
 
ADS-M-129-2018 
De conformidad con los requisitos establecidos en el Reglamento para Ayudas Temporales y 
Subvenciones de la Municipalidad de Belén, respetuosamente le solicito someter a consideración del 
Concejo Municipal, el caso de la señora Laura María Cerdas Bogantes, quien requiere ayuda 
económica para la construcción de un dormitorio para su padre, quien es una persona adulta mayor.  
Los artículos 6 y 7 del Reglamento de Ayudas Temporales y Subvenciones establecen que: 
 
“Artículo 6°- Las ayudas que brinde la Municipalidad serán destinadas, única y exclusivamente, a 
solventar las necesidades socioeconómicas, alimentarias, de vivienda, salud o cualquier otra 



  

calamidad que afronten los vecinos del cantón, según la situación de desgracia o infortunio a que se 
refiere el artículo 4 anterior.  
 
Artículo 7°- Estas ayudas serán autorizadas por el Área de Desarrollo Social, hasta por un monto 
máximo de tres salarios base, de la clase de puesto Oficinista 1, con que cuenta la Administración 
Pública; con base en la recomendación del Estudio Técnico definido en el artículo 5° anterior. Cuando 
del Estudio Técnico se determine que la ayuda debe constituir (sic) en un aporte mayor a tres salarios 
y hasta cinco, según la referencia anterior, se requerirá la aprobación de la Alcaldía Municipal; en los 
casos que se superen estos momentos, será atribución exclusiva del Concejo Municipal otorgar la 
respectiva autorización.”  
 
En cumplimiento de esta normativa, se requiere que el Concejo Municipal apruebe la siguiente ayuda 
social:  Otorgar ayuda social, por la suma de ¢3.655.000.00 (Tres millones seiscientos cincuenta y 
cinco mil colones) a la señora Laura María Cerdas Bogantes, vecina del distrito La Ribera, para 
construcción de un dormitorio con baño y servicio sanitario, conforme a la Ley 7600, para su padre 
adulto mayor.  Se pone a disposición para cualquier consulta o revisión, el expediente de la beneficiaria 
que se encuentra bajo custodia en la Dirección del Área de Desarrollo Social.  Agradezco su atención. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, pide que envíen el expediente, porque ya hay 3 
solicitudes diferentes del Área Social, no entiende, eso debe discutirse en la Comisión y que cumpla 
con el Reglamento de Transferencias, porque acabamos de ver un informe de la Auditoria sobre 
ADEPROVIDAR que no se ha cumplido. 
 
La Regidora Propietaria Lorena Gonzalez, señala que ojalá no nos lerdeemos tanto, porque las 
necesidades son importantes, esto precisa, considera que la funcionaria Marita Arguedas siempre 
realiza una labor muy profesional en los casos que estudia, no es para ver a quien se favorece, la 
necesidad de la comunidad debería ser con prontitud, porque nosotros estamos muy cómodos, que 
no seamos causantes de más dolor en las personas de la comunidad que tienen pobreza extrema 
porque a veces se nos olvida y no pequemos de irresponsables. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, aclara que sería bueno que los Directores si requieren de 
una aprobación inmediata, nos inviten antes a una reunión para que expliquen, como en otras 
ocasiones se ha hecho, al tener el conocimiento es cuando se dispensa de comisión y comunicado se 
dispensa de comisión y se acelera el trámite, en este momento ira a Comisión para analizarlo y 
consultarlo.  Entonces tendríamos que dispensar todos los documentos que vengan de los Directores, 
para análisis, porque en este caso no se está diciendo que se va a denegar, sino que se estudiara y 
cumpla con el trámite, no conoce el caso y se va a analizar, vamos a analizar esta o la próxima 
semana. 
 
La Vicealcaldesa Thais Zumbado, especifica que lamentable que se haga esa comparación, una cosa 
es la ayuda a ADEPROVIDAR que fue un caso especial muy complicado, otra cosa son las ayudas 
que se dan, que están por Reglamento, primero con un estudio socioeconómico, se da ayuda a 
personas que realmente necesitan, por muchos años se ha cumplido, considera que ver el expediente 
y todas las necesidades de la familia, que horror, que mal, ya tenemos una trabajadora social, que sea 



  

una Comisión que decida si se ayuda a la familia, cree que se están excediendo llegar a ese extremo, 
que son casos de personas de escasos recursos. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, establece que leyó las 53 hojas del Informe de la 
Auditoria, pero hasta el Concejo cometió el error en las ayudas que se dieron, porque no cumplían con 
la formalidad, el fondo del asunto es dar una ayuda, lo que se hizo mal fue el procedimiento a 
ADEPROVIDAR en el tema de las ayudas. 
 
El Regidor Propietario Jose Luis Vengas, cita que aquí nadie ha puesto en entredicho el Informe que 
envía la funcionaria Marita Arguedas, pero se debe seguir el trámite correspondiente que vaya a 
Comisión, no lo conoce, tiene que darse el espacio en Comisión, cree mucho en la funcionaria Marita 
Arguedas, pero tiene que seguir el trámite normal, sea una ayuda urgente o no, es el espacio que 
necesitamos para verlo. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Gaspar 
Rodriguez, Jose Luis Venegas, María Antonia Castro Y UNO EN CONTRA DE LA REGIDORA 
Lorena Gonzalez:  Remitir a la Comisión de Hacienda y Presupuesto para análisis y recomendación 
a este Concejo Municipal. 
 
INFORME DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA. 
 
ARTÍCULO 10.  Se conoce el Oficio DJ-427-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6445/2018 de 09 de noviembre del presente año, en donde a esta Dirección 
Jurídica, se le solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: 
“Reforma al artículo 155 inciso B) del Código Municipal, Ley N° 7794 del 30 de abril de 1998 y sus 
reformas”, proyecto 20.968.  Una vez analizado el proyecto objeto de consulta, nos permitimos indicar 
lo siguiente:  
 
I. MOTIVACIÓN DEL PROYECTO:  Este proyecto señala que la experiencia en democracias 
consolidadas como la costarricense nos han permitido ser testigos de excesos procedimentales, 
generados a lo largo del tiempo con el fin de garantizar el Estado de Derecho, a tal punto de contar 
con una burocracia más poderosa que los políticos electos legítimamente, contradicción justificada en 
la obligación de contar con una efectiva vigilancia que contenga la corrupción y la incompetencia que, 
si bien es el camino correcto para garantizar la institucionalidad, en tanto se cumpla correctamente 
con el proceso como garante de la observación del ordenamiento jurídico, la incorrecta administración 
del concepto procesal ( o procedimental) como base para la gestión pública, privilegió erróneamente 
la función de control. Esta situación ha llevado a un ciclo interminable de normativa y control que 
finalmente generó un estado de ineficiencia en la prestación de los servicios públicos, donde 
paradójicamente el control, que por su misma naturaleza debía ser fuente de retroalimentación y 
mejora, se convirtió en el lastre de la administración para funcionar de manera efectiva y a los menores 
costos. 
 
Específicamente dentro de la potestad inherente de auto organización o reorganización de nuestras 
instituciones públicas, encontramos el tema de ajuste de las estructuras funcional (división del trabajo) 
y ocupacional (puestos de trabajo), sustentada en nuestro caso, en las disposiciones contenidas en el 



  

artículo 155 del Código Municipal que permite la realización de estudios técnicos relacionados con el 
cierre de programas, la reducción forzosa de servicios por falta de fondos o, la reorganización integral 
de sus dependencias que el buen servicio público exija. Dentro de estos esfuerzos de reorganización 
y como ya se expresó, algunos tienen como finalidad ajustar estructuras menores, es decir procesos 
concretos de trabajo que por la misma dinámica organizacional se parten, lo que impide desarrollar un 
efectivo proceso administrativo, situación que repercute en la obtención del mejor provecho de las 
personas y los diversos recursos asignadas a tales procesos; esto por cuanto se incurren en 
constantes duplicidades de asignaciones, esfuerzos y controles, siendo que el servicio público 
prestado es de una misma naturaleza. 
 
Con esta justificación se motiva el proyecto de ley en el sentido de que los ajustes funcionales y 
ocupacionales en procesos menores de trabajo deberían ser directamente aprobados por la máxima 
autoridad administrativa, sea la Alcaldía, siempre y cuando no se estén afectando las estructuras 
generales de la organización, sus pesos y contrapesos, potestades y límites de acción o, los derechos 
fundamentales y estatutarios de las personas servidoras, para lo cual siempre deberá mediar el 
correspondiente estudio técnico, según las consideraciones básicas expresas en el ya citado artículo 
16.1) de la Ley General de la Administración Pública. 
 
II. ANÁLISIS Y CONTENIDO DEL PROYECTO:  El proyecto que se somete a estudio dice a la letra:  
 
Artículo 155-             Los servidores municipales protegidos por esta ley gozarán de los siguientes 
derechos, además de los dispuestos en otras leyes: 
 
(…) 
 
b)        La municipalidad podrá finalizar los contratos de trabajo con responsabilidad patronal, 
fundamentada en estudios técnicos relacionados con el cierre de programas, la reducción forzosa de 
servicios por falta de fondos o la reorganización integral de sus dependencias que el buen servicio 
público exija.  Para estos efectos el alcalde municipal podrá ajustar y aprobar modificaciones 
funcionales y de dependencia jerárquica en procesos de trabajo, ya incorporadas en el manual de 
organización institucional, siempre y cuando se respeten las estructuras generales de la organización, 
sus pesos y contrapesos, potestades y límites de acción o, los derechos fundamentales y estatutarios 
de las personas servidoras. 
 
(…) 
 
III. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN:  De acuerdo con el análisis hecho por parte de esta 
Dirección Jurídica al proyecto de Ley denominado: “Reforma al artículo 155 inciso B) del Código 
Municipal, Ley N° 7794 del 30 de abril de 1998 y sus reformas”, proyecto 20.968, concluimos que la 
motivación del mismo no coincide con la redacción final propuesta de la reforma, además de que su 
texto resulta confuso y tendiente a establecer conflictos en su aplicación práctica, por lo que esta 
Dirección Jurídica estima que ese Concejo Municipal, no debe apoyarlo, y así lo recomendamos que 
proceda adoptando el acuerdo respectivo.  
 



  

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  SEGUNDO:  
De acuerdo con el análisis hecho al proyecto de Ley denominado:  “Reforma al artículo 155 inciso B) 
del Código Municipal, Ley N° 7794 del 30 de abril de 1998 y sus reformas”, proyecto 20.968, 
concluimos que la motivación del mismo no coincide con la redacción final propuesta de la reforma, 
además de que su texto resulta confuso y tendiente a establecer conflictos en su aplicación práctica, 
no lo apoyamos.  TERCERO:  Notificar a la Asamblea Legislativa.  
 
ARTÍCULO 11.  Se conoce el Oficio DJ-428-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6450/2018 del 09 de noviembre 2018, en donde a esta Dirección Jurídica, se le 
solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: “Adición de un 
artículo 23 BIS a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, No. 7509, para Fortalecer las Finanzas 
de las Municipalidades que Albergan Monocultivos”, expediente 20.967. Esta Dirección Jurídica 
informa, que, según las indagaciones hechas sobre el proyecto en particular, motivación, así como su 
contenido, esta Dirección Jurídica estima innecesario pronunciarse sobre el citado proyecto de ley. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, puntualiza que los monocultivos también son agricultura 
primaria eso les baja la tasación a los terrenos, hay un proyecto de ley de impuesto a los monocultivos 
sería bueno aplicarlo, pero la Ley de Bienes Inmuebles debe aplicarse como esta. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Gaspar 
Rodriguez, Jose Luis Venegas, Lorena Gonzalez Y UNO EN CONTRA DE LA REGIDORA Maria 
Antonia Castro:   PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  SEGUNDO:  Que, según las 
indagaciones hechas sobre el proyecto en particular, motivación, así como su contenido, se estima 
innecesario pronunciarse sobre el citado proyecto de ley.  TERCERO:  Notificar a la Asamblea 
Legislativa.  
 
ARTÍCULO 12.  Se conoce el Oficio DJ-429-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6446/2018 de 09 de noviembre del presente año, en donde a esta Dirección 
Jurídica, se le solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: “Ley 
para prorrogar el plazo establecido en el transitorio I de la Ley de Reforma del segundo párrafo y 
adición de varios párrafos al artículo 8; adición del inciso f) al artículo 65, y reforma del inciso k) del 
artículo 103 del Código de Minería, Ley No. 6797 de 4 de octubre de 1982, y sus reformas, Ley para 
declarar a Costa Rica país libre de minería metálica a cielo abierto, número 8904 de primero de 
diciembre de 2010,”, expediente número 20.922.  Una vez analizado el proyecto objeto de consulta, 
nos permitimos indicar lo siguiente:  
 
I. MOTIVACIÓN DEL PROYECTO:  Este proyecto en cuestión se refiere a mediante la Ley N.° 8904, 
de 1 de diciembre del 2010, fueron reformados varios artículos del Código de Minería, Ley N.° 6797, 
de 4 de octubre de 1982, para declarar a Costa Rica país libre de minería metálica a cielo abierto. 
Básicamente, con la referida norma se eliminan los permisos de exploración y explotación minera “a 
cielo abierto”, para la extracción de minerales pesados, y se considera la técnica de lixiviación con 
cianuro y el uso inadecuado de sustancias peligrosas como factores que deterioran el ambiente. Se 
dispuso, además, que en el área de reserva minera únicamente podrán otorgarse permisos de 
exploración, concesiones de explotación minera y beneficio de materiales a trabajadores debidamente 
organizados en cooperativas dedicadas a la minería en pequeña escala para subsistencia familiar, 



  

artesanal y coligallero, según las condiciones establecidas en esta ley y su reglamento. El 
otorgamiento de estos permisos y concesiones se dará, exclusivamente, a las cooperativas de 
trabajadores para el desarrollo de minería en pequeña escala para subsistencia familiar, artesanal y 
coligalleros de las comunidades vecinas a la explotación minera, tomando como base la cantidad de 
afiliados a dichas cooperativas. Se entiende como minería en pequeña escala para subsistencia 
familiar, la extracción subterránea que se realiza mediante trabajo colectivo manual y mecánico, donde 
el volumen a extraer lo establece la Dirección de Geología y Minas de acuerdo con los estudios 
técnicos-geológicos presentados en la solicitud de la concesión, tomando en cuenta la utilización de 
técnicas modernas de explotación para maximizar la extracción metálica y la protección del ambiente, 
consecuentemente con el desarrollo sostenible. 
 
Por otra parte, la Ley N.° 8904 contiene un transitorio I que literalmente dispone: 
 
“TRANSITORIO I.-  Durante el plazo de ocho años, contado a partir de la entrada en vigencia de esta 
reforma, la prohibición de utilización de técnicas de lixiviación con cianuro y mercurio no regirá para 
los trabajadores organizados en cooperativas mineras dedicadas a la explotación de minería en 
pequeña escala para subsistencia familiar, artesanal y coligallero.  En ese plazo, estas personas 
tendrán la obligación de reconvertir su actividad al desarrollo de tecnologías alternativas más 
amigables con el ambiente; para ello, contarán con el apoyo, el asesoramiento y la asistencia técnica 
y financiera del Estado costarricense.  Asimismo, en un plazo de tres años, el Estado procurará los 
esfuerzos necesarios para promover alternativas productivas sustentables como turismo minero, la 
orfebrería u otras opciones que den valor agregado a la producción minera en pequeña escala para 
subsistencia familiar, artesanal y coligallero.  Para estos fines, la actividad minera en pequeña escala, 
la artesanal y coligallero tendrá la condición de sector prioritario en el acceso al crédito para su 
desarrollo, de conformidad con lo establecido en el artículo 7 de la Ley N.º 8634, Sistema de Banca 
para el Desarrollo, de 23 de abril de 2008 y la banca estatal.” 
 
Pero se afirma categóricamente por los proponentes del proyecto que:  “ya casi ha transcurrido el 
plazo de ocho años establecido en el transitorio I sin que las autoridades competentes del Poder 
Ejecutivo hayan cumplido cabalmente para apoyar, asesorar y brindar asistencia técnica y financiera 
para que las personas cubiertas por esa moratoria, puedan emigrar hacia tecnologías alternativas más 
amigables con el ambiente.  Además, no se ha otorgado ninguna concesión a las cooperativas 
constituidas de conformidad con la Ley N.° 8904, lo que les impide dedicarse a la producción minera 
tal y como era uno de los propósitos de la citada ley.  Lo anterior significa que ante la insuficiencia del 
acompañamiento estatal para resolver la situación de los coligalleros y pequeños productores mineros, 
el plazo fatal de ocho años dejaría desamparadas a decenas de personas y sus familias que 
literalmente dependen de esta actividad para llevar sustento a sus hogares.  
 
Esto traería un problema social de insospechados alcances, sobre todo en una zona donde las fuentes 
de empleo son escasas y la dependencia de la actividad minera es totalmente evidente.  Si se aplicara 
la prohibición establecida en la Ley N.° 8904, sin que el Estado haya cumplido con sus obligaciones, 
estaríamos condenando a la pobreza a cientos de habitantes del cantón de Abangares y otros lugares 
donde se desarrolla la actividad minera, y los problemas y confrontaciones sociales serían inevitables, 
como ya ocurrió hace algunos años.” 

 



  

II. ANÁLISIS Y CONTENIDO DEL PROYECTO:  El texto del proyecto se trata de un único artículo que 
dice a la letra:  “Prorróguese por cuatro años más y por una única vez, el plazo de ocho años 
establecido en el transitorio I de la Ley N.° 8904, de 1 de diciembre de 2010, Reforma del Segundo 
Párrafo y Adición de Varios Párrafos al Artículo 8; Adición del Artículo 8 Bis; Adición del Inciso f) al 
Artículo 65, y Reforma del Inciso k) del Artículo 103 del Código de Minería, Ley N.º 6797, de 4 de 
octubre de 1982, y sus Reformas, Ley para Declarar a Costa Rica País Libre de Minería Metálica a 
Cielo Abierto.”  El objetivo del proyecto consiste en concreto por cuatro años más y por única vez el 
mencionado plazo. 
    
III. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN:  De acuerdo con el análisis hecho por parte de esta 
Dirección Jurídica al proyecto de Ley denominado: “Ley para prorrogar el plazo establecido en el 
transitorio I de la Ley de Reforma del segundo párrafo y adición de varios párrafos al artículo 8; adición 
del inciso f) al artículo 65, y reforma del inciso k) del artículo 103 del Código de Minería, Ley No. 6797 
de 4 de octubre de 1982, y sus reformas, Ley para declarar a Costa Rica país libre de minería metálica 
a cielo abierto, número 8904 de primero de diciembre de 2010,”, expediente número 20.922, 
consideramos que el mismo no implica una confrontación directa al régimen municipal y su autonomía, 
sin embargo, el apoyar o no esta iniciativa legislativa, responde más a un análisis de naturaleza 
política, que le corresponde realizar a ese Concejo Municipal. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  SEGUNDO:  
De acuerdo con el análisis hecho al proyecto de Ley denominado: “Ley para prorrogar el plazo 
establecido en el transitorio I de la Ley de Reforma del segundo párrafo y adición de varios párrafos 
al artículo 8; adición del inciso f) al artículo 65, y reforma del inciso k) del artículo 103 del Código de 
Minería, Ley No. 6797 de 4 de octubre de 1982, y sus reformas, Ley para declarar a Costa Rica país 
libre de minería metálica a cielo abierto, número 8904 de primero de diciembre de 2010,”, expediente 
número 20.922, consideramos que el mismo no implica una confrontación directa al régimen municipal 
y su autonomía.  TERCERO:  Notificar a la Asamblea Legislativa.  
 
ARTÍCULO 13.  Se conoce el Oficio DJ-430-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6453/2018 de 09 de noviembre del presente año, en donde a esta Dirección 
Jurídica, se le solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: 
“Convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente para reformar la Constitución Política”, 
expediente número 19.874.  Una vez analizado el proyecto objeto de consulta, nos permitimos indicar 
lo siguiente:  
 
I. MOTIVACIÓN DEL PROYECTO:  Este proyecto señala que la Constitución que rige en el país, 
desde el 7 de noviembre de 1949, pese a sus bondades y los múltiples ajustes que ha recibido en los 
últimos años, ha perdido actualidad y por tanto es necesario reformarla. Lo anterior se propone en 
primer término, porque nuestro ordenamiento constitucional proviene del siglo XIX.  Con el 
rompimiento del orden constitucional en 1948 y la instalación de la Junta Militar de Gobierno, presidida 
por José Figueres Ferrer, se convocó una Asamblea Nacional Constituyente, con el propósito de dotar 
al país de una nueva Constitución Política. Para ello la Asamblea tomó como base de sus 
deliberaciones la Constitución de 1871.  Así pues, la Constitución que nos rige, desde muchos puntos 
de vista, resulta vieja, parchada y desajustada; es una Constitución que se hizo mirando hacia atrás y 
desde su promulgación, sin unidad interna y muchas lagunas o vacíos jurídicos. 



  

 
Al presente se han realizado 62 reformas a la Constitución.  Estas reformas han impactado 93 artículos 
constitucionales, algunos de ellos reformados hasta tres veces en el período mencionado. Esta 
avalancha de reformas y proyectos de reformas parciales, más los intentos de convocar al Poder 
Constituyente, prueban cada vez con mayor claridad, que 66 años han sido suficientes y que nuestra 
Constitución requiere una revisión y reforma general, con el fin de adaptarla a las necesidades, 
principios y valores de los tiempos que corren. Se dice que se justifica la revisión y reforma general de 
la Constitución Política, a que ha perdido su función racionalizadora del ejercicio del poder político, en 
el contexto socio-político actual.  Dado lo anterior porque el Poder Legislativo no legisla con la prontitud 
que demandan los tiempos actuales; que el Poder Ejecutivo ha perdido capacidad operativa, ahogado 
por la duplicación de funciones y una estructura administrativa compleja, constituida por trescientas 
veinticinco instituciones y; que el Poder Judicial, todos los días, a cada instante, transgrede el principio 
de la justicia pronta y cumplida y con ello el derecho ciudadano a la tutela judicial efectiva de sus 
derechos e intereses legítimos; que el régimen municipal no funciona porque carece de competencias 
y presupuesto para llevarlas a cabo; que el presupuesto está concebido para períodos de un año lo 
que imposibilita la planificación de mediano y largo plazo; que la Contraloría debilita su función 
fiscalizadora en la medida que el refrendo contralor le obliga a actuar como juez y parte y; que el 
régimen de responsabilidades que regula la Constitución tanto para los funcionarios de elección 
popular como para los empleados públicos es de muy baja intensidad, lo que en la práctica se traduce 
en ineficiencia, ineficacia e impunidad. 

 
Una tercera categoría de problemas que justifican la convocatoria de una Asamblea Constituyente 
está relacionada con la calidad de vida.  Desde este punto de vista, se puede decir, que si bien el 
aparato institucional que auspicia la Constitución ha resultado positivo en cuanto a las capacidades 
institucionales para el ejercicio de la democracia -elecciones libres y ordenadas, por ejemplo- ha sido 
insuficiente en términos del verdadero impacto de esa institucionalidad sobre el desarrollo humano. 
Desde hace décadas estamos estancados en aproximadamente un 21% de personas que viven en 
condiciones de pobreza y en un modelo económico que ha conducido a la concentración de la riqueza.  
De esta forma, es constatable un desfase entre los objetivos políticos que proclama la Constitución, 
relacionados con el bienestar general, la justicia y la solidaridad social y lo que ocurre en la realidad.  
En otros términos, no coincide la Constitución escrita con los niveles de pobreza, desigualdad, 
polarización y exclusión social que existe en la realidad. 
 
Existe un divorcio cada vez más profundo entre esa Costa Rica pobre e inconforme contra los 
gobernantes, los partidos políticos y la institucionalidad democrática y una Constitución que mantiene 
esquemas de representación, rendición de cuentas, evaluación de resultados y responsabilidad, 
rebasados por esos cambios.  Pareciera que nos hemos preocupado mucho por los aspectos formales 
de la democracia y descuidado los sustanciales.  Estos hechos parecieran afectar el apoyo ciudadano 
o la legitimidad de la democracia en el país.  Coincide con lo anterior, el informe final de la Junta de 
Notables para fortalecer la funcionalidad y calidad de la democracia costarricense, cuando se dice:  
“Las soluciones de los problemas sociales materiales del país e incluso problemas ligados a las raíces 
de nuestra contextura social, tienen como condición necesaria, aunque no suficiente, la renovación 
del diseño institucional que rige el país.  Si no se revisan la arquitectura del Estado y las normas que 
le impiden funcionar bien, no podremos avanzar mucho, en los otros campos… Las reformas 



  

propuestas se inspiran en la idea de permitir el funcionamiento de la democracia de las mayorías, de 
facilitar la transferencia y ejercicio de la autoridad del pueblo confiada a los gobernantes”1. 
 
En su informe, los notables identificaron treinta y dos problemas y sugieren 97 reformas en seis áreas, 
a saber: 

 
1. Relación del Poder Ejecutivo-Poder Legislativo. 
2. Asamblea Legislativa. 
3. Poder Ejecutivo y Administración Pública. 
4. Poder Judicial y Sala Constitucional. 
5. Seguridad jurídica y tramitomía administrativa. 
6. Relaciones sociales y Estado. 

 
Es de enfatizar que los notables no sugieren de manera expresa la necesidad de convocar una 
Asamblea Nacional Constituyente.  Lo que plantean es una extensa lista de reformas, muchas de las 
cuales implican reformar la Constitución Política.  También es oportuno tomar consciencia que la 
solución de muchos problemas que hoy presenta la Administración Pública no requiere, 
necesariamente, de una reforma constitucional. Muchos de ellos se podrían solucionar con simple 
cambio de cultura institucional y el mejoramiento de la gerencia o buena gestión de los asuntos 
públicos.  La necesidad, entonces, de reformar la Constitución Política es criterio generalizado.  La 
mejor prueba de ello es la avalancha de proyectos que con tal propósito se encuentran en la corriente 
legislativa.  Se dice en la justificación del proyecto que Creemos que el pueblo de Costa Rica está 
suficientemente maduro y culturalmente preparado para convocar, sin miedos infundados, una 
Asamblea Nacional Constituyente.  Son tantas las reformas que se deben hacer a la Constitución, que 
solo mediante un proceso constituyente se pueden realizar, a partir de un enfoque moderno, 
democrático y unitario. 
 
Para quienes abogan por el sistema de las reformas parciales, es importante enfatizar que esa vía es 
lenta, extremadamente lenta y quizás, como sociedad no podamos esperar tanto.  ¡La Asamblea 
Legislativa ni siquiera puede modernizar su reglamento, mucho menos la Constitución!   Aparejado a 
lo anterior, como ya se ha indicado, continuar con las reformas parciales contribuiría a agravar la 
pérdida de unidad interna de la Constitución, que es indispensable si se le concibe como un todo 
orgánico. 

 
“II. ANÁLISIS Y CONTENIDO DEL PROYECTO:  Dada la importancia y seriedad del proyecto de 
reforma integral de la Constitución Política se transcribe el texto de la convocatoria, como sigue: 

 
“CONVOCATORIA DE LA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE 

PARA REFORMAR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 

TITULO ÚNICO 
 

Capítulo I 

                                                 
1 Ibid.  En su informe, los notables identificaron treinta y dos problemas y sugieren 97 reformas. 



  

Conformación 
 
ARTÍCULO 1.- Con fundamento en el artículo 196 de la Constitución Política, se convoca la Asamblea 
Nacional Constituyente, con el fin de reformar la Constitución y adaptarla a las necesidades, 
aspiraciones, principios y valores de los tiempos actuales. 

 
ARTÍCULO 2.- La Asamblea Nacional Constituyente estará integrada por 45 representantes 
constituyentes escogidos por partidos políticos debidamente inscritos a escala nacional o provincial.  
Serán electos mediante listas cerradas y el principio de proporcionalidad, respetando la paridad de 
género, tanto de forma horizontal como vertical.  Veintisiete serán electos mediante listas nacionales 
y dieciocho mediante listas provinciales. 
 

Capítulo II 
Convocatoria 

 
ARTÍCULO 3.- La convocatoria a elecciones de los miembros de la Asamblea Nacional Constituyente 
la hará el Tribunal Supremo de Elecciones, el primer domingo de marzo, del año 2019.  Las elecciones 
se realizarán, el primer domingo de julio de ese año y la Asamblea se instalará el siete de noviembre 
del mismo año.  La juramentación de sus miembros la realizará el Tribunal Supremo de Elecciones. 

 
ARTÍCULO 4.- La Asamblea Nacional Constituyente promulgará la nueva Constitución en un plazo 
improrrogable de veinte meses, posteriores al inicio de sus sesiones.  Si la Asamblea promulga la 
nueva Constitución antes de ese plazo, se podrá disolver mediante una moción aprobada al efecto. 

 
ARTÍCULO 5.- La nueva Constitución entrará en vigencia el 15 de setiembre del año 2021. 
Requisitos, impedimentos, inmunidades y remuneración 

 
ARTÍCULO 6.- Para ser electo diputado constituyente se requiere: 
 
1. Ser ciudadano en ejercicio. 
2. Ser costarricense por nacimiento o por naturalización, con más de diez años de residencia en 

el país, después de haber obtenido la nacionalidad. 
3. Haber cumplido 25 años. 
4. Ser del estado seglar. 

 
ARTÍCULO 7.- En cuanto los impedimentos serán los mismos establecidos en el artículo 109 de la 
Constitución Política para los diputados.  Estas incompatibilidades afectarán a quienes desempeñen 
los cargos indicados dentro de los seis meses anteriores a la convocatoria de elección. 
 
ARTÍCULO 8.- Los diputados de la Asamblea Nacional Constituyente gozarán de las inmunidades 
que el artículo 110 de la Constitución Política reconoce a los diputados de la Asamblea Legislativa. 
 
ARTÍCULO 9.- Los miembros de la Asamblea Nacional Constituyente contarán con personal auxiliar, 
remuneración, ayudas técnicas y administrativas en las mismas condiciones que regula la ley para los 
diputados. 



  

 
Capítulo IV 

Proyecto de Constitución, criterio de funcionarios y ciudadanos 
 

ARTÍCULO 10.- Veinte días naturales después de la aprobación de la presente ley, la Asamblea 
Legislativa integrará una Comisión Especial Mixta para que redacte un “Proyecto de Constitución 
Política”, que sirva de base a la Asamblea Nacional Constituyente. La Comisión redactora estará 
integrada por un representante de cada uno de los siguientes entes: 
 

 Poder Ejecutivo; 
 Poder Judicial; 
 Asamblea Legislativa; 
 Sindicatos; 
 Cámaras empresariales; 
 Partidos Políticos con representación en la Asamblea Legislativa; 
 Tres ciudadanos. 
 

La Comisión se instalará dos meses después de su integración.  Será presidida por el diputado que 
pertenezca al partido con mayor representación en la Asamblea Legislativa.  Deberá presentar un 
proyecto de Constitución en los seis meses posteriores a su conformación. 
 
ARTÍCULO 11.- Los ciudadanos, de forma personal o en grupo, podrán expresar sus criterios por 
escrito, ante la oficina de Iniciativa Popular de la Asamblea Legislativa durante las labores de la 
Asamblea Nacional Constituyente. Esta oficina se encargará de sistematizar y trasladar las propuestas 
ciudadanas a la secretaría de la Asamblea Nacional Constituyente. 
 
ARTÍCULO 12.- La Asamblea Nacional Constituyente podrá convocar a cualquier persona o 
funcionario público para consultar sobre sus propuestas de reforma o escuchar criterios 
especializados. 
 
ARTÍCULO 13.- El presidente y expresidentes de la República, el presidente de la Corte Suprema de 
Justicia y el presidente de la Sala Constitucional, el contralor general de la República, el procurador 
general de la República, el defensor general de los Habitantes, el jefe del Ministerio Público y el jefe 
de la Defensa Pública, podrán asistir a las sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente con 
derecho a voz, pero sin voto. 
 

Capítulo V 
Organización y financiamiento 

 
ARTÍCULO 14.- Las sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente se celebrarán en la capital, en 
un lugar apropiado, determinado por el Tribunal Supremo de Elecciones. 
 



  

ARTÍCULO 15.- La Asamblea Nacional Constituyente aprobará el Reglamento para su régimen 
interior, el cual una vez adoptado solo se podrá reformar con la votación de al menos dos terceras 
partes del total de sus miembros. 
 
ARTÍCULO 16.- La Asamblea Nacional Constituyente, de conformidad con el artículo 196, solo 
conocerá lo concerniente a una reforma general de la Constitución Política. 
 
ARTÍCULO 17.- El Tribunal Supremo de Elecciones preparará un presupuesto para el debido 
funcionamiento de la Asamblea Nacional Constituyente.  Este presupuesto no podrá ser objetado por 
el Poder Ejecutivo y deberá ser aprobado por la Asamblea Legislativa dentro del mes posterior a su 
presentación, de no haber votación se aprobará el proyecto propuesto por el Tribunal Supremo de 
Elecciones.  El Estado contribuirá a sufragar los gastos de los partidos políticos con ocasión del 
proceso de designación y elección de los candidatos a integrar la Asamblea Nacional Constituyente.  
La contribución será del cero coma cero cuatro por ciento (0,04%) del producto interno bruto del año 
anterior a la celebración de la elección de presidente, vicepresidentes de la República y diputados de 
la Asamblea Legislativa. 

 
ARTÍCULO 18.- El Código Electoral se aplicará en todo lo no regulado de forma expresa en la presente 
ley.” 
 
III. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN:  De acuerdo con el análisis hecho por parte de esta 
Dirección Jurídica al proyecto de Ley denominado: “Convocatoria de la Asamblea Nacional 
Constituyente para reformar la Constitución Política”, expediente número 19.874, consideramos que 
el mismo no implica una confrontación directa al régimen municipal y su autonomía, más bien podría 
ser una oportunidad histórica para revisión el régimen municipal, desde la óptica macro de la 
descentralización del poder desde la Carta Magna, sin embargo, el apoyar o no esta iniciativa 
legislativa, responde más a un análisis de naturaleza política, que le corresponde realizar a ese 
Concejo Municipal. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Gaspar 
Rodriguez, Lorena Gonzalez, Jose Luis Venegas Y UNO EN CONTRA DE LA REGIDORA Maria 
Antonia Castro:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  SEGUNDO:  De acuerdo con 
el análisis hecho al proyecto de Ley denominado: “Convocatoria de la Asamblea Nacional 
Constituyente para reformar la Constitución Política”, expediente número 19.874, consideramos que 
el mismo no implica una confrontación directa al régimen municipal y su autonomía, más bien podría 
ser una oportunidad histórica para revisión el régimen municipal, desde la óptica macro de la 
descentralización del poder desde la Carta Magna.  TERCERO:  Notificar a la Asamblea Legislativa.  
 
ARTÍCULO 14.  Se conoce el Oficio DJ-431-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6624/2018 de 14 de noviembre del presente año, en donde a esta Dirección 
Jurídica, se le solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: 
“Reforma al artículo 96 del Código Electoral, Ley No. 8765, del19 de agosto de 2009 y sus reformas, 
igualdad en el financiamiento anticipado para los procesos electorales municipales”, expediente 
número 20.959.  Una vez analizado el proyecto objeto de consulta, nos permitimos indicar lo siguiente:  
 



  

I. MOTIVACIÓN DEL PROYECTO:  Este proyecto alude al principio de igualdad, como principio rector 
de nuestra democracia constitucional y permea todo el sistema político y jurídico, de ahí la necesidad 
de otorgar un trato igualitario a situaciones similares, como lo es el caso de las elecciones nacionales 
para elección de Presidencia y vicepresidencias de la República y diputaciones, como para la elección 
de autoridades municipales. En ese sentido se plantea que el sistema de financiamiento de partidos 
políticos debe ser equitativo en cuanto a las herramientas que les otorga a los partidos políticos para 
participar de los diferentes procesos electorales, y de esta forma realizar campañas electorales con 
mayor impacto e información para la toma de decisiones de los votantes. De ahí que el proceso 
electoral municipal requiere también del acceso a la herramienta del financiamiento anticipado, en 
aras de promover una participación en igualdad de condiciones a los partidos políticos con 
independencia de la escala en la que se encuentren inscritos, por la trascendencia de este proceso 
electoral en el que se eligen las autoridades en cada uno de los municipios del país. 
 
II. ANÁLISIS Y CONTENIDO DEL PROYECTO:  El proyecto consta de un artículo único que dispone 
reformas los artículos 96 y 97 del Código Electoral, Ley N.º 8765, de 19 de agosto de 2009 y sus 
reformas, para que en adelante se lean de la siguiente manera: 
 
“Artículo 96-Financiamiento anticipado.  Del monto total que se determine como contribución estatal 
para cada uno de los procesos electorales, los partidos políticos podrán recibir, en forma anticipada y 
previa rendición de las garantías líquidas suficientes, hasta un quince por ciento (15%).  La distribución 
del anticipo se hará en partes iguales para cada partido político, de la siguiente manera: 
 
a) A los partidos políticos inscritos a escala nacional que hayan presentado candidaturas para 
Presidencia y vicepresidencias de la República y diputaciones a la Asamblea Legislativa, se les 
distribuirá en sumas iguales, previa rendición de las garantías líquidas suficientes, el ochenta por 
ciento (80%) del monto establecido. 
 
b) Previa rendición de las garantías líquidas suficientes, un veinte por ciento (20%) del monto 
total del financiamiento anticipado será distribuido en sumas iguales entre todos los partidos 
únicamente a escala provincial con candidaturas presentadas a diputaciones a la Asamblea 
Legislativa. 
 
c) En el caso de los procesos municipales los partidos políticos que hayan presentado 
candidaturas para alcaldías, regidurías, sindicaturas, intendencias o concejalías, se les distribuirá en 
sumas iguales, previa rendición de las garantías líquidas suficientes, el ochenta por ciento (80%) del 
monto establecido. 
 
Los partidos políticos que hayan recibido contribución estatal a modo de financiamiento anticipado y 
que no hayan cumplido las condiciones que establece el artículo 96 de la Constitución Política y lo 
preceptuado en este artículo, deberán devolver lo recibido por concepto de financiamiento anticipado.  
Igual procedimiento se aplicará con los excedentes, en caso de que la suma adelantada supere el 
monto a que tenía derecho el partido político. 
 
Artículo 97- Retiro del financiamiento anticipado para el proceso electoral.  Los partidos políticos 
tendrán derecho a retirar la cantidad que les corresponda por concepto de financiamiento anticipado 



  

caucionado, de acuerdo con la resolución que para ese efecto deberá emitir el TSE.  Los retiros por 
ese concepto se harán a partir de la presentación de las candidaturas para Presidencia y 
vicepresidencias de la República y diputaciones a la Asamblea Legislativa; y de las candidaturas para 
alcaldías, regidurías, sindicaturas, intendencias o concejalías, de acuerdo con el proceso electoral que 
corresponde, observando la forma de distribución indicada en el artículo anterior.  Los dineros 
correspondientes al financiamiento anticipado serán depositados en una cuenta de la Tesorería 
Nacional, en efectivo, y a más tardar diez meses antes de las elecciones.  El Tribunal autorizará, 
mediante resolución, el giro del anticipo correspondiente a cada partido político que haya caucionado.” 
 
Este proyecto busca integrar como parte de financiamiento anticipado, que en el caso de los procesos 
municipales los partidos políticos que hayan presentado candidaturas para alcaldías, regidurías, 
sindicaturas, intendencias o concejalías, se les distribuirá en sumas iguales, previa rendición de las 
garantías líquidas suficientes, el ochenta de por ciento (80%) del monto establecido.  En el retiro de 
ese financiamiento anticipado propuesto, se integra que las diputaciones a la Asamblea Legislativa; y 
las candidaturas a alcaldías, regidurías, sindicaturas, intendencias o concejalías, de acuerdo con el 
proceso electoral que corresponde, podrán hacerlo, observando la forma de distribución indicada en 
el artículo anterior. 
 
III. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN:  De acuerdo con el análisis hecho por parte de esta 
Dirección Jurídica al proyecto de Ley denominado: “Reforma al artículo 96 del Código Electoral, Ley 
No. 8765, del19 de agosto de 2009 y sus reformas, igualdad en el financiamiento anticipado para los 
procesos electorales municipales”, expediente número 20.959, consideramos que el mismo no 
confronta el régimen municipal y su autonomía, es una propuesta que busca integrar como parte de 
financiamiento, que en el caso de los procesos municipales los partidos políticos que hayan 
presentado candidaturas para alcaldías, regidurías, sindicaturas, intendencias o concejalías. Sin 
embargo, el apoyo del mismo depende de una valoración residenciada en el seno del Concejo 
Municipal. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, habla que está de acuerdo con el análisis de la 
Dirección Jurídica, pero el Tribunal Supremo de Elecciones trata a los partidos cantonales igual que 
los partidos nacionales y no debería de ser, porque no tienen la misma estructura. 
 
El Vicepresidente Municipal Gaspar Rodriguez, pronuncia que según recomendación de la Dirección 
Jurídica depende del Concejo apoyarlo o no. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  SEGUNDO:  
De acuerdo con el análisis hecho al proyecto de Ley denominado: “Reforma al artículo 96 del Código 
Electoral, Ley No. 8765, del19 de agosto de 2009 y sus reformas, igualdad en el financiamiento 
anticipado para los procesos electorales municipales”, expediente número 20.959, consideramos que 
el mismo no confronta el régimen municipal y su autonomía, es una propuesta que busca integrar 
como parte de financiamiento, que en el caso de los procesos municipales los partidos políticos que 
hayan presentado candidaturas para alcaldías, regidurías, sindicaturas, intendencias o concejalías.  
TERCERO:  Notificar a la Asamblea Legislativa.  CUARTO:  Someter a estudio del Concejo Municipal 
para que los Regidores brinde su criterio. 
 



  

ARTÍCULO 15.  Se conoce el Oficio DJ-432-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6634/2018 del 14 de noviembre 2018, en donde a esta Dirección Jurídica, se le 
solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: “Reducción de la 
deuda pública por medio de la venta de activos ociosos o subutilizados del sector público”, expediente 
20.924.Esta Dirección Jurídica informa, que, según las indagaciones hechas sobre el proyecto en 
particular, motivación, así como su contenido, esta Dirección Jurídica estima innecesario pronunciarse 
sobre el citado proyecto de ley. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:   PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  
SEGUNDO:  Que, según las indagaciones hechas sobre el proyecto en particular, motivación, así 
como su contenido, se estima innecesario pronunciarse sobre el citado proyecto de ley.  TERCERO:  
Notificar a la Asamblea Legislativa.  
 
ARTÍCULO 16.  Se conoce el Oficio DJ-437-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6832/2018 de 21 de noviembre del presente año, en donde a esta Dirección 
Jurídica, se le solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: “Límite 
del gasto estatal en las campañas políticas de 2022 y 2024, por medio de una modificación al código 
electoral, Ley No. 8765”, expediente número 20.821.  Una vez analizado el proyecto objeto de 
consulta, nos permitimos indicar lo siguiente:   
 
I. MOTIVACIÓN DEL PROYECTO:  La iniciativa legislativa no cuenta con una exposición de motivos 
que logre acreditar indefectiblemente las razones que llevan a proponer la ley de intereses, lo que 
limita seriamente el análisis solicitado. 
 
II. ANÁLISIS Y CONTENIDO DEL PROYECTO:  El proyecto consta de un único artículo que agrega 
un nuevo artículo al Código Electoral, Ley No. 8765, que dice:  
 
“Monto del aporte estatal.  Para las elecciones nacionales del año 2022 y las municipales del 2014, 
para cubrir los gastos de las campañas para elegir presidente, vicepresidentes, diputados y la totalidad 
de cargos municipales, así como los gastos destinados a sus actividades permanentes de capacitación 
y organización política, de conformidad con el artículo 96 de la Constitución Política, los partidos 
políticos tendrán derecho a recibir una contribución estatal máxima equivalente a un cero como once 
porciento (0,11%) del PIB del año 2010”  
 
III. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN:  De acuerdo con el análisis hecho por parte de esta 
Dirección Jurídica al proyecto de Ley denominado “Límite del gasto estatal en las campañas políticas 
de 2022 y 2024, por medio de una modificación al código electoral, Ley No. 8765”, expediente número 
20.821, consideramos que su texto no confronta al régimen municipal y su autonomía, Sin embargo, 
el apoyo del mismo depende de una valoración residenciada en el seno del Concejo Municipal, pues 
se trata de establecer un límite al gasto estatal para el financiamiento de las campañas políticas para 
los próximos años. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  SEGUNDO:  
De acuerdo con el análisis hecho al proyecto de Ley denominado “Límite del gasto estatal en las 
campañas políticas de 2022 y 2024, por medio de una modificación al código electoral, Ley No. 8765”, 



  

expediente número 20.821, consideramos que su texto no confronta al régimen municipal y su 
autonomía, se trata de establecer un límite al gasto estatal para el financiamiento de las campañas 
políticas para los próximos años.  TERCERO:  Notificar a la Asamblea Legislativa.  
 
ARTÍCULO 17.  Se conoce el Oficio DJ-439-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Damos 
respuesta al documento Ref. 6829/2018, de fecha 21 de noviembre del año en curso, con relación al 
proyecto de ley 20.959, denominado: “Reforma al artículo 96 del Código electoral, Ley N°8765, del 19 
de agosto de 2009 y sus reformas, igualdad en el financiamiento anticipado para los procesos 
electorales municipales”, mediante el cual se solicita realizar el análisis y recomendación 
correspondiente. Una vez revisado el proyecto objeto de consulta, nos permitimos indicar que, el 
mismo fue analizado y atendido en su oportunidad con el Dictamen DJ-431-2018 de fecha 20 de 
noviembre del 2018 por lo que, esta Dirección Jurídica reitera lo ahí expresado. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Oficio de la Dirección Jurídica.  
 
ARTÍCULO 18.  Se conoce el Oficio DJ-440-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6833/2018 del 21 de noviembre 2018, en donde a esta Dirección Jurídica, se le 
solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: “Ley del Sistema 
Estadística Nacional”, expediente 20.404. Esta Dirección Jurídica informa, que, según las 
indagaciones hechas sobre el proyecto en particular, motivación, así como su contenido, esta 
Dirección Jurídica estima innecesario pronunciarse sobre el citado proyecto de ley. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  SEGUNDO:  
Que, según las indagaciones hechas sobre el proyecto en particular, motivación, así como su 
contenido, se estima innecesario pronunciarse sobre el citado proyecto de ley.  TERCERO:  Notificar 
a la Asamblea Legislativa.  
 
ARTÍCULO 19.  Se conoce el Oficio DJ-441-2018 de Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico. Nos 
referimos al oficio Ref.6834/2018 del 21 de noviembre 2018, en donde a esta Dirección Jurídica, se le 
solicita análisis y recomendación en relación con el proyecto de ley denominado: “Ley especial de 
extinción del dominio”, expediente 19.571. Esta Dirección Jurídica informa, que, según las 
indagaciones hechas sobre el proyecto en particular, motivación, así como su contenido, esta 
Dirección Jurídica estima innecesario pronunciarse sobre el citado proyecto de ley. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Dirección Jurídica.  SEGUNDO:  
Que, según las indagaciones hechas sobre el proyecto en particular, motivación, así como su 
contenido, se estima innecesario pronunciarse sobre el citado proyecto de ley.  TERCERO:  Notificar 
a la Asamblea Legislativa.  
 
CONSULTAS AL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 20.  El Vicepresidente Municipal Gaspar Rodriguez, advierte que hace días no pasaba por 
el centro de Belén y en frente de Raymi en la carretera se está haciendo un enorme hueco. 
 



  

El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, confirma que ya le consulto al funcionario Oscar 
Hernández y es Ruta Nacional. 
 
La Vicealcaldesa Thais Zumbado, cree que ya se reportó formalmente y está por atender, vamos a 
insistir. 
 
ARTÍCULO 21.  El Regidor Suplente Juan Luis Mena, expone que el fin de semana estuvieron sacando 
chunches viejos de todas las casas, pero un zopilote está pasando y se lleva lo que es valioso, ver 
que se puede hacer. 
 
La Vicealcaldesa Thais Zumbado, reitera que, si se refiere a los desechos valorizables, tampoco es 
correcto que se lo lleven, para esto están las señoras que reciclan, parece que hay piratas del reciclaje. 
 

CAPÍTULO V 
 

INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 

INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS Y DE ASUNTOS AMBIENTALES. 
 
ARTÍCULO 22.  Se conoce el Oficio SCO-53-2018 de José Luis Venegas, Gaspar Rodríguez y Edgar 
Álvarez de la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales. Se conoce acuerdo del Concejo Municipal 
Ref. 6427-2018 donde devuelven el Dictamen SCO-47-2018 de la Comisión de Obras y Asuntos 
Ambientales.  
 
LA COMISION DE OBRAS ACUERDA POR UNANIMIDAD RECOMENDAR AL CONCEJO 
MUNICIPAL: PRIMERO: Avalar el oficio UA-182-2018, suscrito por Esteban Avila, de la Unidad 
Ambiental, por medio del cual se refiere al proyecto denominado Acciones de rehabilitación y 
mejoramiento del humedal La Ribera. SEGUNDO: Aprobar el proyecto denominado Acciones de 
rehabilitación y mejoramiento del humedal La Ribera. TERCERO: De ahora en adelante se autoriza a 
la Administración Municipal a continuar con los trámites de rehabilitación y mejoramiento del Humedal 
La Ribera.  
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, solicita al Concejo debido a los años que estuvo en la 
Comisión, que se agregue que el humedal fue oficializado en el año 2008. 
 
El Regidor Suplente Juan Luis Mena, recomienda que se debe decir al dueño que ponga protección 
frente al parque porque había una montaña, es como una cueva es parte de la seguridad que se está 
solicitando para recuperar el humedal. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Comisión.  SEGUNDO:  Avalar 
el oficio UA-182-2018, suscrito por Esteban Avila, de la Unidad Ambiental, por medio del cual se refiere 
al proyecto denominado Acciones de rehabilitación y mejoramiento del humedal La Ribera.  
TERCERO:  Aprobar el proyecto denominado Acciones de rehabilitación y mejoramiento del humedal 
La Ribera que fue oficializado desde el año 2008.  CUARTO:  De ahora en adelante se autoriza a la 



  

Administración Municipal a continuar con los trámites de rehabilitación y mejoramiento del Humedal 
La Ribera.  
 
ARTÍCULO 23.  El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, presenta el Oficio SCO-54-2018. 
 
Se conoce Acuerdo del Concejo Municipal referencia 5013-2018 donde remiten AMB-MC-151-2018 
del Alcalde Horacio Alvarado.  Trasladamos el oficio CTA-007-2018, suscrito por Jose Zumbado, como 
coordinador de la Comisión Técnica Administrativa, por medio del cual remite el informe integral para 
disponibilidad de agua potable para desarrollo urbanístico en la finca 162099, propiedad de Lorena 
Ramírez Delgado.  Al respecto, adjunto enviamos el documento mencionado para su conocimiento y 
trámite correspondiente. 
 
CTA-007-2018 
Consecuente con lo solicitado por el Concejo Municipal mediante el acuerdo de la Sesión Ordinaria 
N°41-2018, artículo 14 de fecha 17 de julio de 2018 con relación a solicitud de disponibilidad de Agua 
Potable para Desarrollo Urbanístico de uso Residencial en la finca 162099, propiedad de Lorena 
Ramirez Delgado y otros, se remite el Informe de CTA-007-2018 con el análisis respectivo: 
 

Sesión de Trabajo 
 

UNIDADES ADMINISTRATIVAS  
REPRESENTANTES 

 
FIRMA 

 
 

Dirección Técnica Operativa 
 

Ing. José Luis Zumbado Chaves 
 

 
Dirección Servicios Públicos 

 
Ing. Denis Mena Muñoz  

 

 
Unidad de Acueductos 

 

 
Ing. Eduardo Solano Mora 

 

 
Unidad de Alcantarillado Sanitario 

 
Ing. Mayela Cespedes Mora  

 

Unidad de Ambiente  
Lic. Esteban Avila Fuentes  

 

Dirección Jurídica   
Dr. Ennio Rodriguez Solis 

 

 

 
Nota: La Arqta. Ligia Franco García, se encuentra incapacitada. 
El Ing. Oscar Hernandez Ramirez se encuentra de vacaciones.       
           
Tema: Atender por parte de la Comisión Técnica Administrativa lo relativo al análisis integral de la 
solicitud de disponibilidad de agua potable y todos los aspectos urbanísticos para la finca 162069 con 
relación al Proyecto de carácter Residencial en el terreno localizado frente al costado oeste la Escuela 
España.  Una vez revisada la información disponible en expediente administrativo sobre el caso en 



  

estudio y analizada la reglamentación vigente se presenta el Informe de la Comisión Técnica 
Administrativa: 

 
INFORME TÉCNICO 

 
Se atiende por parte de la Comisión Técnica Administrativa lo relativo al análisis integral de la solicitud 
de disponibilidad de agua potable y todos los aspectos urbanísticos para el Proyecto residencial a 
desarrollar en la finca 162099. 

 
I. GESTIÓN DEL INTERESADO: 

 
Mediante el trámite N°1755 de fecha 11 de mayo de 2018, la señora Lorena Ramirez Delgado y otros 
en calidad de propietarios de la finca 162099, plano de catastro H-1967050-2017, presenta a la 
Municipalidad la solicitud formal de disponibilidad de agua potable para proyecto residencial. 
   
II. ACUERDO DEL CONCEJO MUNICIPAL: 

 
Sobre el tema de disponibilidad de agua potable y todos los aspectos urbanísticos para la finca 162069 
con relación al Proyecto Residencial, el Concejo Municipal, acuerda:  
 
Sesión Ordinaria 41-2018, artículo 14: 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Méndez, presenta el Oficio SCO-32-2018. 
 
Se conoce acuerdo del Concejo Municipal Ref. 3810-2018 donde remiten AMB-MC-109-2018 del 
Alcalde Horacio Alvarado. Recibimos el oficio AC-92-18, suscrito por el ingeniero Eduardo Solano 
Mora, Coordinador de la Unidad de Acueducto Municipal; a través del que se refiere al trámite en 
proceso con asignación número 1755 que corresponde a la solicitud de 17 disponibilidades de agua 
para casa, a nombre de Lorena Ramírez Delgado, en San Antonio, 500 norte de la Municipalidad de 
Belén. Al respecto, adjunto enviamos copia del documento mencionado para su información, análisis 
y gestión de trámites que estimen pertinentes. 
 
AC-92-18 
Se le remite trámite en proceso con asignación número. 1755 de solicitud de 17 disponibilidades para 
casa, ubicado en el plano catastrado H-1967050-17, en San Antonio, 500 norte de la municipalidad, a 
nombre de Lorena Ramirez Delgado para que sea considerada por el concejo municipal, tal y como lo 
dicta la política vigente. 
c) Las autorizaciones para desarrollos habitacionales, industriales y comerciales, o etapas de éstos, 
en urbanizaciones y condominios, deberán ser propuestas al Concejo Municipal por el Desarrollador, 
indicando las obras que garanticen un impacto ambiental urbano mínimo. Las propuestas deben 
garantizar el suministro de agua a los usuarios actuales y futuros en el sector, tratamiento de aguas 
negras y servidas, sistemas de conducción y amortiguamiento de pluviales antes de ser vertidos a 
cauces que provoquen inundaciones hacia aguas abajo, acciones en materia de ampliación y 
señalamiento vial, así como otras acciones estructurales que aseguren un desarrollo urbano ordenado 
y proporcionado; conjunto de asuntos que deberá ser refrendado por el Concejo Municipal. (Así 



  

reformado mediante acuerdo del Concejo Municipal del Cantón de Belén, en la sesión ordinaria No. 
37-2004, publicado en la Gaceta No. 124 del viernes 25 de junio del 2004, sesión ordinaria No. 50-
2005, publicado en la Gaceta No. 176 del martes 13 de setiembre del 2005). 
 
Dentro de los requisitos que presenta el desarrollador se encuentran: 
 
1- Boleta de Disponibilidad de agua firmada por el interesado. 
2- plano catastro. 
3- certificación registral de la propiedad. 
4- certificación de uso de suelo. 
5-diseño de sitio. 
6- carta del desarrollador autorizando y describiendo el proyecto. 
7-carta de autorización preliminar de autorización de desfogue pluvial. 
8- carta de autorización de manejo de aguas residuales. 
9- carta autorización de tramites. 
10- copia de cedula del interesado. 
11 – Consulta de morosidad de patrono. 
 
La solicitud de cualquier desarrollador que se sujete a la Política de Regulación Anual del Crecimiento 
Urbano en Belén estará sujeta al principio de calificación única prevista en el artículo 6 de la Ley de 
Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, Ley número 8220, del 
11 de marzo del 2002. (Así reformado mediante acuerdo del Concejo Municipal del Cantón de Belén, 
en la sesión ordinaria No. 37-2004, publicado en la Gaceta No. 124 del viernes 25 de junio del 2004). 
 

REQUISITOS MÍNIMOS PARA VALORACIÓN DE DISPONIBILIDAD DE AGUA PARA 
DESARROLLOS HABITACIONALES O ETAPAS DE ESTOS, A CONTABILIZAR EN 

URBANIZACIONES, FILIALES DE CONDOMINIOS Y COMPLEJOS RESIDENCIALES 
 
I) Para solicitud de disponibilidad de agua a desarrollos habitacionales cuya demanda total sea 
menor o igual a 40 (cuarenta) unidades de vivienda en total, el Desarrollador deberá presentar una 
carta al Área de Servicios Públicos solicitando el servicio, debiendo incluir los siguientes documentos: 
 
 Plano de catastro de la propiedad. 
 Certificación de Uso de Suelo. 
 Anteproyecto acorde con el área de ubicación, firmada por un profesional responsable. 
 Nota del propietario de la finca autorizando el desarrollo, o contrato preliminar entre las partes de 

venta o asociación. 
 Descripción del anteproyecto: Fraccionamiento, urbanización, o condominio en verde o Finca Filial 

Primaria Individualizada (FFPI). 
 Plan de demanda de Pajas de Agua. 
 Propuesta sistema de conducción y amortiguamiento de pluviales antes de ser vertidos a cauces 

que provoquen inundaciones hacia aguas abajo. Dicha propuesta deberá incluir el cálculo de 
pluviales y soluciones para una intensidad de lluvia con una frecuencia de 10 años y un estudio 
del impacto del desfogue de los pluviales del proyecto en la infraestructura externa existente. 

 Cronograma de ejecución preliminar del proyecto. 



  

 Propuesta para tratamiento de aguas residuales. 
 Documento idóneo de representante legal o de la sociedad cuando se es persona jurídica. 

 
El proceso de Acueducto Municipal considera que: “En el sector donde se pretende desarrollar el 
proyecto la tubería principal de abastecimiento es de 75 mm (3”), en las condiciones actuales el agua 
proviene de sistema de pozos de sistema de la Ribera baja, con una producción de 38 lt/seg. La 
dotación de agua para este desarrollo es la siguiente: 
 

DOTACION DE AGUA  unidades 

     
personas por casa o apartamento 4,1 unid 
cantidad unidades habitacionales 17 unid 
dotación requerida x persona x 

día 220 lt/p/d 
caudal promedio diario 0,18 lt/seg 
caudal máximo diario 0,20 lt/seg 

caudal máximo horario 0,28 lt/seg 
Total, de dotación requerida es de 0.28 lts/seg. 
 
Nota: De acuerdo con el Código de Instalaciones Hidráulicas y Sanitarias en edificaciones del Colegio 
Federado de Ingenieros y de Arquitectos de Costa Rica y normas de diseño de A y A. 
 
Recomendación:  
 
 Se indica que las condiciones son adecuadas para brindar el servicio de agua y que el sistema 

de la Asunción no se verá afectado por el proyecto. 
 A pesar de que el acueducto tiene capacidad hídrica se recomienda revisar el proyecto de forma 

integral en la comisión técnica  
 

Se indica que el acueducto Municipal cumple las normas de presiones según normas de diseño del 
Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (capitulo 1 art. 2, 3,2), por lo que, en caso de 
requerirse más presión, el interesado deberá realizar los trabajos necesarios para subsanar dicha 
situación en la edificación correspondiente. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Remitir a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales para 
análisis y recomendación a este Concejo Municipal. 
 
LA COMISION DE OBRAS ACUERDA POR UNANIMIDAD RECOMENDAR AL CONCEJO 
MUNICIPAL: PRIMERO: Solicitar un análisis integral a la Comisión Técnica Administrativa de todos 
los aspectos y se realice una propuesta de carga urbanística y una vez esté listo el análisis sea remitido 
a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales para su recomendación. SEGUNDO: Verificar la 
posibilidad de solicitar una planta de tratamiento para aguas residuales para la Urbanización.  
 



  

El Regidor Propietario Jose Luis Venegas, pregunta si está reglamentado a partir de cuantas unidades 
habitaciones se les pude pedir planta de tratamiento y ojalá se pueda estudiar esto porque si no se 
estaría jugando porque en algunos casos les piden y en otros no entonces es mejor que se cierre el 
reglamento para saber a partir de cuantas unidades habitaciones se les va a pedir la planta. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, menciona que hay un fallo que se había obtenido de 
Mira luna al Tribunal Contencioso donde fueron muy claros con la Municipalidad de Belén de que no 
debe de recibir plantas de tratamiento para administrarlas la Municipalidad como se hizo con 
Manantiales de Belén y la otra, porque es muy caro y los condominios que se establezcan en el cantón 
tienen que asegurar de por vida que la planta de tratamiento va a los condóminos, y es un beneficio 
que cada condominio administre su planta y no que tengamos que adsorber los costos.  
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, interroga cuántos ingresos se tienen del agua potable 
porque es un servicio y la Contraloría nos castiga porque obtenemos más del 10% de ganancia, lo 
mismo sucede en alcantarillado sanitario es un buen negocio tener plantas y la tarifa la rige el costo y 
si no fuera así Residencial Belén no estaría dando resultados y se subvenciona la construcción 
siempre al inicio, pero tiene que dejar ganancias porque es un negocio.   
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, afirma que en comisión se acaba de ver la tarifa y no 
da ganancia hasta dentro de 4 o 5 años y un porcentaje muy pequeño.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Avalar el Oficio de la Comisión. SEGUNDO: Solicitar 
un análisis integral a la Comisión Técnica Administrativa de todos los aspectos y se realice una 
propuesta de carga urbanística y una vez esté listo el análisis sea remitido a la Comisión de Obras y 
Asuntos Ambientales para su recomendación. TERCERO: Verificar la posibilidad de solicitar una 
planta de tratamiento para aguas residuales para la Urbanización o Condominio.   
 
III. LOCALIZACIÓN DE LA FINCA PARA PROYECTO DE URBANIZACIÓN RESIDENCIAL 

 
Localización: San Antonio, Frente al costado oeste de la Escuela España 



  

 
IV. DESCRIPCIÓN REGISTAL DE LA FINCA 162099: 
De acuerdo con la información de las bases de datos del Registro Inmobiliario se presenta el Informe 
Registral de la finca 162099:  

 
Naturaleza: Terreno de solar 
situada en el distrito 1-San Antonio, Cantón 7-Belen de la Provincia de Heredia 
Mide: Siete mil sesenta y seis metros cuadrados. 
Antecedentes de dominio: 

finca 
4-00045944 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 
4-00162099 

 

derecho
 

000 
001 
001 
001 
001 
001 
001 
001 
011 
011 
012 
013 
014 
015 
016  

 

 
inscrita en
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 
folio real 

 

 

DERECHOS: 
3 ELIETH Y VILMA R & D SOCIEDAD ANONIMA 
CEDULA JURIDICA 3-101-574038 
DUEÑO DE UN SETIMO EN LA FINCA 
GRAVAMENES: SI HAY ANOTACIONES: NO HAY  
4 MA-RAMI-DELGA, SOCIEDAD ANONIMA 
CEDULA JURIDICA 3-101-589363 
DUEÑO DE UN SETIMO EN LA FINCA 
GRAVAMENES: SI HAY ANOTACIONES: NO HAY  
5 MAGDALENA RAMIREZ DELGADO 
CEDULA IDENTIDAD 4-0086-0777 
CASADO UNA VEZ 
DUEÑO DE UN SETIMO EN LA FINCA 
GRAVAMENES: SI HAY ANOTACIONES: NO HAY  
6 ELIETH Y VILMA R & D SOCIEDAD ANONIMA 
CEDULA JURIDICA 3-101-574038 



  

DUEÑO DE UN SETIMO EN LA FINCA 
GRAVAMENES: SI HAY ANOTACIONES: NO HAY  
7 ANA ISABEL RAMIREZ E HIJOS, SOCIEDAD ANONIMA 
CEDULA JURIDICA 3-101-592734 
DUEÑO DE UN SETIMO EN LA FINCA  
GRAVAMENES: SI HAY ANOTACIONES: NO HAY  
8 LORENA RAMIREZ DELGADO 
CEDULA IDENTIDAD 4-0114-0107 
CASADO UNA VEZ 
DUEÑO DE UN SETIMO EN LA FINCA 
GRAVAMENES: SI HAY ANOTACIONES: NO HAY 
OTROS:  
9 EDGAR RAMIREZ E HIJOS SOCIEDAD ANONIMA 
CEDULA JURIDICA 3-101-604860  
DUEÑO DE UN SETIMO EN LA FINCA 
GRAVAMENES: SI HAY ANOTACIONES: NO HAY 

 

 

 



  

Plano H-1967050-2017 
 

V- DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROYECTO: 
 

Según información suministrada por el interesado, el proyecto corresponde a una Urbanización 
Residencial a desarrollar en la finca 162099, plano de catastro H-1967050-2017, misma que se localiza 
frente al costado este de la Escuela España en San Antonio de Belén.  La Urbanización Residencial 
se proyecta construir en un área de 7066 m2 con 17 lotes en verde y un área publica que ha sido 
entregada a la Municipalidad de Belén de previo por medio del traspaso de la finca inscrita en el Folio 
Real 40255131-000, plano de catastro H-1964162-2017 con un área de 1602 m2, terreno al que se le 
adiciono una servidumbre pluvial de 6 metros para efectos de desfogue pluvial del proyecto residencial 
a desarrollar posteriormente, tomando en cuenta la pendiente del terreno y la localización del colector 
pluvial en vía pública.  Con base a lo anterior el área total a tramitar en el Proyecto es de 8668 m2 y 
el proyecto considera la construcción de un sistema de retardo de pluviales con destino final de las 
aguas al Rio Burío. 
 

VI- DESCRIPCIÓN DEL AREA PUBLICA ENTREGADA 
 

A continuación, se presenta la descripción registral de la finca 255131, plano H-1964162-2017, 
entregado de previo como área pública. 
 

NATURALEZA: TERRENO DE SOLAR 
SITUADA EN EL DISTRITO 1-SAN ANTONIO CANTON 7-BELEN DE LA PROVINCIA DE 
HEREDIA 
LINDEROS: 
NORTE: REYMA RALFA S.A., ELIETH Y VILMA RY D S.A., MA-RAMI-DELGA S.A., 
MAGDALENA RAMIREZ DELGADO, ANA ISABEL RAMIREZ E HIJOS S.A., EDGAR RAMIREZ E 
HIJOS S.A. 
SUR: REYMA RALFA S.A., ELIETH Y VILMA RY D S.A., MA-RAMI-DELGA S.A., MAGDALENA 
RAMIREZ DELGADO, ANA ISABEL RAMIREZ E HIJOS S.A., EDGAR RAMIREZ E HIJOS S.A. 
ESTE: REYMA RALFA S.A., ELIETH Y VILMA RY D S.A., MA-RAMI-DELGA S.A., MAGDALENA 
RAMIREZ DELGADO, ANA ISABEL RAMIREZ E HIJOS S.A., EDGAR RAMIREZ E HIJOS S.A. 
OESTE: JUAN CASTILLO CHAVES, EVANGELINA DELGADO HERRERA Y CALLE PUBLICA 
CON UN FRENTE A ELLA DE 6.04 METROS 

 

MIDE: MIL SEISCIENTOS DOS METROS CUADRADOS 
PLANO:H-1964162-2017 
VALOR FISCAL: 15,978,000.00 COLONES  
PROPIETARIO: 
MUNICIPALIDAD DE BELEN 
CEDULA JURIDICA 3-014-042090  
ESTIMACIÓN O PRECIO: CIEN COLONES 
DUEÑO DEL DOMINIO 
PRESENTACIÓN: 2017-00401015-01 
FECHA DE INSCRIPCIÓN: 27 DE JUNIO DE 2017 



  

ANOTACIONES SOBRE LA FINCA: NO HAY 
GRAVAMENES o AFECTACIONES: SI HAY 
PLAZO DE CONVALIDACION (RECTIFICACION DE MEDIDA)  
CITAS: 518-14647-01-0008-001 
FINCA REFERENCIA 400162101 000 
CANCELACIONES PARCIALES: NO HAY 
ANOTACIONES DEL GRAVAMEN: NO HAY

 

 

 
Plano H-1964162-2017 

 
IV) Lo anterior para cumplir con el cambio de uso de suelo de la finca 162099 que en 1996 se 
segregó de la finca 4045944-000 con el plano H-362658-96 como parcela agrícola con la autorización 
del Ministerio de Agricultura y Ganadería, el Instituto de Vivienda y Urbanismo y la Municipalidad de 
Belén. 
 

V) VII.  ZONIFICACIÓN DEL PLAN REGULADOR: 



  

Según la Zonificación del Plan Regulador vigente la finca inscrita en el Folio Real 4162099-
003/004/005/006/007/008/009, se encuentra en Zona Residencial de Media Densidad y como a 
continuación se describe: 
 
Zona Residencial de Mediana Densidad  
      Usos permitidos: 
Residencial.  Usos conexos al de vivienda tales como: farmacias, pulperías, sodas, escuelas y 
similares, que no produzcan molestias.  Iglesias, colegios, supermercados y establecimientos con 
molestias confinables a la propiedad tales como: talleres de artesanía, reparación de 
electrodomésticos y similares, siempre y cuando se encuentren frente a vías principales, con derecho 
de vía no menor a 11 metros.  Los programas de vivienda de interés social solo serán permitidos en 
la zona de alta densidad y únicamente cuando se contemple obras de urbanización y vivienda, 
aprobadas de previo por el Sistema Nacional Financiero de la Vivienda y que cuente con solución de 
alcantarillado sanitario.  Hoteles y áreas de recreo en lotes con un área mayor a 1.0 hectárea con una 
cobertura no mayor al 50% y frente a calles principales.  Los Talleres artesanales de 5 empleados o 
menos, dado que se incluyen dentro de la categoría de actividades inofensivas, con exclusión de 
talleres mecánicos de pintura automotriz, así como cualquier uso industrial-artesanal que pueda 
considerarse como “con molestias no confinables” a la propiedad; para lo cual el frente mínimo deberá 
ser de 12,00 metros y con una cobertura no mayor al 50% del área del lote.  Su aprobación estará 
sujeta a estudios del Concejo Municipal y solamente se permitirá jornada diurna de 7,00 a 17,00 horas.  
El permiso estará sujeto a que el proceso del taller posibilite confinar todas las posibles molestias 
dentro de la propiedad. 

 
Requisitos: 
 
1. Área mínima: no será menor de 250,00 metros cuadrados. 
2. Frente mínimo: no será menor de 10,00 metros. 
3. Retiros: frontal no será menor de 3,00 metros; el lateral no se exige, solo en caso de tener 
ventanas, el cual será de 3,00 metros y el posterior no será menor de 3,00 metros. 
4. Cobertura máxima: 70% del área del lote. Altura máxima: no excederá los 10,00 metros o tres 
pisos. 
5. Densidad máxima: 200 habitantes por hectárea. 

 
VIII- VULNERABILIDAD HIDROGEOLOGICA – FINCA 162099  

 
De acuerdo con el Mapa de Vulnerabilidad a la Contaminación de Aguas Subterráneas del Cantón de 
Belén que fue elaborado y avalado por el Servicio Nacional de Riego y Avenamiento (SENARA - 2016), 
la finca de interés se localiza en su totalidad en Zona de Media Vulnerabilidad a la contaminación de 
Aguas Subterráneas.  
 



  

 
Mapa de Vulnerabilidad de Agua Subterráneas 

 
En el presente caso aplica la Matriz Genérica de Protección de Acuíferos, publicada en el diario oficial 
La Gaceta según el alcance N°245, gaceta N°193 del  12 de octubre del 2017.  De vital importancia , 
indicar que la Municipalidad de Belén en fecha 18 de mayo de 2018, ha firmado un Convenio con el 
Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA), con el objetivo de 
establecer la cooperación mutua entre las partes para que se realicen las investigaciones 
hidrogeológicas necesarias con el fin de confeccionar la propuesta de una Matriz especifica de 
Protección de Acuíferos del Cantón de Belén, situación que podría ajustar las condiciones en el tema 
de la aplicación de la Matriz de Vulnerabilidad para la protección del recurso hídrico y en este caso el 
Proyecto Residencial de interés que actualmente tramita disponibilidad de agua potable y que le falta 
mucho para su tramitación , podría ajustar las condiciones de vulnerabilidad según la nueva Matriz y 
según sea el caso y en aplicación de los principios constitucionales que rigen la materia.      
 
IX-DESCRIPCIÓN DE REQUISITOS PREVIOS DE DISPONIBILIDAD DE AGUA POTABLE:  
 
Consta en expediente administrativo los siguientes documentos como requisitos de la disponibilidad 
de agua potable: 

 
Certificado de Uso de Suelo:  La Unidad de Desarrollo Urbano mediante trámite 4849 de fecha 12 de 
diciembre de 2017, emite certificado de uso de suelo para la finca 162099, con condiciones para zona 
residencial de media densidad.  

 
      Aval de descarga preliminar de Pluviales:  Los interesados de previo participaron con la construcción 

de un cruce y un pozo pluvial en vía pública para canalizar las aguas pluviales de la finca 162099, 
con el siguiente costo de ¢2.011.815.20 (Dos millones once mil ochocientos quince colones con 
20/100, obra construida por el Grupo Orosi S.A. 

 

Descripción    costo global 
Reposición de cuneta de 1.5 metros x 0.12 metros de espesor ¢82.324.95 

Suministro e instalación de 12 metros de tubería pluvial de 600 mm con 0 
F949 y profundidad promedio de 3-4 metros. 

¢1.929.490.25 

 



  

 
Mejoras en colector pluvial en vía Publica 

 
Con base a lo anterior y para lo que interesa indica el Informe O-DP-026-2016 de fecha 12 de mayo 
de 2016:  Derivado del trámite municipal 1736-2016 y el oficio O-011-2016 del año en curso, emitido 
por esta misma unidad de Obras Públicas y relacionado con las obras de infraestructura pública 
correspondientes al mejoramiento de los sistemas de drenaje sobre el costado este de calle #1 – 
cuesta del cementerio, sección comprendida entre puente Cheo y aproximadamente acceso este de 
la Escuela España, se tiene que: 
1.) Se procedió a verificar el alcance, la calidad y el funcionamiento de las obras, teniendo 
presente las correcciones necesarias por llevar a cabo establecidas con anterioridad, encontrando que 
las mismas son de aceptación.  
2.) La extensión de las obras contempló el cruce pluvial y pozo tragante a ubicarse exactamente 
frente a la salida de calle pública de la finca inscrita bajo número 162099 descrita mediante plano de 
catastro H-362658-96. 
3.) Que precisamente estas obras fueron desarrolladas como parte de la infraestructura mínima 
necesaria e indispensable para optar por una autorización de descarga pluvial.  
4.) De conformidad con las políticas institucionales, en el momento de definir el proyecto, se 
deberá desarrollar y proponer un sistema de retención de aguas pluviales que se generen producto 
de la variación del uso de suelo, mismo que deberá ser sometido a análisis y resolución de este 
Proceso de Obras Públicas.  

 
En función de lo anterior, se tiene que se otorga una autorización de descarga pluvial preliminar al 
sistema público recientemente construido frente a la propiedad de interés. Esto bajo el entendido y 
concepto del establecimiento de un sistema de retención de las aguas pluviales de escorrentía a 
generarse por motivo de impermeabilización del estado del terreno actual. Con lo que debe entenderse 
los siguientes aspectos,  
a) El caudal máximo por autorizar responde al caudal generado por la finca “en verde” 
b) En el momento de la conceptualización de un proyecto, deberá presentarse a valoración y 
resolución del mismo por parte de esta unidad, junto con el desarrollo de la propuesta del sistema de 
retención pluvial, con el objetivo de contar con la AUTORIZACIÓN DE DESCARGA DEFINITIVA.  
c) Para lo anterior, deberán emplearse los parámetros de diseño establecidos previamente por 
esta municipalidad.  
 
Posteriormente mediante el Informe O-DP-028-2016 de fecha 24 de julio de 2018, con referencia al 
tema de interés se indica:  En atención a la solicitud de autorización de descarga pluvial interpuesta 



  

por su persona mediante trámite N°2421-2018 el cual se pretende el desarrollo de un proyecto 
urbanístico compuesto por 17 lotes residenciales a ubicarse en propiedad con plano N° 4-1967050-
2017 y número de finca 162099 ubicada en San Antonio, frente al costado este de la Escuela España, 
se tiene lo siguiente:  
Considerando 
- Que debido a la conocida problemática que presenta el río Quebrada Seca, de cumplimiento 
con el voto 4050-2005 de la Sala Constitucional y que para tal situación se propone la canalización, 
captación y retención pluvial a ser generada por motivo de la impermeabilización del terreno en su 
estado natural actual, de tal modo que se brinde un tratamiento y solución integral al manejo de las 
aguas pluviales.  

 
- Que el incremento del caudal a retener debido al posible desarrollo y construcción del proyecto 
para la cobertura indicada de la finca, contemplando un periodo de retorno de 25 años es de 0,1121 
m3/s. 
- Que los estudios hidrológicos e hidráulicos presentados han sido revisados y valorados por 
este proceso de Obras Públicas y que los mismos cumplen con los criterios técnicos de diseño y los 
datos concuerdan y son fehacientes con la realidad. 
- Que existe como parte de la sesión de área pública, terreno con plano N° 4-1964162-2017 a 
traspasarse a la Municipalidad de Belén a efectos de la segregación y que sobre el mismo se propuso 
la constitución de servidumbre de agua pluvial con el objetivo de realizar la descarga final a los 
sistemas públicos a través de ésta.  

 
Se tiene que.  Este Proceso de Obras Pública, de manera CONCEPTUAL no encuentra objeción para 
el VISTO BUENO PRELIMINAR para la autorización de descarga pluvial del proyecto, bajo los 
siguientes lineamientos a ser necesariamente considerados: 
- El área máxima por impermeabilizar de la finca y sobre la cual se lleva a cabo la presente 
revisión, asciende a 5.667,62m2 (techos, calles y aceras) de la totalidad de los 8.971,79 m2 
(incluyendo los 1.602,00 m2 de sesión) de la finca.  

 
- El sistema de retención o retardo a diseñar deberá tomar en consideración que la descarga 
máxima permitida a los sistemas públicos es la correspondiente a la esperada por la finca en verde 
para un periodo de retorno de 10 años, sin embargo se debe reformular el volumen del tanque para 
que el mismo tenga capacidad de realizar retención por al menos 30 minutos del caudal a generarse 
por el proyecto posterior a la impermeabilización y tomando en consideración la intensidad de lluvia 
para un periodo de retorno de 25 años, es decir la solución deberá ser “multivariable”.  

 
- Al ser urbanización, la ubicación del sistema es de suma importancia, por lo que se requerirá 
el establecimiento y propuesta de ésta para su adecuada valoración.  
- El diseño, descripción, funcionamiento y detalles constructivos del tanque de retención, etc., 
debe ser conocido de previo a ser incorporado en planos constructivos y contar con el visto bueno de 
esta unidad de obras. 

 
Lo indicado líneas arriba, será estrictamente necesario como parte de la información fundamental para 
emitir posteriormente la AUTORIZACIÓN DEFINITIVA de descarga hacia el alcantarillado público y el 



  

manejo de aguas interno, dentro de lo cual además deberá de presentar detalles más específicos de, 
canalización interna y externa, conexión a los sistemas, entre otros de interés.  
 
Aval Sanitario Preliminar de tratamiento de Aguas Residuales:  La Unidad de Alcantarillado Sanitario 
mediante memorando AS-034-18MCM de fecha 20 de marzo de 2018 analiza la propuesta de tanque 
séptico mejorado para cada lote y al respecto recomienda:  

 
 Dejar previsto el alcantarillado sanitario interno para la conexión futura a la red de aguas 
residuales según Plan Maestro de la Recolección, Tratamiento y Disposición de las Aguas Residuales 
del Cantón de Belén. 
 Dejar para cada vivienda la caja sifón en zona de acera y prevista domiciliaria 
 Se debe dejar prevista la conexión domiciliaria. 
 No conectar las aguas pluviales al tanque séptico. 
 El agua del fregadero de cada vivienda debe pasar por una trampa de grasa antes de ingresar 
al tanque séptico. 
 No usar material impermeable en drenajes. 
 La longitud de drenaje debe ser de 18 m. 
 No se permite construir losas impermeables de concreto sobre área de drenajes. 
 Deben guardarse los retiros establecidos por ley a propiedades en colindancia. 

 
Por lo tanto, una vez acatadas las recomendaciones anteriores en planos y en obra, se otorga el aval 
sanitario para la construcción de un tanque séptico mejorado, por cada uno de los 17 lotes, para este 
proyecto 

 
Vialidad en el Sector y aporte del interesado:  Según reporte del interesado que fue confirmado por 
la Unidad de Obras, los interesados participaron de previo en materia de vialidad por medio de la 
construcción de 150 metros lineales de cordón y caño en un trayecto de la vía publica frente a 
propiedades vecinas con dirección norte-sur, hasta el rio quebrada seca, mejorando así la vialidad. 
El costo de la inversión ascendió al monto de ¢ 2.983.184.25 (dos millones novecientos ochenta y 
tres mil ciento ochenta y cuatro colones con 25/100), obra construida por el Grupo Orosi S.A. 

 

Descripción    costo global 
 

150 metros lineales de cordón y caño en concreto tipo pecho paloma de 
210 kg/cm2 

 
¢ 2.983.184.85 

 



  

 
Vialidad (Cordón y caño en vía pública) 

 

Por otra parte a la fecha y como parte de una evaluación vial del sector donde se localiza el proyecto 
de interés, la Asociación Nacional de Educadores y Educadoras(ANDE),tiene en proceso un estudio 
de vialidad de acuerdo a recomendaciones previas de la Unidad de Obras según oficio UO-056-2016 
y UO-24-2018, por lo que una vez recibido el estudio ajustado y a satisfacción por parte de la Unidad 
de Obras, el interesado del Proyecto de Urbanización residencial de la familia Ramirez para 17 lotes 
y que se localiza en colindancia oeste y sur de la finca propiedad de la ANDE, deberá considerar 
ampliar el estudio del sector aportado por ANDE mejorándose así las condiciones diseñadas, estudio 
que debe presentarse a la Unidad de Obras para su revisión y aprobación correspondiente, quedando 
la implementación de estas obras en la etapa de trámite del permiso de construcción del proyecto de 
urbanización residencial , estableciendo la Municipalidad el momento en el cual deberán llevarse a 
cabo las medidas de mitigación establecidas que podrían cambiar si se tramitan otros proyectos en 
el sector. 

 
Análisis técnico preliminar de disponibilidad de agua potable:  La Unidad de Acueductos mediante 
memorando AC-92-18 de fecha 19 de junio de 2018, emite recomendación al Concejo Municipal para 
que se otorgue la disponibilidad de agua potable con una dotación de 0.28 litros por segundo para 
caudal máximo horario para 17 lotes que corresponde a un Proyecto Urbanización residencial.  

 

X- ANÁLISIS DEL VALOR DECLARATIVO DEL CERTIFICADO DEL USO DE SUELO Y 
SITUACIONES JURIDICAS CONSOLIDADAS:  

 
El Certificado de uso de suelo se define como el acto jurídico concreto por medio del cual la 
Municipalidad acredita la conformidad o no del uso del suelo con lo establecido en la zonificación 
implantada y según se dispone en el artículo 28 de la Ley de Planificación Urbana que indica: “Articulo 
28.- Prohíbase aprovechar o dedicar terrenos, edificios, estructuras, a cualquier uso que sea 
incompatible con la zonificación implantada.  El uso de suelo acredita el uso debido según la 
zonificación y además hace constar si el uso que se le está dando o se pretende dar a un terreno es 
conforme o no con la reglamentación, atendiendo la disposición complementaría del Plan regulador 
del cantón de Belén que indica que en todo lo no reglamentado en el Plan Regulador se aplicará en 
forma supletoria los Reglamentos de Construcción y de Control Nacional de Fraccionamiento y 
Urbanizaciones del INVU; así como otras normativas especificadas en Reglamentos del Ministerio de 
Salud, MINAE, MOPT y conexos. Esta lista no es taxativa. 

 
La potestad de la Municipalidad de dicha facultad certificadora deviene de la aplicación del artículo 
169 de la Constitución Política que incluye la Regulación Urbana, situación que ha sido confirmada 
por la Sala Constitucional.  Por su parte la Constitución Política es clara en cuanto al respeto de 



  

derechos y situaciones adquiridas, hecho que se consagra en su artículo 34 que indica: 
 

ARTICULO 34.- A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus 
derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas. 

Sobre el tema de interés, también la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia emitió criterio 
por medio de la Sentencia 7723-08, de las nueve horas y dos minutos del nueve de mayo del dos mil 
ocho. 
 
XI- POLITICA DE DESARROLLO URBANO  
 
Como Política de Desarrollo Urbano, la Corporación Municipal del Cantón de Belén como gobierno 
local, bajo los principios Jurídicos de la Carta Magna y el Código Municipal, promueve, coordina, dirige 
y ejecuta el más lógico y apropiado ordenamiento del uso del suelo dentro de su jurisdicción, con sus 
respectivas reglamentaciones, basado en un concepto de desarrollo urbano ordenado, todo esto bajo 
las disposiciones de la Ley de Planificación Urbana.  Entiéndase como Desarrollo Urbano Ordenado, 
aquel proceso lógico que organiza dimensiona y opera en la circunscripción de interés, haciendo que 
su contexto físico-espacial se convierta en un ambiente apropiado para que los fenómenos 
económicos, ecológicos, políticos, sociales y culturales se desarrollen sin marginación.  Dentro del 
proceso lógico de organización, dimensionamiento y operación de un Plan Regulador se encuentra 
entre otros, la planificación y consolidación de las Zonas Publico Institucionales, aspecto estratégico 
fundamental que debe implementarse para garantizar la adecuada operación de las actividades 
estatales y locales en beneficio de la ciudadanía. 

 
Zona Publico Institucional: Las Zonas de uso Público Institucional en un Cantón constituye un 
condicionamiento urbano importante en su conformación y en sentido de crecimiento para el Desarrollo 
Urbano y Social, donde el terreno destinado para este uso es necesario se planifiquen y se adquieran 
oportunamente ya que son vitales para asegurar el crecimiento de los núcleos de población.  El cantón 
de Belén actualmente tiene una Zona Publico Institucional que corresponde a los terrenos ocupados 
por instituciones gubernamentales, municipales y autónomas. No obstante, a lo anterior se pretende 
proteger los usos actuales y además reservar las áreas necesarias para instalaciones nuevas o bien 
para la futura ampliación de las instalaciones existentes, definidas estas en el Mapa Oficial y que 
tienen un Interés Público para la colectividad, por encima del interés particular.  Una de las principales 
Zonas Público-Institucionales en el Cantón de Belén corresponde a las zonas dispuestas para los 
servicios públicos como es el caso del Agua Potable que es administrada por la Municipalidad y que 
existe para efectos de planificación se cuenta con un Plan Maestro de Agua potable, el cual es un 
instrumento para definir entre otros, las nuevas obras requeridas para los sistemas de abastecimiento, 
distribución y suministro de agua en el Cantón. 

 
     XII - REQUERIMIENTOS DEL SISTEMA DEL ACUEDUCTO: 

 
Tomando en cuenta la importancia del Plan Maestro de Agua Potable, la Municipalidad está en la 
obligación de dar seguimiento al mismo, por lo que, al definir las nuevas obras a desarrollar, se hace 
necesario tomar en cuenta con carácter relevante las fuentes de producción actuales que deben 
mantenerse y ampliarse de ser necesario, para no afectar la población beneficiaria atendida y sacar 



  

provecho del recurso de agua potable que no está siendo utilizada.  En la actualidad, los tres distritos 
se abastecen de fuentes diferentes, pero que se encuentran interconectadas para las situaciones de 
emergencia, especialmente los sistemas de La Ribera y La Asunción.  Los acueductos de Belén se 
abastecen de los manantiales de Los Sánchez, Los Zamora, La Soledad y Santa Bárbara y de varios 
pozos, que captan el agua de los acuíferos del Valle Central, sea estos de los Barva como Los Colima. 

 
Acueducto de la Ribera: Para el caso específico de la Ribera se tiene las siguientes fuentes de 
producción: 

 
La Ribera nacientes: La parte alta de este distrito, se suple de agua de los manantiales La Soledad y 
Santa Bárbara, que abastece a los sectores de La Rusia y Cristo Rey, que se ubican sobre la calle 
que limita el cantón de Belén con el cantón de Flores, paralela a la Autopista General Cañas. Este 
sistema es independiente de todos los otros subsistemas de Belén, excepto por una conexión que 
llega hasta el tanque de la Calle El Avión. 

 
La Ribera Alta y Baja. Se abastece de la naciente Los Sánchez, que se ubica a las orillas de Río 
Segundo y donde las estructuras de captación son de concreto, en buen estado. Se estima que esta 
fuente es producto de los acuíferos de Barva, que descargan sobre este río en toda esta zona.  El 
subsistema de la Ribera Alta y Baja, además de la fuente Los Sánchez, cuenta con tres pozos en 
producción, pozos conocidos como Los Mangos, Don Chico y Nuevo y un pozo en proceso de 
concesión denominado Solera, que se incorporan al sistema a los tanques elevados y asentados, en 
el sitio conocido como Zona de tanques Calle El Avión.  Con relación a tanques de almacenamiento 
para la Ribera, la capacidad de este está destinada a los actuales beneficiarios y la atención del 
desarrollo vegetativo. 

 
Zona de Pozos -Acueducto La Ribera: La Zona de Pozos y Tanques de la Ribera se localiza en la 
parte Norte de la Calle El Avión del distrito de la Ribera de Belén, es propiedad de la Municipalidad de 
Belén e inscrita en el Folio Real del partido de Heredia, matrícula 194456-000, plano de catastro H-
903411-2004 con un área inscrita de 4718.81 m2.  En este terreno se localizan los pozos AB-1234 y 
el pozo nuevo AB-2469, este último activo que cuenta una producción de 9 l/seg y los tanques de 
almacenamiento asentados y elevados de la Ribera.  Con relación a la Naciente La Ribera , conocida 
como Los Sanchez, en fecha 2 de setiembre de 2016, la Municipalidad presenta ante la Dirección de 
Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE), la solicitud de concesión para aprovechamiento 
de 35 l/s según expediente 4082-A. Seguidamente en la Gaceta N°75 del viernes 21 de abril de 2017 
se publica por primera vez el edicto sobre esta concesión, en la gaceta N°76 del lunes 24 de abril de 
2017 se publica el edicto número 2 y en la gaceta N°77 del martes 25 de abril se publica el tercer 
edicto.  

 
Adicionalmente la Dirección de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía  (MINAE), a través del 
oficio DA-1073-2017 del 27 de setiembre de 2017 y recibido el 3 de octubre del mismo año por esta 
Municipalidad, informo que no se podrá disponer del recurso hídrico de la Fuente que se encuentra en 
trámite de renovación de la concesión para el aprovechamiento del agua (exp 4082A) de la fuente 
denominada La Ribera, conocida como Los Sanchez, además de que suspende por 6 meses el trámite 
de Concesión.  Dicha disposición de la Dirección de Aguas no se encuentra en firme en virtud de la 
oposición presentada por la Alcaldía Municipal mediante el oficio AMB-C-176-2017 del 12 de octubre 



  

de 2017, el cual formula los criterios técnicos y jurídicos para oponerse al citado oficio de la Dirección 
de Aguas.  No obstante, lo anterior la disposición de la Dirección de Aguas como se indicó 
anteriormente no está en firme, sin embargo, el Sistema de La Ribera Alta y Baja tiene otras fuentes 
de producción, situación que, desde esta perspectiva de fuentes de producción, se respalda la 
recomendación de la aprobación de disponibilidad de agua potable solicitada para la finca 162099 y 
calculada por la Unidad de Acueductos en 0.28 l/seg para el Proyecto de Urbanización Residencial.  
En cuanto a los sistemas de conducción tenemos que este se presenta desde las fuentes hasta los 
tanques de almacenamiento y como sigue: 

 
Sistema de La Soledad y Santa Bárbara: Estas dos fuentes de agua se aprovechan por gravedad, a 
través de tuberías de conducción en diámetros de 150 a 100 en material de HF y de PVC. El 
subsistema no posee tanques de almacenamiento. 

 
Sistema Los Sánchez: Las tuberías de este sistema son de PVC y HF en diámetros que se inician en 
150 mm y pasan a 200 mm, que se conduce el agua por medio de una estación de bombeo de 40 HP 
por equipo de bombeo hasta los tanques asentados de la Calle el Avión. 

 
Pozo Los Mangos: Consiste en una tubería de 100 de PVC, que suple de agua al tanque elevado de 
Calle El Avión. 

 
Pozo Don Chico: Consiste en una tubería de 150 mm de PVC, que suple de agua al tanque elevado 
de Calle El Avión, además está conectado con el sistema de tanques de La Asunción. 

 
Pozo Nuevo: Consiste en una tubería de 100 de PVC, que suple de agua al tanque elevado de Calle 
El Avión.  Sobre los sistemas de bombeo de las estaciones y de los pozos, tenemos para La Ribera: 

 
Los Sánchez. Consiste en dos equipos de bombeo del tipo horizontal, con potencias de 40 HP, 
instalados en un compartimiento de concreto que está en proceso de remodelación para una mayor 
capacidad.  Los pozos poseen equipos verticales sumergibles, cuyas potencias varían desde los 30 
HP hasta los 10 HP. (Potencia Nominal HP). 

 
Pozo Los Mangos Vertical motor sumergible 15. 
Pozo Don Chico Vertical motor sumergible 30. 
Pozo Nuevo Ribera Vertical motor sumergible 10. 

 
En cuanto a las redes de distribución en la Ribera, esta se divide en tres zonas de presión, zona de 
las nacientes La Soledad y Santa Bárbara, Zona Alta y Zona Baja, que se abastecen, la primera 
directamente de las captaciones y las otras dos, desde el mismo sitio de tanques de Calle El Avión, 
siendo el tanque elevado el que suple de agua al sector alto y el tanque asentado el que abastece a 
la parte baja.  Con relación a Tanques de almacenamiento para la Ribera, la capacidad de este está 
destinada para los actuales beneficiarios y para atender el desarrollo vegetativo con un tanque de 
1000 m3.  Actualmente la Municipalidad tiene en proceso el proyecto de ampliación de 
almacenamiento de agua potable de la Ribera, por medio de la construcción de un tanque de 300 m3, 
situación que hace estrictamente necesario la ampliación del terreno existente para la operación 
adecuada del Sistema del Acueducto en la Zona de Pozos y Tanques, mediante la adquisición del 



  

terreno contiguo en colindancia sur y oeste, según se demuestra en el siguiente grafico que se 
presenta a continuación. 
 

 
Ubicación Geográfica (Zona de Pozos y Tanques) 

 
Descripción del terreno por adquirir: Para la ampliación de la Zona de Pozos y Tanques de la Ribera 
de Belén se requiere adquirir por parte de la Municipalidad de Belén el terreno privado ubicado en 
colindancia sur y oeste regularizando el terreno actual de la Municipalidad y garantizando el acceso y 
operación adecuada del Sistema, mismo que tiene un costo de ¢ 188.097.500/00 (Ciento ochenta y 
ocho millones noventa y siete mil quinientos colones), según avaluó administrativo del Ministerio de 
Hacienda.  A continuación, se presenta la información general del terreno por adquirir que es de Interés 
público.  

 

 
Propietario 

 
Cedula 

 
Folio Real 

 
Plano de 
catastro 

 
Área 
(m2) 

 
Frente 

(m) 

TIERRA SANTA DE 
BELEN M Q 

SOCIEDAD ANONIMA 

 
3-101-358113 

 
4191622-000  

 
H-871982-2003 

 
1504.78 

 
20.47 

 
Descripción del tanque de almacenamiento a construir:  De acuerdo con lo reportado por la Unidad de 
Acueductos y una vez realizado el estudio de diagnóstico de funcionamiento del sistema de la Ribera 
se determinó que para poblaciones futuras se debe mejorar el volumen de regulación de agua y esto 
se hace con la construcción de un nuevo tanque de almacenamiento de 300 m3.  Se indica que para 
este proyecto ya se cuenta con los planos y diseños del tanque que se debe construir, y que requiere 
un presupuesto aproximado de ¢240.000.000/00 (240 millones de colones).  No obstante a lo anterior, 
en cuanto a la ampliación de la Zona de Pozos y Tanques de la Ribera de Belén y considerando la 
adquisición de la finca 191622 por parte de la Municipalidad de Belén para regularizar el terreno actual, 
garantizar el acceso y seguridad de la operación adecuada del acueducto por lo que se requiere 
adicionalmente la construcción de los accesos a la zona de tanques y pozos futuros como es la 
adecuación de la entrada principal, pista de ingreso y salida, portones de seguridad, cerramientos, 
entre otros, según criterio de la Unidad de Acueductos y que consta de las siguientes actividades, 



  

asociadas a un presupuesto estimado. 
 

Descripción    costo global 
 

Adecuación de terreno, niveles y 
limpieza 

¢ 1.500.000.00 

Reparación de malla perimetral y 
portones  

¢ 5.250.000.00 

Acceso rampa de concreto 
 

¢2.500.000.00 

Total 
 

¢ 9.250.000.00 

 
XIII. DISPOSICIÓN LEGAL Y REGLAMENTARIA PARA LA CARGA URBANÍSTICA. 
 
Se describe la disposición legal y reglamentaria para la carga urbanística en función de los 
requerimientos o requisitos de la disponibilidad de agua potable según la actual normativa vigente para 
el Cantón de Belén.  La Constitución Política en los artículos 169 y 170, establecen los lineamientos 
que definen al régimen municipal como una modalidad de descentralización territorial, otorgando a las 
Corporaciones Municipales un carácter autónomo para la administración de los intereses y servicios 
locales. Disponen los artículos 169 y 170 constitucionales en lo que interesa: 

 
“Articulo 169.- La administración de los intereses y servicios locales en cada cantón, estará a cargo 
del Gobierno Municipal, formado de un cuerpo deliberante, integrado por regidores municipales de 
elección popular, y de un funcionario ejecutivo que designará la ley”.   

 
 “Artículo 170: Las Corporaciones Municipales son autónomas…”.  Por su parte el Código Municipal 
en el artículo 3 dispone que la jurisdicción territorial de la Municipalidad es el cantón respectivo, cuya 
cabecera es la sede del gobierno municipal. El gobierno y la administración de los intereses y servicios 
cantonales estarán a cargo del gobierno municipal.  En el Cantón de Belén para el desarrollo de 
Proyectos sustantivos, se analiza en términos generales, que estos no afecten la capacidad instalada 
de infraestructura y servicios públicos para los administrados actuales y futuros.  En cuanto a 
disposición de pluviales se analiza el manejo integral de los pluviales, se estudia las áreas a 
impermeabilizar (Techos, aceras, calles, entre otros) y se recomienda de ser necesario sistemas de 
retención. Lo anterior, en función de los parámetros y cálculos empleados y de manera que no se 
afecte un sector específico. Posteriormente, a nivel de Planos Constructivos del Proyecto se deberá 
incorporar las tuberías con las especificaciones y diámetros respectivos, dimensiones del sistema de 
retención, memorias de cálculo, entre otros. 

 
En cuanto al tratamiento y disposición de aguas residuales se analiza el manejo integral de las aguas 
a tratar del proyecto, se estudia la zona según vulnerabilidad de aguas subterráneas y otras 
restricciones o afectaciones para la ubicación del sistema de tratamiento y se recomienda un diseño 
apropiado del sistema de eliminación de excretas y aguas servidas. Posteriormente, a nivel de Planos 
Constructivos del Proyecto se deberá incorporar las tuberías con las especificaciones y diámetros 
respectivos, dimensiones del sistema de tratamiento de aguas servidas, red sanitaria, memorias de 



  

cálculo, entre otros.  En cuanto a Vialidad se considera las obras de infraestructura conexas y 
complementarias necesarias para la debida circulación y que garantice los derechos de vía 
reglamentarios y los aspectos de seguridad y accesibilidad útiles y necesarios, lo que implica los 
respectivos entubados y obras de drenaje, aceras, reubicación de tendido eléctrico en caso de ser 
necesario, ampliaciones viales, radios de giro para ingreso y salida de vehículos , asfaltado y 
demarcación Horizontal y vertical, entre otros, para lo cual los interesados deberán realizar el 
respectivo levantamiento de campo, desarrollar la propuesta, establecer las actividades necesarias, 
cuantificarlas unitariamente con sus respectivos costos y un cronograma de ejecución, que debe ser 
sometido a consideración de la Unidad de Obras para su aval correspondiente y que debe formar parte 
del permiso de construcción a tramitar posteriormente. 
  
En cuanto a la variable ambiental el proyecto debe analizar todos los aspectos y afectaciones 
antrópicas, esto tanto en las fases de planificación, construcción y operación, teniendo que contar con 
las autorizaciones y permisos respectivos de las instituciones que integran la administración pública.  
En cuanto a disponibilidad de agua potable se analiza que exista recurso, la infraestructura y los 
equipos necesarios, de manera que no se afecte un sector específico que abastece a los diferentes 
usuarios.  Por esta razón se hace uso de la aplicación del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana 
(Ley 4240 y sus reformas), en el que los proyectos futuros pueden ser valorados por la Municipalidad, 
y en caso de ser necesario el Desarrollador se puede comprometer a costear las obras necesarias, 
para no afectar la prestación de los servicios públicos. Se trata del cumplimiento de una carga 
urbanística por cuenta del Desarrollador para que el proyecto que se pretende desarrollar no afecte la 
continuidad, igualdad y eficiencia de los servicios para los restantes destinatarios, usuarios y 
beneficiarios de estos.  

 
Con base en lo anterior la carga urbanística podría ser definida como aquella carga a la cual se 
encuentra sometida un particular, sin estar obligado a ello, a menos que quiera obtener la aprobación 
de una obra o proyecto que requiera de esa carga.  En relación con la definición de carga nos ilustran 
los juristas García de Enterría y Parejo Alfonso: “La diferencia entre la obligación y la carga es conocida 
desde Carnelutti: la obligación puede ser forzada, si no fuese cumplida voluntariamente, mediante 
técnicas de ejecución forzosa, o eventualmente con sanciones contra el  incumplimiento; la  carga (por 
ejemplo, la carga de la prueba) no puede ser impuesta por ejecución forzosa ni su incumplimiento 
sancionado en forma; la carga supone simplemente la necesidad de adoptar un determinado 
comportamiento para obtener un beneficio o evitar un perjuicio”.2  

 
XIV.- PARTICIPACIÓN DEL DESARROLLADOR: 
 
Los propietarios de la finca 162099 pueden participar en los proyectos indicados para garantizar el 
agua potable para el desarrollo propuesto mediante un aporte en calidad de carga urbanística y donde 
la Municipalidad garantice que no se afecte el servicio de los actuales usuarios y se mejoren las 
condiciones del acueducto municipal. La Obra asociada a la carga urbanística por parte del 
desarrollador en la zona de pozos y tanques, según indicación de la Unidad de Acueductos consiste 

                                                 
2 (García de Enterría, Eduardo y Parejo Alfonso, Luciano. Lecciones de Derecho Urbanístico. 
Editorial Civitas, S. A., Madrid. 1981. p 621).  

 



  

en la adecuación del terreno, niveles, limpieza, reparación de malla perimetral, portones y acceso 
rampa de concreto, con un monto estimado del aporte correspondiente a ¢9.250.000.00 (Nueve 
millones doscientos cincuenta mil colones) que podrá formalizarse por medio de un Compromiso de 
Intensiones y en aplicación del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana. 

 
XV.CARGA URBANISTICA: 
Se discute y analiza sobre la necesidad de Obras de infraestructura requeridos como carga urbanística 
para el Proyecto de Urbanización Residencial y el momento de la aplicación de esta. 

 

 
Unidad 
Técnica 

 
Requerimiento  

 

 
Observaciones 

Acueductos Mejoras en el 
Acueducto La 

Ribera. 

A nivel de Compromiso de Intenciones se debe realizar la 
adecuación del terreno, niveles, limpieza, reparación de 
malla perimetral, portones y acceso rampa de concreto, con 
un monto estimado del aporte correspondiente a 
¢9.250.000.00, (Nueve millones doscientos cincuenta mil 
colones) a nivel de Carga Urbanística para la disponibilidad 
de agua potable.” 

Obras Sistema de 
retención de 

pluviales 
 

A nivel de Licencia o Permisos de construcción se debe 
presentar Planos Constructivos del Proyecto e incorporar 
las tuberías pluviales con las especificaciones y diámetros 
respectivos, dimensiones del sistema de retención, 
memorias de cálculo, entre otros.  

Obras Obras Viales 
básicas 

A nivel de Licencia o Permisos de construcción se debe 
considerar las obras de infraestructura conexas y 
complementarias necesarias para la debida circulación vial 
para la Urbanización Residencial, lo que implica los 
respectivos entubados y obras de drenaje, aceras, 
ampliaciones viales, radios de giro adecuados, asfaltado y 
demarcación Horizontal y vertical, y aceras en sector 
aledaño para tránsito peatonal en caso de ser necesario 
según el estudio de vialidad correspondiente, entre otros.  

Alcantarillado 
Sanitario 

Red de 
Alcantarillado 

Sanitario 

A nivel de Licencia o Permisos de construcción se debe 
presentar Planos Constructivos del Proyecto e incorporar la 
red de Alcantarillado Sanitario, tuberías con las 
especificaciones y diámetros respectivos, memorias de 
cálculo, entre otros. Para el desarrollo posterior de viviendas 
se debe considerar el diseño y construcción de tanques 
sépticos mejorados y el estudio hidrogeológico de transito 



  

de contaminantes según corresponda de acuerdo a la 
normativa vigente. 

 
XVI.- POLÍTICA DE REGULACIÓN ANUAL DEL CRECIMIENTO URBANO EN EL CANTÓN DE 
BELÉN. 
 
La Política de regulación del crecimiento urbano del cantón de Belén fue modificada y entra en 
vigencia, mediante publicación de la Gaceta No 90 del miércoles 23 de mayo de 2018. En esta se 
establece que para disponibilidades de agua potable para unidades habitacionales o de uso 
residencial hasta un máximo de diez pajas de agua equivalente a 0.15 litros por segundo.  Las 
autorizaciones para desarrollos industriales y comerciales o etapas de estos y desarrollos 
habitacionales mayores a 10 unidades, en Urbanizaciones y condominios, deberán ser propuestas al 
Concejo Municipal por el desarrollador, indicando las obras que garanticen un impacto ambiental 
urbano mínimo. Las propuestas deben garantizar el suministro de agua a los usuarios actuales, y 
futuros en el sector, tratamiento de aguas negras y servidas sistemas de conducción y 
amortiguamiento de pluviales, antes de ser vertidos a cauces que provoquen inundaciones hacia 
aguas abajo, acciones en materia de ampliación y señalamiento vial, así como otras acciones 
estructurales que aseguren un desarrollo urbano ordenado y proporcionado , conjunto de asuntos que 
deberá ser refrendado por el Concejo Municipal.    
 
El presente caso ingreso a la Municipalidad por medio del trámite N°1755 de fecha 11 de mayo de 
2018 con anterioridad a la entrada en vigencia de la modificación de la Política de regulación del 
crecimiento urbano del cantón de Belén que entra en vigencia por medio de la publicación de la Gaceta 
No 90 del miércoles 23 de mayo de 2018. Con base a lo anterior, el trámite se resuelve conforme a 
derecho según el principio constitucional del artículo 34, en que no se puede aplicar la ley en forma 
retroactiva en perjuicio de persona alguna o de sus derechos adquiridos o de situaciones jurídicas 
consolidadas.  
 
CONCLUSIONES:  
1. La Municipalidad de Belén, posee la autonomía administrativa y financiera que le confiere la 
Constitución Política, su jurisdicción territorial y competencia se confiere al cantón de Belén, donde 
está a cargo del gobierno y la administración de los intereses y servicios cantonales. 
 
2. Actualmente, se encuentra vigente y en ejecución el Plan Maestro del Acueducto Municipal 
de la Municipalidad de Belén y la Política de Regulación de Crecimiento Urbano del Cantón de Belén. 
 
3. En el Cantón de Belén para el desarrollo de Proyectos sustantivos se analiza en términos 
generales, que estos no afecten la capacidad instalada de infraestructura y los servicios públicos.  
 
4. La carga urbanística podría ser definida como aquella carga a la cual se encuentra sometida 
un particular, sin estar obligado a ello, a menos que quiera obtener la aprobación de una obra y/o 
proyecto que requiera de la misma.  
 



  

5. La Municipalidad de Belén y los propietarios de la finca 162099 deben firmar un Compromiso 
de Intenciones para mejorar las condiciones del sistema del acueducto municipal en condición de 
carga urbanística exclusivamente para efectos del otorgamiento de la disponibilidad de agua potable 
al Proyecto de Urbanización residencial sin que se afecte la continuidad, igualdad y eficiencia del 
servicio de agua potable para los restantes destinatarios y beneficiarios actuales y futuros. 

 
6. En cuanto a la disponibilidad de agua potable se debe considerar por parte del Desarrollador 
el aporte en calidad de carga urbanística para que se lleven a cabo las mejoras en las instalaciones 
del Sistema del Acueducto de la Ribera que consiste en el aporte de recursos para cubrir el 
mejoramiento del acceso para la adecuada operación de la zona de tanques y pozos, una vez 
adquirida la finca colindante para la ampliación requerida de la zona donde se localizan los pozos y 
tanques de almacenamiento. 
 
7. El interesado de previo ya participo en materia de inversión para mejorar la vialidad en el 
sector, no obstante, deberá ampliar el alcance del aporte realizado de previo, según estudio que 
deberá presentar posteriormente para su aprobación, una vez la ANDE presente el estudio solicitado 
por la Unidad de Obras, mismo que debe estar aprobado de previo al trámite de Permiso de 
construcción del Proyecto de Urbanización de interés.   
 
8. A nivel preliminar el interesado deberá presentar las especificaciones de obras de 
infraestructura del Proyecto de Urbanización en cuanto a agua potable, red sanitaria, pluviales y obras 
de infraestructura de la calle, para su revisión por parte de la Municipalidad y con anterioridad al trámite 
del Permiso para la Urbanización Residencial. 

 
9. Qué de conformidad con la Constitución Política, Ley Orgánica del Ambiente y demás 
legislación ambiental vigente, la Municipalidad tiene la obligación de exigir el cumplimiento de las 
regulaciones ambientales en su territorio. 

 
RECOMENDACIONES:  
 
1.- Se les informe a los propietarios de la finca 162099, que para la disponibilidad de Agua Potable se 
requiere se lleven a cabo mejoras a las instalaciones del Sistema de Agua Potable de la Ribera, 
mismas que podrán realizarse por medio de un Compromiso de Intenciones de manera tal que se 
garantice que se no impacte la continuidad, igualdad y eficiencia del Servicio de Agua Potable para 
los destinatarios, usuarios y beneficiarios actuales y futuros de dicho Servicio.  

 
2.- Que el Concejo Municipal apruebe la disponibilidad de agua potable con una dotación estimada de 
0.28 litros por segundo (caudal máximo horario), para el Proyecto residencial a desarrollar en la finca 
162099 y se autorice al Alcalde a firmar el Compromiso de Intenciones que debe contener entre otros 
la carga urbanística correspondiente, establecida en el presente Informe, garantía de cumplimiento, 
plazo de ejecución, entre otros. Posteriormente remita la Alcaldía Municipal al Concejo, un Informe 
donde se indique que ya se firmó el Compromiso de Intenciones y se recibió la Garantía de 
Cumplimiento a satisfacción de la Dirección Jurídica y la Dirección Administrativa Financiera para la 
aprobación de la disponibilidad de agua potable correspondiente.  
 



  

3.- Para efectos de permisos de construcción posterior al otorgamiento de la disponibilidad de agua 
potable por parte del Concejo Municipal, se debe considerar por parte de los propietarios de la finca 
162099, entre otros requerimientos: 

 
Las acciones necesarias para una adecuada disposición y manejo de pluviales con un manejo integral 
de estos. Esto al amparo y cumplimiento de lo dispuesto en Voto 4050-2005 y el voto 07-005894 de la 
Sala Constitucional.  Las acciones necesarias para el adecuado tratamiento y disposición y manejo 
integral de las aguas residuales, así como lo necesarios para una futura conexión a la red sanitaria. 
Todo en cumplimiento a los dispuesto por la Matriz de Criterios de Uso del Suelo según la Vulnerabilidad 
a la Contaminación de Acuíferos para la Protección del Recurso Hídrico.  Las obras necesarias para el 
acceso de agua potable incluyendo la infraestructura y los equipos necesarios para los sistemas de 
almacenamiento de manera que no se afecte el sector específico que abastece a los diferentes usuarios 
e instalación de hidrantes en caso de ser necesario y así lo exija el Cuerpo de Bomberos en aplicación 
de la normativa vigente.  Las construcciones de las obras viales necesarias de infraestructura conexas 
y complementarias para la debida circulación de vehículos tomando en cuenta los aspectos de 
seguridad y accesibilidad, lo que implica los respectivos entubados, obras de drenaje y aceras frente a 
la vía pública, ampliaciones viales, radios de giro adecuados para el acceso al proyecto, asfaltado, 
demarcación Horizontal y vertical y continuidad de aceras en el sector aledaño al proyecto para el 
tránsito peatonal.  

 
4.- El proyecto de Urbanización Residencial debe analizar todos los aspectos y afectaciones 
ambientales, por ende, en las fases de: planificación, construcción y operación, debe contar con las 
autorizaciones y permisos respectivos de las instituciones que integran la administración pública, 
entiéndase estas como SETENA, SENARA, SINAC, Dirección de Aguas, MINSA, entre otras. 
Asimismo, debe cumplir con la legislación ambiental y de salud vigentes.  

 
5.-Que al amparo del principio precautorio o Indubio Pro-Natura, el Desarrollador debe realizar un 
estudio hidrogeológico detallado, vulnerabilidad y riesgo aprobado por el SENARA para la utilización 
del Sistema de tratamiento de tanque Séptico Mejorado en el proyecto. 

 
6.- El desarrollador debe cumplir a cabalidad lo dispuesto en la Ley General de Salud, el Código de 
Instalaciones Hidráulicas y Sanitarias en edificaciones del Colegio Federado de Ingenieros y de 
Arquitectos de Costa Rica y normas de diseño de A y A y demás legislación conexa para garantizar 
un adecuado tratamiento y disposición de las aguas residuales y minimizar el posible impacto al 
ambiente. 

 
7.- El Desarrollador debe prever la instalación de un Tanque de almacenamiento de agua potable en 
el área de facilidades comunales.  

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales para 
análisis y recomendación a este Concejo Municipal.   
 
LA COMISION DE OBRAS ACUERDA POR UNANIMIDAD RECOMENDAR AL CONCEJO 
MUNICIPAL: PRIMERO: Avalar el Oficio CTA-007-2018, suscrito por Jose Zumbado, como 
coordinador de la Comisión Técnica Administrativa, por medio del cual remite el informe integral para 



  

disponibilidad de agua potable para desarrollo urbanístico en la finca 162099, propiedad de Lorena 
Ramírez Delgado. SEGUNDO: Informar a los propietarios de la finca 162099, que para la 
disponibilidad de Agua Potable se requiere se lleven a cabo mejoras a las instalaciones del Sistema 
de Agua Potable de la Ribera, mismas que podrán realizarse por medio de un Compromiso de 
Intenciones de manera tal que se garantice que se no impacte la continuidad, igualdad y eficiencia del 
Servicio de Agua Potable para los destinatarios, usuarios y beneficiarios actuales y futuros de dicho 
Servicio. TERCERO: Se autorice al Alcalde a firmar el Compromiso de Intenciones que debe contener 
entre otros la carga urbanística correspondiente, establecida en el presente Informe, garantía de 
cumplimiento, plazo de ejecución, entre otros. Posteriormente remita la Alcaldía Municipal al Concejo, 
un Informe donde se indique que ya se firmó el Compromiso de Intenciones y se recibió la Garantía 
de Cumplimiento a satisfacción de la Dirección Jurídica y la Dirección Administrativa Financiera para 
la aprobación de la disponibilidad de agua potable correspondiente.  
 
La Regidora Propietaria Lorena Gonzalez, entiende que había leído en otros informes que esa 
propiedad tenía problemas con el acceso para el desarrollo, como se aclaró o como se está viendo 
para este permiso. 
 
El Vicepresidente Municipal Gaspar Rodriguez, avala que se estuvo viendo y el acceso es de 10 
metros, después se hace más angosto para que sean 2 vías, no hay ningún problema. 
 
El Regidor Propietario Jose Luis Venegas, interroga porque le quedo pendiente la situación del asunto 
de la servidumbre, la parte donde iban a colocar la laguna de retención, que tenía que quedar en un 
lote aparte, no como lo estaban planteando. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, ratifica que, en el informe esta, donde se solicita que 
presenten una alternativa del manejo de las aguas pluviales, por medio de tanque o laguna, esa 
servidumbre se conecta al sistema de alcantarillado pluvial municipal existente.  Esta la autorización 
de la Unidad de Alcantarillado de uso de tanque séptico mejorado, dentro de las recomendaciones se 
está pidiendo que haga un estudio de trafico de contaminantes y estudio hidrogeológico eso dirá si se 
continua con tanques mejorados o plantas de tratamiento.  El visto bueno de la administración está 
dado, pero cuando entre a revisión para permiso de construcción, dentro de los requisitos es el estudio 
hidrogeológico y el estudio de trafico de contaminantes, en esos estudios le dicen al desarrollador si 
le van a permitir los tanques sépticos o la planta de tratamiento, en su caso está interesado que el 
proyecto tenga la planta de tratamiento.  Hoy estamos aprobando la Carta de Compromiso de 
Intenciones donde hay un aporte por parte del desarrollador de aproximadamente ¢10.0 millones de 
colones, su única duda es con el tema vial que debió haber mayor análisis. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, consulta si siempre quedo con tanque séptico o quedo 
con planta tratamiento. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gaspar Rodriguez, Lorena 
Gonzalez, Jose Luis Venegas Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Maria 
Antonia Castro:  PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Comisión.  SEGUNDO:  Avalar el Oficio CTA-007-
2018, suscrito por Jose Zumbado, como coordinador de la Comisión Técnica Administrativa, por medio 
del cual remite el informe integral para disponibilidad de agua potable para desarrollo urbanístico en 



  

la finca 162099, propiedad de Lorena Ramírez Delgado.  TERCERO:  Informar a los propietarios de 
la finca 162099, que para la disponibilidad de Agua Potable se requiere se lleven a cabo mejoras a las 
instalaciones del Sistema de Agua Potable de la Ribera, mismas que podrán realizarse por medio de 
un Compromiso de Intenciones de manera tal que se garantice que se no impacte la continuidad, 
igualdad y eficiencia del Servicio de Agua Potable para los destinatarios, usuarios y beneficiarios 
actuales y futuros de dicho Servicio.  CUARTO:  Se autoriza al Alcalde a firmar el Compromiso de 
Intenciones que debe contener entre otros la carga urbanística correspondiente, establecida en el 
presente Informe, garantía de cumplimiento, plazo de ejecución, entre otros. Posteriormente remita la 
Alcaldía Municipal al Concejo, un Informe donde se indique que ya se firmó el Compromiso de 
Intenciones y se recibió la Garantía de Cumplimiento a satisfacción de la Dirección Jurídica y la 
Dirección Administrativa Financiera para la aprobación de la disponibilidad de agua potable 
correspondiente.  
 
ARTÍCULO 24.  Se conoce el Oficio SCO-55-2018 del Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez.   
 
Audiencia de negociación de Desarrolladores de Haciendas El Cafetal “Desarrollos Técnicos”. 
 
LA COMISIÓN DE OBRAS ACUERDA POR UNANIMIDAD RECOMENDAR AL CONCEJO 
MUNICIPAL:  Comunicar a los desarrolladores del Proyecto Haciendas el Cafetal “Desarrollos 
Técnicos” que quedamos a la espera de la respuesta por parte de la Junta Directiva sobre lo 
conversado en la reunión de la Comisión.  
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, presenta que la solicitud fue la conexión y uso de ese 
acceso, desde La Ribera hacia San Antonio, directamente hacia la gasolinera.  Este proyecto es 
Desarrollos Técnicos casi al frente de Super Marcela, no es el Cafetal II. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, formula que la redacción que escucho en la Comisión 
era diferente. 
 
El Regidor Suplente Juan Luis Mena, considera que esa gente del Cafetal cuando restablecerá la 
carretera como estaba anteriormente porque esta toda dañada. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE APROBADA:  PRIMERO:  
Avalar el Oficio de la Comisión.  SEGUNDO:  Comunicar a los desarrolladores del Proyecto Haciendas 
el Cafetal “Desarrollos Técnicos” que quedamos a la espera de la respuesta por parte de la Junta 
Directiva sobre lo conversado en la reunión de la Comisión.  
 

CAPÍTULO VI 
 

MOCIONES E INICIATIVAS 
 

ARTÍCULO 25.  Se conoce iniciativa que presenta la Regidora Propietaria Maria Antonia Castro. 
 



  

Considerando que los proyectos que ganaron, a la fecha, los Fondos Concursables son de excelente 
calidad.  Solicito al Honorable Concejo el espacio en sesión para que nos presenten el proyecto de 
Bernardo Rodriguez y el de Juan Carlos Murillo. 
 
El Síndico Suplente Luis Guerrero, precisa que se debe hacer también con los que vengan de ahora 
en adelante. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar la iniciativa presentada.  SEGUNDO:  Brindar 
una audiencia en el Concejo Municipal a los señores Bernardo Rodriguez y Juan Carlos Murillo para 
que presenten los proyectos ganadores del Fondo Concursable, la cual deberá ser coordinada con la 
Secretaría del Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 26.  Se conoce Iniciativa que presenta la Regidora Propietaria Maria Antonia Castro. 
 
Considerando que las conciliaciones en el Comité de Deportes son varias y de naturaleza diversa, 
pido al Honorable Concejo que mediante acuerdo se solicite a la Dirección Jurídica, en conjunto con 
don Luis Alvarez, un informe sobre el cumplimiento del debido proceso y legalidad de haber realizado 
esas conciliaciones.  Incluyendo el total de las sumas pagadas de fondos públicos y recomendaciones 
al respecto. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, denuncia que no tiene idea de que se tratan las 
conciliaciones quiere saber si todo está bien, porque hace unas semanas vimos una conciliación por 
¢2.5 millones y la semana pasada ingresaron 4 conciliaciones más y teníamos un proceso con el señor 
Vindas. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, afirma que esto se envió a la Dirección Jurídica, esperaría 
la recomendación de la Dirección Jurídica. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, describe que ya se tomó un acuerdo donde se solicita un análisis de esa 
actuación, se puede aprobar la propuesta y realizar un mayor análisis. 
 
El Director Jurídico Ennio Rodriguez, sugiere que el informe que presento la Dirección Jurídica era por 
una conciliación de ¢500 mil colones, informo que tenía noticias que por otros procesos se habían 
pagado hasta ¢2.5 millones, analizo únicamente un expediente, en el tema de proteger los intereses 
institucionales son muy celosos, en todos los procesos que ha llevado el Comité de Deportes, han 
venido rechazando dentro el expediente judicial las homologaciones, sin que el expediente haya 
culminado, se han ido adelantando, en un caso condenaron a una Asociacion Deportiva al pago de 
las costas y archivan el expediente, la preocupación es válida de lo que pueda llegarse a dar, pero en 
la etapa judicial donde están participando, han estado bloqueando toda homologación que no haya 
tenido un acuerdo del Concejo, el hacer una revisión en este momento es prematuro, porque todavía 
los procesos no han terminado, la petición de parte de la Dirección Jurídica es esperar un poco que el 
asunto avance, para ver si procede o no. 
 
El Vicepresidente Municipal Gaspar Rodriguez, menciona que siempre el Comité de Deportes lo que 
maneja es lo que siempre reclamamos, la economía procesal. 



  

 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, se siente satisfecha con la explicación del Director 
Jurídico y retira la iniciativa. 
 
ARTÍCULO 27.  Se conoce Moción que presenta el Regidor Propietario Jose Luis Venegas.   
 
Que basándome en el Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos 
Número 3462 de la Contraloría General de la República y buscando la trasparencia que le debemos a 
nuestra comunidad y a este Concejo Municipal, es que solicito al señor Alcalde Horacio Alvarado 
Bogantes que presente un informe y liquidación de gastos sobre las últimas tres visitas que ha 
realizado en las últimas semanas fuera del país y de lo cual no ha ofrecido hasta el momento informe 
alguno. 
 
Que se traslade a la Auditoria para su análisis y recomendación.  
 
El Regidor Propietario Jose Luis Venegas, detalla que es complicado cuando lo enfrenta un vecino y 
no tiene atestados ni información para responder como concejal, es lamentable tener que decir que 
no puede referirse porque no conoce del tema.  Comunica que eso lo sabe la Alcaldía, pero como 
Regidor no lo sabe, no tiene ningún informe, esto no es molestar a nadie, cuando se presenta un 
informe todos sabemos qué hace el Alcalde fuera del país, si era de vacaciones o lo invitaron, pero no 
lo sabemos, cuando le preguntan tiene que decir que no sabe y es muy feo, lo único que está pidiendo 
es información nada más.  El Alcalde desde que fue a China dijo que iba a presentar un informe y no 
ha llegado, como Concejo debemos tener un poco de información, si cree que todo está bien, retira la 
Moción, quien no quiere votarla. 
 
La Vicealcaldesa Thais Zumbado, razona que en esta Municipalidad no se presupuesta para gastos 
del Alcalde o la Vicealcaldesa, si se viaja se hace con gastos propios, no con recursos de la 
Municipalidad, en su caso siempre se ha pagado todo, recuerden cuando se aprueba el presupuesto.  
Si es un informe está bien, pero una liquidación imposible porque no le dan ni un cinco para gastar, el 
Alcalde ha presentado informes. 
 
El Síndico Suplente Luis Guerrero, manifiesta que para unas cosas si hay que investigar y para otras 
no, cuando uno quiere tener claro las cosas entonces pregunta, si le hacen la consulta investiga y da 
la respuesta. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, propone que independientemente como lo quieran tomar, 
que nos presente un informe de las gestiones realizadas, que mejoras vienen para la Municipalidad, 
que acuerdos, que convenios se generaron, para la liquidación que aclare que fueron gastos propios 
y listos, para no generar conflicto, es importante saber cómo le fue en Colombia porque se están 
haciendo cosas buenas en seguridad, en Alemania que fue con la funcionaria Dulcehe Jiménez y no 
recuerda cual fue la otra salida, para no empezar a generar malos pensamientos. 
 
El Síndico Propietario Minor Gonzalez, plantea que le parece importante decir que cuando se pide un 
informe es importante especificar qué quiere decir el informe, porque en la Moción del Regidor Jose 
Luis Venegas está especificando liquidación de gastos nada más, el Presidente Municipal esta 



  

planteando que el informe se amplié en la visita, eso es diferente, cada uno cuando sale del país, es 
bueno que venga y cuente su experiencia, ya sea porque fue invitado o porque lo pago, está bien para 
que todos conozcan cómo estamos avanzando, pero que tiene que ver la Auditoria con esto, entonces 
donde está la buena intención, es volver al mismo telele, todo es a la auditoria, no digan que no saben 
porque el Concejo aprueba el presupuesto y no hay rubro de viáticos o gastos, no nos hagamos los 
ignorantes e inocentes que no sabemos, porque eso no luce, esta bonito que presente el Informe el 
Alcalde y todos, lo que el Presidente Municipal esta diciendo es lo que le parece, que sea un informe 
completo, no son solamente los gastos, no tiene sentido involucrar a la Auditoria sino hay una 
evidencia de algo. 
 
La Regidora Propietaria Lorena Gonzalez, apunta que cuando en la calle le preguntan, le dice que 
desconoce pero averigua, aquí siempre ha estado abierta la parte administrativa para cualquier 
consulta, a menos que tengamos incomodidades con el Alcalde y no podemos llegar y tengamos que 
hacer la solicitud por medio de una Moción, eso es triste y ridículo, sabemos que nunca 
presupuestamos para gastos de representación para el Alcalde, cuando fue con el Presidente 
Municipal a Brasil no les pidieron informe de gastos, pero dieron un informe de lo que vivieron allá y 
que podía beneficiar a la comunidad, el problema es un doble discurso, no metamos más cosas a la 
Auditoria porque vamos a quedar arruinados gastando plata y no tenemos dinero ¢3.0 millones para 
ayudar a una familia, por eso la pobre auditora no da a abasto y los informes no salen a tiempo, si 
tenemos inquietud podemos preguntar, no nos vayamos en tantas payasadas. 
 
El Regidor Propietario Gaspar Rodriguez, enumera que ya la liquidación lo aclaro la Vicealcaldesa, 
pero la Moción no habla solo de liquidación, también entiendan, es igual cuando presento la Moción 
sobre el asunto de las letras, el Alcalde dijo que fue una donación que no sabía, en el informe de la 
Comisión Técnica Administrativa vendrá quien hizo la donación y no abra ningún problema, el espíritu 
de la moción es pedir un informe de lo que fue a hacer el Alcalde. 
 
El Presidenta Municipal Arq. Eddie Mendez, expresa que la vez pasada le hicieron consultas en 
relación a los viajes del Alcalde, lo primero que hizo fue llamar a varios funcionarios, hablo 15 minutos 
con la Asesora del Alcalde y le aclaro el asunto, porque tenía dudas, talvez por la falta de comunicación 
o esa pared que ha venido creciendo hace unos años, debemos reflexionar para tener más 
comunicación en lo que queda de gobierno, desde la Alcaldía, Administración y Concejo, para que en 
lo que queda de la gestión no generar y terminar bien las cosas, estamos muy claros que tenemos 
criterios y pensamientos muy diferentes, cree que todos podemos hacer el esfuerzo que las cosas 
vayan por buen camino, talvez no nos agradan ciertas opiniones o ciertos pensamientos, pero en 
consenso podemos llegar a hacer buenas cosas por el bien de la comunidad. 
 
El Regidor Propietario Jose Luis Venegas, piensa que no tiene el tiempo para ir a buscar la 
información, ni le interesa tampoco, pero la auditoria si lo puede hacer, ese informe se lo puede 
entregar a los vecinos, no entiende porque tanta discusión por nada, estamos hablando de la 
transparencia con la comunidad, esto no es por joder, está pidiendo un informe, porque el Alcalde 
hace 6 meses quedo de enviar un informe, ha salido 3 veces fuera del país y nunca ha presentado 
informe, que es lo que pasa. 
 



  

SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Eddie Mendez, Gaspar 
Rodriguez, Jose Luis Venegas, María Antonia Castro Y UNO EN CONTRA DE LA REGIDORA 
Lorena Gonzalez:  PRIMERO:  Avalar la Moción presentada.  SEGUNDO:  Solicitar al Alcalde Horacio 
Alvarado que presente un informe y liquidación de gastos sobre las últimas tres visitas que ha realizado 
en las últimas semanas fuera del país y de lo cual no ha ofrecido hasta el momento informe alguno.  
TERCERO:  Trasladar a la Auditoria para su análisis y recomendación.  
 

CAPÍTULO VII 
 

LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 
 

ARTÍCULO 28.  Se conoce el Oficio de Francisco Javier Gonzalez, Secretario de Actas, Municipalidad 
de Abangares, javier.gonzalez@abangares.go.cr.   
 
MOCIÓN:  Declaración de patrimonio cultural y culinario de la cocina guanacasteca. 
 
Considerando;  
 
1).  La pérdida que están sufriendo nuestras tradiciones.  
2).  El hecho generador de nuestra cocina guanacasteca de toda una existencia y forma de vida, tanto 
en la forma de cocinar alimentos, tales como:  pan, ollas de carne, tortillas, chicheme, arroz de maíz, 
guacho de concha y muchas otras que deben registrarse.  
 
Se acuerda:  Por parte del Concejo Municipal de Abangares, solicitar al Ministerio de Cultura, declarar 
patrimonio cultural culinario la cocina guanacasteca, respetando la forma de procesar los alimentos y 
bebidas criollas de nuestra provincia en toda su forma, lo anterior como punto fundamental en el 
rescate de nuestros valores culturales, culinarios, debiendo el Ministerio de Salud respetar la forma en 
que se elaboran los alimentos y bebidas, solamente velando por la higiene, a la vez encomendar al 
Ministerio de Cultura el levantamiento de todas las recetas de dicha cocina tanto para comidas, pan y 
bebidas, lo anterior para su protección como patrimonio cultural y culinario que impida el derecho sobre 
la misma a ajenos. 
 
El Vicepresidente Municipal Gaspar Rodriguez, opina que los compañeros de La Asunción pueden 
presentar una moción y solicitar declarar Patrimonio las comidas de La Asunción, porque tienen 
comidas que en ningún lugar del Cantón se hacen. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, comenta que hay comidas en La Asunción deliciosas, 
como Macho Lerdo, se une a la iniciativa del Vicepresidente Municipal porque es una excelente idea. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Apoyar las gestiones de la Municipalidad de Abangares para 
declarar patrimonio cultural culinario la cocina guanacasteca. 
 
ARTÍCULO 29.  Se conoce el Oficio 4484 de Yolanda Botero.  Con la finalidad de cumplir con mi 
compromiso de intermediaria y representante de la Fundación Salomón, me permito informarles que 
durante este año la Escuela Interamericana y Colegio Científico Interamericano CATIE Turrialba, 



  

desarrollaron la primera parte del Modulo Educativo de Agrobiodiversidad y culminaron con la 
coronación del Rey y la Reina de la Agrobiodiversidad. 
 
1- De los tres colegios que hasta ahora han desarrollado el módulo, este es el único en donde la 

totalidad de la generación de 11mo grado quisieron ser parte del proyecto, algunos como 
facilitadores en la clases, otros como apoyo logístico, en huertas etc. 

2- Por primera vez se aplica el módulo con niños de preescolar. 
3- Se desarrollo en un 90% de forma remota e independiente.  Acercando el objetivo del proyecto a 

la posibilidad de difusión del modulo por mas colegios de Costa Rica. 
 
Se lograron los resultados de comunicación y tanto el personal administrativo, como los jóvenes, los 
niños y sus padres, quedaron muy satisfechos con los resultados.  En febrero darán comienzo a la 
segunda parte del modulo para culminarlo con la Feria de la Agrobiodiversidad.  La expectativa ahora 
para la Fundación, es buscar apoyo institucional y socios entusiastas para exponenciar el proyecto 
desde el punto de vista de revisión de contenidos ojala por la FAO.  De estrategia metodológica 
educativa y la realización de una plataforma tecnológica por medio de la cual se presente el modulo 
y sus clases para que los colegios pueda accesar de forma remota y facilitar la distribución geográfica 
del proyecto.  Para ver avances favor buscar en Facebook:  fundacionsalomon. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Agradecer la información brindada. 
 
ARTÍCULO 30.  Se conoce el Oficio de Cecilia Solera, Presidenta, Junta de Educación, Escuela 
España, dirigido a Karen Cruz, Encargada Legal, Escuela España.  En atención, a su nota sin fecha 
de emisión y recibida el pasado 28 de junio, 2018, procedemos a darle respuesta a la misma, siguiendo 
el orden de su planteamiento, lo anterior para los efectos propios del caso y fines consiguientes: 
 
1- Que la Junta de Educación se encuentra conformada por las siguientes personas, todos 

debidamente acreditados, al día de hoy: 
 

Nombre completo Puesto  
Cecilia Solera Quesada Presidenta 
Héctor Rodriguez Campos Vice – Presidente 
Wendy Porras Barboza Secretaria 
Shirley Saborio Morum Vocal 1 
Gina Meza Badilla Vocal 2 

 
2- Que con respecto al Informe Contable de Gastos 2017 requerido se adjunta fotocopia copia. 
3- Que se logro comprar la licuadora industrial, gracias a la contribución de quienes participaron en 

la actividad, para la cual se adjunta fotocopia de la factura de compra.  Cabe indicar, que además 
se compra con el dinero sobrante un medidor de la prensión arterial y un glucómetro para los 
funcionarios/as de lo cual se adjunta fotocopia de la factura de compra. 

4- Que, para la compra de la licuadora industrial, se realizaron las cotizaciones del caso y se optó 
por la compra de menor precio.  No requería licitación, en razón de la naturaleza y monto 
disponible para la compra.  Que, para el proyecto de mejora infraestructural consistente en la 



  

restauración y pintura de paredes interna y externa, se realizara un procedimiento cartelario, 
según el presupuesto existente, para lo cual se realizara una Licitación Abreviada, la cual se 
publicara en el Diario La Gaceta, siguiendo los rudimentos establecidos en el Reglamento a la 
Ley de Contratación Administrativa. 

5- Que, con respecto a este punto, se le adjunta fotocopia del Plan de Trabajo 2018. 
6- Que, con respecto a este punto, a partir de la primera semana de inicio de clases, después de la 

vacación del primero periodo, estamos reforzando la dotación del papel higiénico en los 
dispensadores en todos los servicios sanitarios; así como, solicitaremos a la Dirección 
Institucional, emitir un comunicado a los/as docentes a cargo de grupos a efectos de concientizar 
en la población estudiantil sobre el uso racional de dichos implementos y evitar los desperdicio. 

7- Que, con respecto, a este punto, no nos corresponde supervisar al personal de la Institución, 
somos conocedores de la función tan ardua y responsable que realiza el Departamento de 
Conserjería, cabe recalcar que la señora Directora en varias ocasiones nos ha informado sobre 
el mal uso que los y las estudiantes dan a los servicios sanitarios, inclusive en varias 
oportunidades nos han solicitado que el señor que la Junta de Educación contrata para 
mantenimiento, ha tenido que intervenir con destaqueo de los mismos. 

 
Por lo demás, reconocer el interés de su persona y miembros de la comunidad de padres, madres y 
encargados/as legales, sobre el trabajo que realizamos de apoyo a la gestión administrativa; así como 
nuestro reconocimiento al personal docente y aquellos/as encargados legales, que siempre están 
colaborando en pro de las necesidades institucionales, orientadas en beneficio de nuestra población 
estudiantil.  Cabe recordar, que en la Dirección Institucional, se encuentran las Acta de la Junta de 
Educación, a las cuales la Comunidad Educativa tiene libre acceso, para lo que a bien tengan. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 31.  Se conoce el Oficio AL-CPAJ-OFI-0403-2018 de Nery Agüero Montero Jefa de Área 
de Comisiones Legislativas VII, Asamblea Legislativa, correo electrónico COMISION-
JURIDICOS@asamblea.go.cr.  La Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos tiene para su estudio 
el proyecto de ley,  Expediente N.º 20.963,  Reforma a los artículos 95, 52 y 107 del Código Electoral, 
Ley N.°8765, del 19 de agosto de 2009 y sus reformas,  aprobó, en la sesión número 17 del 17 octubre, 
2018 consultarle el texto base, el cual se adjunta. Publicado en el Alcance Nº 176 a la Gaceta Nº 180 
del 1 de octubre de 2018. Iniciado el 28 de agosto de 2018. 
Apreciaré  remitir, dentro de los ocho días hábiles siguientes a la recepción de esta solicitud, la 
correspondiente opinión y hacerla llegar a la Secretaría de la Comisión, ubicada en el tercer piso del 
edificio central (Comisión de Jurídicos), o por los siguientes medios:  del fax 2243-2432; correo: 
COMISION-JURIDICOS@asamblea.go.cr; sjimenez@asamblea.go.cr. Ruégole remitirnos una 
versión digital, en documento abierto. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Dirección Jurídica para análisis y recomendación a 
este Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 32.  Se conoce el trámite 4521 de Mireya Mejía Rivas, correo electrónico 
Alvarado.ayn@gmail.com con atención a la Abogada Nataly Espinoza Alvarado.  Recurso de 
Apelación Resolución UBI-REV-043-2018.  La suscrita, Mireya Mejía Rivas, portadora de la cédula de 



  

residencia número uno cinco cinco ocho cero uno nueve cero dos dos uno cinco, en calidad de 
Presidente de Liberty City Investmentes Group S.A. cédula jurídica número 3-101-490044, me 
apersona a presentar la prueba documental del avalúo de la finca del partido de Heredia matrícula 
72439, como prueba ofrecida en el recurso de apelación presentado el pasado 19 de noviembre del 
presente año ante la Municipalidad de Belén, específicamente al Concejo Municipal.  
 
Notificaciones.  Señalo como medio para recibir notificaciones el fax 2293-0092 y el correo electrónico 
alvarado.ayn@gmail.com, con atención a la abogada autenticante Nataly Espinoza Alvarado.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir al Asesor Legal para análisis y recomendación a este 
Concejo Municipal. 
 

A las 7:35 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 
 
 
 

Ana Patricia Murillo Delgado    Arq. Eddie Mendez Ulate    
Secretaria Municipal      Presidente Municipal 

 


